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Redes internacionales a las que pertenece Poder Ciudadano

Transparencia Internacional (TI), única
organización no gubernamental a escala
mundial dedicada a combatir la corrup-
ción, congrega a la sociedad civil, el sector
privado y los gobiernos en una vasta coali-
ción global. A través de sus capítulos en el mundo y su Secretariado Inter-
nacional, Transparencia Internacional aborda las diferentes facetas de la co-
rrupción, tanto en el interior de los países como en el plano de las relacio-
nes económicas, comerciales y políticas internacionales. El propósito es
comprender y enfrentar los dos rostros de la corrupción: quien corrompe y
quien permite ser corrompido. Asimismo, en el ámbito nacional, los capí-
tulos de Transparencia Internacional actúan en procura de una mayor
transparencia y la materialización del principio de rendición de cuentas.
Con este fin, TI vigila el desempeño de algunas instituciones clave y ejerce
presión para la adopción no partidista de las reformas que sean necesarias.
www.transparency.org 

En 1995, se creó la Red Interamericana para la Demo-
cracia (RID). Las seis organizaciones fundadoras fueron
Compañeros de las Américas (Estados Unidos); Asocia-
ción Conciencia y Fundación Poder Ciudadano (Argenti-

na); Corporación Participa (Chile); Instituto de Investiga-
ción y Autoformación Política (Guatemala) y Departamento de

Ciencias Políticas de la Universidad de los Andes (Colombia).
Desde entonces, la RID se transformó en la red más grande de organiza-
ciones de la sociedad civil en el hemisferio, con más de 350 miembros en
24 países que promueven la participación ciudadana en la región por me-
dio de la cooperación, la capacitación y la divulgación de información.
www.redinter.org
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El Acuerdo de Lima es una Red de Movi-
mientos Cívicos de América Latina y el Ca-
ribe, constituida el 15 de septiembre del
2000 en la ciudad de Lima, Perú, por un
grupo de organizaciones de la sociedad civil
de distintos países de la región, comprometi-

das con el fortalecimiento de la democracia, las cuales acordaron establecer
una alianza para promover el intercambio de experiencias, proveer un siste-
ma de mutuo apoyo en aspectos políticos y técnicos del monitoreo electoral,
y desarrollar actividades y proyectos conjuntos. www.acuerdodelima.org

El Proyecto Internacional de Presupuesto
(IBP) del Centro sobre Presupuesto y Prio-
ridades Políticas (CBPP) asiste a organiza-
ciones no gubernamentales, así como a in-
vestigadores, en sus esfuerzos por analizar políticas presupuestarias y mejo-
rar los procesos y las instituciones del presupuesto. El proyecto está especial-
mente interesado en asistir con investigación aplicada relevante a los debates
políticos vigentes, así como con investigación sobre los efectos de las políti-
cas presupuestarias en sectores marginados y de pobreza. La meta última del
proyecto es hacer que los sistemas de presupuesto respondan más eficaz-
mente a las necesidades de la sociedad y, por consiguiente, sean más trans-
parentes y responsables ante el público. www.internationalbudget.org

La Fundación AVINA es una red de líderes de la socie-
dad civil y del sector empresario que impulsan iniciati-
vas por el desarrollo sostenible en Iberoamérica. 
El desarrollo sostenible es una opción viable para el me-

joramiento de la dignidad humana, a través de la cual se satisfacen las nece-
sidades del presente compatibilizándolas con las de las generaciones futuras.
AVINA busca vincular a líderes de la sociedad civil y del sector privado,
porque cuando trabajan juntos logran desarrollar soluciones de largo plazo
para sus comunidades. www.avina.net
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El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CE-
JA) es una entidad intergubernamental autónoma, cuya
misión es apoyar a los Estados de la región en sus pro-
cesos de reforma a la justicia. Su sede se encuentra en

Santiago de Chile y sus miembros son todos los países integrantes activos
de la Organización de Estados Americanos (OEA). Nace en 1999, por reso-
lución de la Asamblea General de la OEA, en cumplimiento de los manda-
tos que enfatizaban la necesidad de incorporar el fortalecimiento del siste-
ma judicial y la administración de justicia como tópico relevante para la go-
bernabilidad y el desarrollo económico de los países. www.cejamericas.org

La Red Puentes es una alianza internacional integrada por
organizaciones de la sociedad civil comprometidas con la
Responsabilidad Social Empresaria y apoyada por la Agen-
cia de Cooperación al Desarrollo, NOVIB y fondos públicos
de Holanda. Su propósito es contribuir al desarrollo y fortalecimiento de la
RSE desde la perspectiva de la sociedad civil. Esta alianza integra a 21 orga-
nizaciones de cinco países: Argentina, Brasil, Chile, Holanda y México. En
la Argentina, estuvo conformada originalmente por las fundaciones SES, El
Otro y Geos, y en 2004 se incorporaron a la Red la Fundación de Ambiente
y Recursos Humanos (FARN) y Poder Ciudadano. www.redpuentes.org
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-Revista Poder Ciudadano, revista propia de

edición mensual (de marzo a diciembre), de

1991 a 1997.

-Control de la corrupción. ¿Qué puede hacerse?,

Foros de Interés Ciudadano, Poder Ciudada-

no, Buenos Aires, 1991 a 1997.

-Los ciudadanos y sus representantes. ¿Cómo

mejorar una relación deteriorada?, Foros de

Interés Ciudadano, Poder Ciudadano, Bue-

nos Aires, 1993.

-Banco de Datos de políticos argentinos 2,

1995.

-Nuevas herramientas para la acción ciudada-

na en defensa de los derechos del medio am-

biente, Programa de Participación y Fiscali-

zación Ciudadana, Poder Ciudadano, Bue-

nos Aires, 1997.

-Herramientas de acción ciudadana para la de-

fensa de los derechos de la mujer, Programa de

Participación y Fiscalización Ciudadana, Po-

der Ciudadano, Buenos Aires, 1997.

-La copia y la coima: Cómo cambiar un estilo,

Editorial Troquel, Buenos Aires, 1997.

-Acciones de fiscalización y control ciudadano

de la gestión pública, Red Interamericana y

del Caribe para la Democracia, Poder Ciuda-

dano, Buenos Aires, 1998. 

-Aulas sin fronteras: Experiencias educativas

innovadoras que promueven la participación y

mejoran la convivencia, Oscar Rasori et. al.,

Aique Grupo Editor, Buenos Aires, 1999.

-Banco de Datos de candidatos, Poder Ciuda-

dano, Buenos Aires, 2000.

-Día Internacional: Experiencias exitosas en el

campo del presupuesto participativo, Buenos

Aires, 2002. (Está disponible también una

versión digital de esta publicación).

-Manual de organizaciones no gubernamenta-

les: Una estrategia de la sociedad civil para el

trabajo presupuestario. La experiencia de Po-

der Ciudadano 2001-2003, Poder Ciudada-

no, Buenos Aires, 2003.

-Manual sobre el monitoreo cívico del Consejo

de la Magistratura, Poder Ciudadano, Bue-

nos Aires, 2003.

-Manual de planes de acción de incidencia en

políticas públicas, Ñukanchik Kawsayta Alli-

chinkapak Ruraykuna, Poder Ciudadano,

Fundación Esquel. Partners of the Américas,

USAID, Red Interamericana para la Demo-

cracia, Ecuador, 2003.

-Manual de periodismo social, Poder Ciudada-

no, Buenos Aires, 2003 (segunda edición).

-Índice Latinoamericano de Transparencia

Presupuestaria. La experiencia de 10 países,

2003: Informe regional, versión en español,

inglés y portugués, México, 2003.

-Índice Latinoamericano de Transparencia

Presupuestaria. La Experiencia de 10 países,

2003: Informe de la Argentina, Poder Ciuda-

dano, Buenos Aires, 2003.

-¿Quién es Quién? Banco de Datos de candida-

tos presidenciales, 1995, 1999, 2003.

-¿Quién es Quién? Banco de candidatos a Jefe

de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Po-

der Ciudadano, Buenos Aires, 2003.

Otras publicaciones de la Biblioteca Poder Ciudadano
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-Primer diagnóstico de independencia judicial, 2003.

-CD card del Monitoreo de la cobertura de

medios, 2003.

-Procedimientos consultivos para la adquisi-

ción de textos académicos, Ministerio de Edu-

cación, Ciencia y Tecnología - Fundación

Poder Ciudadano. Capítulo Argentino de

Transparencia Internacional, en Caja de He-

rramientas para el control ciudadano de la

corrupción, Transparencia Internacional, Po-

der Ciudadano, Buenos Aires, 2004.

-Sociedad civil y presupuesto participativo, la

experiencia argentina, Foro internacional so-

bre presupuesto participativo, Fondo del

Congreso de la República de Perú. Lima,

2004.

-Manual  de acción colectiva por la justicia.

Derecho de interés público, Poder Ciudadano,

Buenos Aires, 2004.

-Manual de monitoreo de medios en períodos

electorales, La Crujía Ediciones, Buenos Ai-

res, 2004.

-Periodismo social. Para que nuestra informa-

ción sea noticia. Infocívica, Poder Ciudadano,

Buenos Aires, 2004.

-Monitoreo cívico del gasto en propaganda po-

lítica. Manual para ONG, Poder Ciudadano,

Buenos Aires,  2004. 

-El Congreso bajo la lupa 2004, Poder Ciuda-

dano, Buenos Aires,  2005.

-¿Cómo monitorear instituciones legislativas?

Propuestas para la ciudadanía y las organiza-

ciones de la sociedad civil, Poder Ciudadano,

Buenos Aires, 2005. Impreso por Manchita.

-Herramientas para la participación ciudada-

na, Poder Ciudadano, Buenos Aires, 2005.

Impreso por Manchita.

-El congreso bajo la lupa 2005, Poder Ciuda-

dano, Buenos Aires, 2005. Impreso por

Manchita.

-Contrataciones Públicas Vulnerables, Poder

Ciudadano, Buenos Aires, 2006. Impreso

por Manchita.
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gistratura, Poder Ciudadano, Buenos Aires,

2006. Impreso por Manchita.
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dano, Buenos Aires, 2006. Impreso por
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PRÓLOGO

Esta publicación actualiza  el renovado debate sobre la relación entre el
Estado, la ciudadanía y la democracia, a partir de la necesidad de dar  ma-
yor transparencia a la gestión pública. Se trata, por cierto, de una encomia-
ble propuesta que, al mismo tiempo, ratifica el espacio de credibilidad que
Poder Ciudadano se ha ganado en nuestra sociedad.

El Manual que se presenta recoge las experiencias adquiridas por Poder
Ciudadano a través del “Programa Contrataciones Públicas Transparentes”,
cuyo propósito es generar herramientas prácticas para el monitoreo cívico de
las contrataciones públicas. Se apoya en los resultados y experiencias del Pro-
grama, se analizan las compras que realiza el Estado y los procesos relaciona-
dos con las contrataciones públicas desde la óptica de los intereses de los ciu-
dadanos y del desarrollo económico y social, tanto por su efecto positivo,
cuando las contrataciones son beneficiosas, como negativo, cuando no lo
son. Poder Ciudadano hace eje en la transparencia, la identifica como un
principio esencial para el resguardo del interés general, subraya su condición
de prerrequisito para el control social y, a la vez, sintetiza las etapas que de-
ben tenerse en cuenta en el proceso de contrataciones y qué órganos inter-
vienen en esta área de la gestión pública.

Otro  aporte de este Manual es la individualización y análisis -en el de-
recho interno y en el derecho internacional- de la legislación que regula el
principio de transparencia. Ello a la luz de una práctica plasmada en normas
que consagran el derecho de los ciudadanos a realizar el control social. Los
cambios en la sociedad van produciendo transformaciones en los derechos;
estas circunstancias estimulan  innovaciones en el plano jurídico. Este pro-
ceso es clave a la luz de la evolución operada en materia de derechos huma-
nos. Estos aspectos inciden  en la transformación que se ha operado en el Es-
tado y en su relación con la ciudadanía, sobre todo a partir de la segunda
posguerra. Obedece también al cambio progresivo en las formas de represen-
tación de los intereses y en el marco de un sistema político en el que la so-
ciedad civil ya no es un componente disociado sino un factor necesario y di-
námico, que no puede soslayarse.

No cabe duda que los procesos de contrataciones públicas afectan de
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manera directa los intereses de la ciudadanía, dado que allí se ponen en jue-
go los recursos de los que dispone la sociedad para su desarrollo y bienestar.
En los últimos años, desde diferentes ámbitos hemos comprobado de qué
manera han estado ausentes la transparencia y la rendición de cuentas, ele-
mentos esenciales de la democracia para moderar o controlar la ambición de
poder y de riqueza, en particular de quienes representan el interés público y
administran y deciden sobre los recursos que aportan los ciudadanos. 

El crecimiento de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) se ha
dado no sólo a partir de los déficit de los partidos políticos, las carencias de
la gestión gubernamental o la comprobación de  prácticas relacionadas con
la corrupción, sino también de factores positivos vinculados con un reorde-
namiento en las relaciones entre el Estado y la ciudadanía, entre lo público
y lo privado, en el que se jerarquiza la dimensión colectiva del interés común
en un nuevo campo institucional. Y este Manual lo ilustra, ya que reúne la
experiencia realizada por  Poder Ciudadano, que, como expresa su coordi-
nadora Pilar Arcidiácono, se propone superar la dicotomía entre el espacio
de la  sociedad civil como un ámbito “virtuoso” y el estatal como “ineficien-
te”: pretendemos, dice, “recuperar la praxis política como actividad transfor-
madora de lo social, donde ciudadanos y OSC desempeñen un rol activo en
la mejora de la calidad de vida a través de su propio accionar”.

Hoy, las OSC  además de representar intereses populares -particulares,
económicos, etarios, culturales, etc.,  actúan como “testigos” a los que la ciu-
dadanía otorga confianza, lo que legitima el valor de sus acciones, porque és-
tas ponen en palabras, hechos e imágenes, constataciones significativas rela-
cionadas con el ámbito público y el interés general. 

El Manual examina  de manera  minuciosa y documentada, el papel que
le cabe a la sociedad civil en la supervisión de las contrataciones públicas en
tanto acto imprescindible del control social. La Audiencia Pública (AP)  y el
Pacto de Integridad (PI) son las dos herramientas clave de la transparencia
que propicia el Programa y que operan como respaldo de diversas y califica-
das experiencias llevadas a cabo por la sociedad civil en la Argentina y en
América Latina. 

Con respecto a la Audiencia Pública como modelo de participación y
control ciudadano, y a pesar de experiencias disímiles recogidas  de  los pro-
cesos de privatización de servicios públicos que se realizaron en la Argenti-
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na, resulta esclarecedor el cruce que realiza el Manual entre prevenciones,
mitos y realidades, y su proyección futura como un instrumento indispen-
sable para otorgar transparencia a las contrataciones del Estado. En lo refe-
rido al Pacto de Integridad como una instancia de compromiso decente, no
cabe duda de que la implantación de acuerdos preventivos entre el Estado y
el sector privado para evitar prácticas corruptas es algo sumamente positivo
que permite allanar dificultades cuando las contrataciones deben ser anali-
zadas por los organismos de control o por la Justicia.

Resultan de gran interés las experiencias nacionales e internacionales  re-
latadas por Poder Ciudadano y una lectura atenta de las alternativas que se
han ido presentando permite reconocer que mientras el mecanismo de Au-
diencia Pública  está más afirmado, el de Pacto de Integridad provoca algu-
nas resistencias; sin embargo, una experiencia como la realizada en el Mi-
nisterio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación con la compra de
textos demuestra un avance cuya generalización reportaría enormes cambios
en la esfera pública y también en el sector privado. Por otra parte, las expe-
riencias realizadas con provincias y municipios dan cuenta de una tenden-
cia en la que se percibe la voluntad política de conferir transparencia a la
gestión pública en este estratégico rubro. 

No menos importante es el registro de la conciencia ciudadana sobre te-
mas relacionados con el impacto ambiental. En el relato sobre la construc-
ción del Puente La Serna en el municipio de Avellaneda, con financiamien-
to del Banco Mundial -en otro contexto y en otra escala-, se advierte una
anticipación del conflicto suscitado en 2006 entre la Argentina y el Uru-
guay, puesto en foco en el mundo por los vecinos de la pequeña ciudad de
Gualeguaychú. En la aldea global del siglo XXI se comprueba la original de-
finición de McLuhan, cuando previó que el mensaje sería completado por
sus protagonistas. 

La democracia contemporánea enfrenta desafíos y conflictos que  se van
resolviendo en su propio ámbito, originando permanentemente nuevos es-
pacios, cambios y redefiniciones sobre el rol del Estado y las estructuras gu-
bernamentales, sobre el accionar de los partidos políticos y el de las propias
OSC. Al mismo tiempo, se pueden distinguir en esta realidad  demandas de
nuevas políticas y regulaciones  para satisfacer desafíos que, como en el ca-
so de la transparencia, se han actualizado por diferentes razones, entre ellas,
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las opciones que abre la Sociedad de la Información.
No hay una democracia ideal. La distancia que media entre lo ideal y lo

real nos permite constatar que lo primero no existe más que como modelo
al cual nos podemos acercar o del que nos podemos alejar. El grado de de-
mocraticidad del sistema puede visualizarse en la relación entre derechos,
ciudadanía y transparencia. Esta relación puede ser evaluada mediante índi-
ces estadísticos, pero lo fundamental es  comprobarla en cambios palpables
en las condiciones de vida de las personas.  Y, en este contexto, las OSC son
una herramienta valiosa pues generan un espacio para que la ciudadanía ex-
prese -sectorial o temáticamente- sus aspiraciones, demandas y  reclamos, y
contribuyen a instalar las condiciones necesarias para que los derechos y las
obligaciones puedan ser ejercidos efectivamente. Estas organizaciones reali-
zan una importante contribución a la expansión de las prácticas democráti-
cas, censuran comportamientos vinculados a la corrupción y combaten con-
cepciones de la gobernabilidad basadas en el autoritarismo,  la hegemonía y
otras  igualmente anacrónicas.

Mi más íntima convicción es que la corrupción, en particular aquélla de
los grandes negocios -la que involucra a funcionarios del Estado, dirigentes
políticos y empresarios- es factible, en muy buena medida, por las fallas y de-
bilidades en el funcionamiento de los controles. 

No puede haber un régimen democrático si el gobernante no está obli-
gado a rendir cuentas de su gestión, del manejo que les da a los recursos co-
lectivos; si no puede ser relevado cuando incumple las regulaciones de la ac-
ción pública; o cuando la ciudadanía no tiene el derecho -ni, sobre todo, la
oportunidad- de conocer, en forma clara, precisa y oportuna, la gestión de
los intereses colectivos.

Por ello es imperativo que los funcionarios, en especial los que ocupan
la cúpula del poder, estén obligados a rendir cuentas y a actuar con traspa-
rencia; que los empresarios tengan la garantía de la imparcialidad del Esta-
do para ejercer sus funciones con eficiencia y sentido competitivo, sin pre-
bendas o intromisiones indebidas, y que la intervención del Estado esté fun-
dada en la legítima defensa del interés general. Ello supone también el com-
promiso del sector privado de asumir, de manera consciente, su   responsa-
bilidad social .

El Manual refleja algunos aspectos positivos que se han operado en el
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plano normativo y en particular el significativo progreso que entraña la en-
trada en vigor de la Convención Interamericana de Lucha Contra la Co-
rrupción y la de las Naciones Unidas. Pero una gestión estatal eficaz y trans-
parente requiere, además, de un marco jurídico adecuado, herramientas
concretas que la viabilicen y la traduzcan al lenguaje ciudadano para su im-
plementación y mejor control. El Manual nos incorpora en esta novel peda-
gogía y, a través de experiencias muy valiosas, nos invita a imitarlas y difun-
dir sus resultados.

Dr. Leandro Despouy
Presidente de la Auditoría General de la Nación
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INTRODUCCION

La democracia representativa argentina atraviesa una intensa crisis de legiti-
midad de las instituciones estatales. En muchos casos estas instituciones re-
sultan ineficientes para actuar como mediadoras del “interés general” y como
instancias capaces de procesar y sistematizar demandas sociales, dejando es-
pacios que en ocasiones son ocupados por las corporaciones y los intereses
particulares que hacen uso de los recursos públicos y estatales.

Esta situación implica poner en riesgo la capacidad de sostener al Estado, a
los representantes y a la ciudadanía dentro de un mismo tejido social. La cau-
sa, aparentemente, es la ausencia de respuestas a las necesidades de quienes
delegaron el mandato en esos representantes. La consecuencia, un mayor dis-
tanciamiento entre los actores que deben encontrar un modo de representa-
ción y las fuerzas políticas que supuestamente deben representarlos.

A este escenario hay que sumarle una situación alarmante en materia de co-
rrupción. En el ranking de países considerados por el Índice de Percepción de
Corrupción que anualmente elabora Transparencia Internacional, la Argenti-
na descendió del puesto 57 que ocupaba en 2001 hasta el 97 en 2005 (sobre
un total de 159 países). La oscilación que muestra la Argentina en los índices
elaborados desde 1995 (entre 2,8 y 3,5 en un ranking donde 10 tienen los
países más transparentes y 1 los más corruptos) indica que el país está estan-
cado en un bolsón de corrupción estructural. 

Frente a esta situación, desde Poder Ciudadano hace más de 16 años desarro-
llamos herramientas de participación ciudadana y lucha contra la corrupción.
En muchos casos, la puesta en práctica de estas herramientas, a través de la
articulación con un conjunto de actores de diferentes ámbitos, nos ha permi-
tido generar impacto en políticas públicas concretas.

Un ámbito en el cual hemos logrado incidir fue el campo de las contrataciones
públicas. Es sabido que los Estados de América latina y Caribe son grandes
compradores de bienes y servicios. Se calcula que el gasto de los estados en la

 



región llega al 15% del producto bruto interno (PBI). Esto arrojaría un total re-
gional de unos 250.000 millones de dólares al año. Pero además de ser grandes
compradores, los gobiernos latinoamericanos son pésimos pagadores. Se estima
que los gobiernos pagan sobreprecios de hasta el 40% del valor del mercado.

Por estas razones, el “Programa Contrataciones Públicas Transparentes” de
Poder Ciudadano está destinado a generar herramientas prácticas para el mo-
nitoreo cívico de contrataciones públicas. Este programa incluye dos compo-
nentes fundamentales:

• Audiencias públicas: se ha propiciado la implementación de esta herramien-
ta, donde la autoridad responsable convoca a los ciudadanos, empresarios
del sector, expertos y funcionarios para que expresen sus opiniones sobre las
condiciones previstas para el desarrollo de una contratación pública. Si bien
las decisiones tomadas en este proceso no son vinculantes para la autoridad
convocante, ésta se compromete a realizar un informe en el cual se contem-
plan las justificaciones de las inclusiones y omisiones de lo abordado en la
audiencia.

• Pactos de Integridad:2 se ha propuesto la firma de Pactos de Integridad en-
tre el Estado y todas las empresas que compiten por la adjudicación del
contrato, lo que genera un acuerdo explícito de control recíproco para evi-
tar el pago de sobornos entre los proveedores y el Estado.

En esta publicación se mostrará un detalle de todos aquellos procesos en los
que Poder Ciudadano ha participado a través del programa “Contrataciones
Públicas Transparentes”, generando experiencias de “buenas prácticas” en
materia de transparencia y control social.

Hacia el año 2005, gracias al apoyo de la Embajada Británica, logramos am-
pliar los objetivos del programa. Concretamente, nos propusimos superar la
implementación del programa en casos concretos y generar un espacio entre
los sectores público y privado que, a la vez, impulsara estrategias y medidas in-
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2El Pacto de Integridad es una herramienta propiciada por Transparencia Internacional y desarrollada por Poder
Ciudadano en su carácter de capítulo argentino de esta organización.
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volucradas con la transparencia y la promoción de la legalidad institucional. 

Entre las actividades planificadas en el marco del mencionado proyecto, re-
cientemente hemos elaborado y publicado el estudio Contrataciones públicas
vulnerables.3 Se trata de un “mapa de riesgos” del sistema nacional de contra-
taciones públicas: una herramienta que permitió diagnosticar los aspectos
problemáticos del sistema a partir de la detección de sus puntos débiles, fa-
llas o vulnerabilidades, así como ubicar los recursos disponibles para la neu-
tralización y/o desaparición de estos nodos deficientes desde la mirada de los
propios actores del sistema. Gracias al tipo de mapa de riesgos adoptado, la
detección de vulnerabilidades en el sistema nacional de compras abre la po-
sibilidad de realizar propuestas de modificación de los núcleos deficientes
desde la mirada de los propios actores del sistema.

Como continuación de nuestro trabajo y de la investigación llevada a cabo
para esa publicación, con este Manual de transparencia y control social en las
contrataciones públicas pretendemos cubrir un espacio que entendemos se
encuentra vacío: no existen trabajos que posibiliten a la sociedad civil y a la
ciudadanía en general conocer cómo funciona el sistema nacional de contra-
taciones públicas.

Enfrentamos el desafío de ser rigurosos conceptualmente, ya que se trata de un
proceso técnico-administrativo, y, a la vez, de ser lo suficientemente didácticos
como para explicar claramente a la sociedad un proceso apasionante que afecta
no sólo a quienes intervienen en las fases de compras, sino a toda la ciudadanía.
De esta manera, procuramos que este manual pueda ser utilizado como herra-
mienta de trabajo y consulta para aquellos que se interesen en la temática.

Por ese motivo, no sólo se explicitan aquí conceptualmente todos los prin-
cipios que rigen en las contrataciones públicas, sino que se esquematizan las
etapas que deben transitar los diversos procesos de compras y se identifican
los órganos que intervienen en el curso de estas gestiones públicas. También

3 El estudio se encuentra disponible en nuestro sitio Web (www.poderciudadano.org) y, además, acompaña esta
publicación en formato digital.
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se hace hincapié en detallar aquellos momentos o aquellas formas en que el
sistema permite a la sociedad participar en el proceso de selección de con-
tratistas, más allá de la administración y de las empresas oferentes. Esto sig-
nifica que se identifican claramente cuáles son las ventanas que posibilitan
la participación ciudadana.

En este manual también incorporamos ejemplos de experiencias virtuosas en
las cuales el “Programa contrataciones Públicas Transparentes” de Poder Ciu-
dadano ha participado y demostrado que mediante el fomento de la transpa-
rencia y la participación ciudadana en las contrataciones públicas se ha logra-
do mejorar los resultados de esos procesos a través de una reducción conside-
rable de los costos y un mejoramiento de la calidad del objeto adquirido.

Finalmente, se realizó un relevamiento de otras experiencias en diferentes
sistemas de compras en Latinoamérica, que en nuestra opinión deben tener-
se en consideración para utilizarse en el futuro en nuestro país. 

La importancia de las contrataciones públicas en el desenvolvimiento coti-
diano de la ciudadanía es incalculable. El Estado tiene como fin último la
satisfacción del interés general y las compras del Estado son una herramien-
ta esencial para lograr esa finalidad. A través de esta herramienta el Estado
gasta gran parte de su presupuesto, es decir, del dinero de toda la sociedad.
Su manejo es una cuestión que nos involucra a todos y debemos velar por-
que se haga una utilización transparente y, a la vez, eficiente de ella.

En este sentido, nos proponemos crear una herramienta que permita generar
transparencia en la gestión pública, rompiendo con aquel maniqueísmo que
en una visión dicotómica piensa al espacio de la sociedad civil per se como
un ámbito “virtuoso” frente a un espacio estatal ineficiente. Pretendemos re-
cuperar la praxis política como actividad transformadora de lo social, donde
los ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil desempeñen un rol ac-
tivo en la mejora de la calidad de vida mediante su propio accionar.

Pilar Arcidiácono
Área Transparencia y Anticorrupción - Fundación Poder Ciudadano

 



PRIMERA PARTE

Transparencia en las compras del Estado 
¿Por qué? ¿Para qué? y ¿Cómo?

IMPORTANCIA DE LAS COMPRAS DEL ESTADO EN
EL DESARROLLO DE LA SOCIEDAD

Por lo general, cuando se examina al Estado como comprador, se desarrollan
análisis técnicos o legales sumamente complejos, pero no se explicita un ele-
mento que, por obvio, no es menos estratégico para reflexionar sobre las
compras públicas:

¿Qué se entiende por Estado? ¿Cuáles son sus funciones principa-
les? La respuesta a estos interrogantes arroja luz sobre aspectos cen-
trales de la transparencia y la participación ciudadana para el desa-

rrollo de contrataciones realizadas por la autoridad pública.

El Estado, entendido como relación social y como institución, plasmada con-
cretamente en organismos de diversos niveles, tiene como objetivo principal
para orientar sus acciones la satisfacción del interés general de la sociedad de
la que es siempre expresión.

Los intereses generales son conjuntos complejos de necesidades, valores y re-
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querimientos ciudadanos y grupales que se encuentran a veces en consonan-
cia o en oposición con otros intereses sobre las mismas temáticas. Estas diver-
sas miradas sobre las cuestiones ciudadanas son muchas veces bases importan-
tes de conflicto social, rasgo éste que transforma la tarea del Estado en algo
más que una mera “expresión” del interés general de la sociedad: sus acciones
son organizadoras y mediadoras en estas confrontaciones.

Así, el Estado tiene que hacer prevalecer un punto de vista “general” sobre
las particularidades de las posiciones enfrentadas, siempre en términos co-
herentes con un régimen democrático y contemplando alcanzar mayores
beneficios para las necesidades ciudadanas generales.

Como consecuencia de estas características puede entenderse que toda la acti-
vidad del Estado tiene que estar destinada, directa o indirectamente, a ese fin,
es decir, que el interés general que se construye y expresa en su actividad, tiene
que cumplirse, ya sea de forma inmediata o mediata, en todas sus gestiones. 

• Un ejemplo de satisfacción inmediata del interés general de la sociedad es
cuando un ciudadano se acerca a un hospital público y el Estado le pres-
ta la atención adecuada para su problema de salud. 

• Un ejemplo de satisfacción mediata es cuando ese mismo Estado adquie-
re o compra los equipamientos necesarios para luego poder brindar la
atención adecuada a los ciudadanos.

En estos casos, puede visualizarse cómo, en cada acción estatal, por distante
o específica que parezca a simple vista, siempre se encuentran los intereses
ciudadanos en una posición central, porque son éstos los que están siendo sa-
tisfechos. 

Esta centralidad persiste incluso cuando el Estado adquiere bienes que hacen
a su funcionamiento cotidiano, situación no siempre visualizada correctamen-
te en los análisis tanto de los funcionarios como de los ciudadanos en general.
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Es central comprender que si el Estado no puede desplegar su ac-
cionar diario –por ejemplo, a través de los insumos básicos que se

necesitan en cualquier oficina, mantenimiento de edificios, pago de
sueldo a sus empleados y proveedores, y demás–, difícilmente pue-
da satisfacer el interés general de la ciudadanía. Es más, es un inte-
rés central de la ciudadanía en un contexto democrático que el Es-

tado pueda funcionar día a día de manera eficaz y eficiente.

Aquí es donde debe visualizarse al Estado a través de su manifestación como
Administración Pública. Ella es la que tiene la función de ejecutar las normas
y políticas vigentes y gestionar la atención del interés general de la ciudada-
nía, disponiendo para ello del presupuesto público, sea éste nacional, provin-
cial o municipal. El presupuesto público no es otra cosa que el resultado de
los aportes dinerarios que, por diversas vías, sobre todo impositivas, realizan
los ciudadanos. Es decir que lo que se administra es el dinero de los ciudada-
nos orientado a satisfacer las necesidades de la ciudadanía.

En ese marco, se entiende por qué las compras públicas aparecen como im-
portantes para el desarrollo de la sociedad: son el mecanismo natural que tie-
ne la Administración para nutrirse de los elementos necesarios que le permi-
tan su propio funcionamiento para luego poder satisfacer las necesidades de
la sociedad.4

4Según la Oficina Nacional de Contrataciones, los veinte rubros principales de contrataciones en los que la Ad-
ministración gastó su presupuesto durante el 2005 son los siguientes: 1. Alimentos, 2. Combustibles y lubrican-
tes, 3. Productos farmacéuticos y medicinales, 4. Equipos de transporte, tracción y elevación, 5. Servicios técni-
cos y profesionales de turismo, 6. Prendas de vestir, 7. Repuestos y accesorios, 8. Mantenimiento y repuestos de
vehículos, 9. Mantenimiento y repuestos de maquinaria y equipos, 10. Servicios técnicos y profesionales, 11. Lim-
pieza, aseo y fumigación, 12. Libros, revistas y periódicos, 13. Mantenimiento y reparación de edificios y locales,
14. Equipos para computación, 15. Servicios básicos, 16. Productos ferrosos, 17. Imprenta, publicación y repro-
ducción, 18. Equipo militar y de seguridad, 19. Servicio de vigilancia, 20. Pasajes. Como puede observarse, se
trata de la adquisición de bienes y servicios muy variados y, a la vez, necesarios para el funcionamiento cotidiano
de los organismos. En cuanto a volúmenes de costos, la ONC informa que se emitieron órdenes de compra (véa-
se Glosario) durante el año 2005 por un total de $1.771 millones. Esta cifra se torna aún más impactante si se
tiene en cuenta que no incluye la obra pública, que en los últimos años se incrementó considerablemente. Véase
el siguiente sitio Web: www.argentinacompra.gov.ar, con información disponible al 27 de julio de 2006.
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Al desarrollar este objetivo, la Administración Pública emplea a sus agentes
en diferentes niveles: funcionarios que toman decisiones día a día sobre las
necesidades ciudadanas y sobre los mejores medios para su satisfacción, en el
marco de la normativa existente. 

Se comprende así por qué el proceso de las contrataciones públicas
afecta a todos, tanto cuando sus resultados son beneficiosos como
cuando son negativos para la ciudadanía, ya que lo que se pone en
juego aquí son las necesidades y los recursos de los que dispone la

sociedad para su desarrollo y búsqueda del bienestar.

Si esos recursos se usan de manera eficaz o ineficaz, eficiente o ineficiente, no
afecta o beneficia solamente al Estado como una entidad separada de la so-
ciedad, sino a la sociedad toda y al Estado como una parte importante de ella.

En consecuencia, tanto en las contrataciones públicas como en toda actividad
estatal el principio de transparencia –que debe constituirse como objeto de
control social responsable y permanente– juega un rol trascendental. 

Es necesario que todos los actores comprendan –tanto los funcionarios como
los ciudadanos en general– que la participación ciudadana sobre las contrata-
ciones públicas no implica que los ciudadanos actúen contra el Estado, sino
que, mediante el control social de la actividad estatal, velen activamente por
sus propios intereses.

IMPORTANCIA DEL PRINCIPIO DE TRANSPAREN-
CIA EN LAS CONTRATACIONES PÚBLICAS

A fin de comprender mejor la importancia del principio de transparencia pa-
ra el desarrollo de las contrataciones públicas, es necesario visualizar los si-
guientes rasgos del proceso:
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• A través del sistema de contrataciones públicas la Administración ejecu-
ta gran parte de su presupuesto: esto implica considerar el movimiento
de miles de millones de pesos que fluyen en cientos de miles de procesos
de contrataciones en manos de miles de funcionarios públicos.

• Las contrataciones son un punto de contacto entre la Administración
Pública y el sector privado: en este contacto se dan intereses contrapues-
tos, ya que, mientras que el sector privado tiene como interés particular el
económico, la Administración Pública tiene que satisfacer el interés gene-
ral de la sociedad. 

• En el proceso de compra pública cuidar el dinero del comprador es central
porque no es propiedad de quien lo gasta en ese momento: esta obviedad,
muchas veces olvidada al momento del análisis de las contrataciones públicas,
es un dato central, ya que determina el notable valor que tiene la capacitación
e idoneidad de los funcionarios que trabajan en las áreas de compras.

Estos elementos, junto a muchos otros factores, hacen que los
procesos de contrataciones públicas sean espacios donde los actores
intervinientes tienden a ejercer presiones para satisfacer sus propios

intereses, dejando de lado la finalidad de satisfacer el interés 
general de la sociedad.

Por esa razón, el respeto y cumplimiento de las normas y principios que ri-
gen las contrataciones públicas por parte de los funcionarios públicos se tor-
nan esenciales para evitar que las presiones por satisfacer el interés privado
vulneren el propósito público.

Esto, que parece simple en la práctica, no lo es ya que, como se ve-
rá más adelante, las compras públicas deben desarrollarse con un

doble objetivo complejo: no sólo tienen como finalidad la satisfac-
ción inmediata o mediata del interés general de la sociedad, sino

que deben hacerse al mejor precio y la mejor calidad posibles.
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En este escenario, el principio de transparencia juega un rol sumamente im-
portante. Prueba de esto es que tanto los tratados internacionales como las le-
yes y decretos internos se ocupan de él.

La transparencia en las contrataciones públicas no sólo obliga a los funciona-
rios a publicitar sus acciones en diversas etapas y fundamentar cada una de las
decisiones, sino que genera el derecho de la sociedad de ejercer un control so-
bre los procesos de compras que están destinados, en definitiva, a satisfacer
las propias necesidades de la ciudadanía en su conjunto.

Todo aquello que es deber para una de las partes en un contrato genera en la
otra parte el derecho a exigir su cumplimiento. Éste no es sólo un razona-
miento lógico, sino un principio general de todos los contratos (privados y
públicos) establecido en el Código Civil.

Entendemos que la sociedad no sólo tiene el derecho a exigir a los
funcionarios públicos una gestión transparente, sino que este dere-
cho es también un deber. Entre los ciudadanos existe, por lo me-
nos, la responsabilidad de preguntarse de qué manera la Adminis-
tración gasta el dinero destinado a satisfacer nuestras necesidades.
No puede pasar desapercibido que los recursos con los que el Esta-
do cumple sus funciones son públicos, lo cual significa que son de
la sociedad. Por eso es preferible hablar de un derecho-deber de los

ciudadanos respecto de exigir una gestión pública transparente.
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INSTRUMENTOS PARA PROMOVER LA 
TRANSPARENCIA Y EL CONTROL SOCIAL 
EN LAS CONTRATACIONES PÚBLICAS

El programa Contrataciones Públicas Transparentes

El programa Contrataciones Públicas Transparentes (PCPT) es un sistema
preventivo, simple y de fácil implementación para lograr transparencia, par-
ticipación ciudadana y eficiencia en las contrataciones públicas.

La implementación del PCPT ofrece grandes ventajas:
3 Es de amplio impacto. Su foco no es sólo la lucha contra la corrupción,

sino también la eficacia, buscando lograr oportunidad y conveniencia en

5 El presente punto se ha ampliado y adaptado el Manual de Contrataciones Públicas de Poder Ciudadano, elab-
orado en 2003, mimeo.

PPrrooggrraammaa CCoonnttrraattaacciioonneess PPúúbblliiccaass TTrraannssppaarreenntteess ((PPCCPPTT)) 55

II.. AAuuddiieenncciiaa ppúúbbllii ccaa ((AAPP))

La autoridad responsable de llevar a cabo la
contratación convoca a ciudadanos, empre-
sarios, expertos y políticos de diferentes par-
tidos políticos para que expresen sus opinio-
nes y recomendaciones sobre las condicio-
nes previstas para la contratación.

IIII .. PPaaccttoo ddee IInntteeggrr iiddaadd ((PPII))

El Estado y todas las empresas oferentes fir-
man un contrato de control recíproco donde
se comprometen a no corromper y a denun-
ciar cualquier intento de soborno del que tu-
vieran conocimiento.

IIIIII.. DDiissccuussiióónn ppaarrttiicciippaaddaa ddee llaass 
bbaasseess yy  ccoonnddiicciioonneess ((DDPP))

La autoridad responsable de llevar a cabo la
contratación convoca a las empresas del
sector involucrado y pone a discusión las ba-
ses y condiciones que regirán el proceso.

IIVV.. SSiisstteemmaa ddee ddeeccllaarraacciioonneess 
jjuurraaddaass ccoommoo ccoonnttrrooll ddee ccoonnfflliiccttooss 

ddee iinntteerreesseess ((DDDDJJJJ))

La autoridad convocante publica las declara-
ciones juradas de los potenciales integran-
tes del jurado que evaluará la contratación.
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la compra y eficiencia, es decir, la correcta utilización de los recursos.

3 Es simple. Las herramientas no requieren complicados conocimientos téc-
nicos ni procedimientos especiales. Basta con seguir cada uno de los pasos
del reglamento que se utilice, y respetar los plazos y las escasas formalida-
des exigidas.

3 Es rápido. La implementación del PCPT no le agrega tiempos excesivos a
los normales de un proceso de contratación pública.

3 Es económico. Ninguna de las herramientas exige gastos extraordinarios
al Estado. 

3 Está estandarizado. Un estándar es un valor determinado que se toma co-
mo significativo para los distintos factores de una etapa. Así, cada una de
las etapas comprende una serie de factores que se repiten invariablemen-
te, de modo que existe una serie de previsiones que deben tomarse para
lograr que el proceso total sea exitoso.

3 Es participativo. En cada una de las etapas, la intervención de los ciuda-
danos es un valor agregado a la transparencia y la eficiencia de todo el pro-
ceso. No se concibe la intervención del PCPT sin la participación de la
ciudadanía.

3 Es multietápico y secuencial. Comprende tres etapas claramente diferen-
ciadas. Cada una arroja un producto diferenciado. La conveniencia de las
etapas radica en que pueden identificarse errores o defectos en una etapa
para ser subsanados antes de pasar a la siguiente. Estos errores o defectos
son inherentes a una etapa, y en caso de ser detectados y corregidos a tiem-
po, no necesariamente afectarán al resto.

El PCPT beneficia a todos los sectores involucrados en el proceso de licitación:
3 A los ciudadanos, porque cuentan con un espacio que les permite acceder

a una instancia de la contratación a la que antes permanecían ajenos. Si
bien las observaciones que los ciudadanos puedan realizar no son vincu-
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lantes, obligan al gobierno a justificar sus decisiones.

3 Al sector privado, porque se genera un mercado transparente, con reglas
de juego claras que alcanzan de la misma manera al Estado y a todos los
oferentes que participan de una contratación.

3 Al Estado, porque recibe ideas y puntos de vista de todos los sectores in-
volucrados con el objetivo de manejar de manera eficiente los recursos dis-
ponibles y garantizar un proceso transparente.

¿Qué se necesita para la implementación de las herramientas?

• Voluntad política

Para avanzar en este proceso es fundamental la férrea decisión de las máximas
autoridades políticas. Sin ella no se puede contar con la apertura de espacios
en la Administración Pública. La resistencia interna de la organización pue-
de ser disminuida con las decisiones y órdenes de quien ocupe el liderazgo
político, aun en los contextos más tensos.

• Firma de un convenio entre la autoridad convocante y las organizacio-
nes de la sociedad civil (OSC)

Se necesita que las autoridades suscriban un convenio con las OSC, conside-
rando la necesidad de establecer mecanismos de transparencia de gestión téc-
nico-administrativa, y coincidiendo en el objetivo común de fortalecimiento
del sistema democrático a través de la participación ciudadana en lo concer-
niente al mejoramiento de la administración del gobierno.

Es importante subrayar que sin acuerdo no hay monitoreo.

El acuerdo (o convenio) es un documento donde las partes establecen obli-
gaciones y derechos básicos, que serán dados a conocer, puesto que este do-
cumento es de carácter público.
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Más allá de lo formal, su firma y su difusión implican otros valores agrega-
dos:
3 La firma del convenio posiciona a las autoridades como ejemplos de fun-

cionarios a favor de la transparencia 
3 Es la mejor gacetilla de prensa de las OSC, donde éstas dejan en claro su

papel dentro del proceso.
3 Es una herramienta de presión para que las autoridades cumplan con el

compromiso asumido, a riesgo de que el acuerdo sea rescindido pública-
mente por iniciativa de las OSC, exponiendo a los funcionarios a la situa-
ción de ser señalados como incumplidores ante toda la ciudadanía.

• Selección de un equipo de trabajo

A fin de conformar el equipo de trabajo de la entidad gubernamental, no es
necesario crear nuevos cargos ni contratar personal exclusivo para el progra-
ma, ya que participarán quienes trabajan en las áreas técnicas ya existentes.

Dentro de estas áreas, el equipo debería estar identificado por un funcionario
con poder de decisión y hasta tres funcionarios de distintas áreas con respon-
sabilidades asignadas, un representante de prensa de la entidad de gobierno,
y uno o dos empleados para atender al público.

• Fijación de un cronograma de trabajo

Este mecanismo es sumamente importante para que las etapas del proceso se
cumplan sin contratiempos y pueda ser respetado el procedimiento. Además,
le permite a las OSC monitorear por etapas el cumplimiento del acuerdo se-
gún los parámetros preestablecidos.
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I. Audiencia pública

La audiencia pública es una instancia en el proceso de toma de decisión
en la cual el responsable de esa determinación habilita un espacio para
que todos los ciudadanos, sean partes directamente afectadas o no, ex-

presen sus opiniones y puntos de vista sobre el ojeto de la decisión.

En los procesos de compra pública, la Audiencia Pública puede ser utilizada
en diferentes momentos:
• Para la detección de la necesidad y el objeto a comprar o construir.
• Para la elaboración y confección de los pliegos que rigen el proceso de se-

lección.
• Para el control de resultados del contrato una vez finalizado.

Las opiniones vertidas en la AP son de carácter consultivo y no vinculante
(no obligatorias para las autoridades). La autoridad responsable debe luego
fundar su decisión final, teniendo en cuenta la evaluación de las opiniones re-
cogidas. Esto quiere decir que debe dejar de manifiesto el tratamiento otor-
gado a cada intervención.

Por otro lado, en muchas oportunidades existen temores por parte de funcio-
narios públicos y OSC respecto de las audiencias públicas. Estos temores no
son caprichosos ni carentes de fundamento: experiencias negativas han lleva-
do a algunos funcionarios a percibir a la AP de una manera errónea y total-
mente alejada de su razón de ser.

Para eliminar ese temor en necesario comprender lo siguiente:

Una AP NO es • Una asamblea donde se votan opciones
En caso de que esto fuera cierto, el temor estaría total-
mente fundado: si se votan opciones –podría razonar la
autoridad convocante– los partidos de oposición colma-
rán el espacio de la audiencia con operadores y referen-
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tes políticos. De este modo, votarán en contra y la auto-
ridad perdería el control de la licitación. Para tranquili-
dad de los convocantes y de los asistentes a la audiencia,
esto no es así; el mayor número de partidarios de una
idea no le da a ésta más fuerza. En la AP no se vota por
una opción: se presentan ideas no vinculantes que sirvan
de aporte a la decisión posterior.

• Un espacio para legitimar decisiones preestablecidas
El rol de las OSC como monitoreadoras del proceso es
un reaseguro de que se cumplirán todas las reglas que
garantizan la máxima participación de los distintos acto-
res y, fundamentalmente, que se exigirá a la Administra-
ción Pública la emisión de un informe final. De este
modo, se evitan manipulaciones por parte de los convo-
cantes, tan temidas por los ciudadanos y que los lleva a
padecer una especie de síndrome antiaudiencia pública:
participan una vez y nunca más, ya que están frustrados
por haber perdido tiempo, dinero y energía.

La obligación de las autoridades convocantes de presentar un informe final
que fundamente la decisión de aceptar o rechazar las sugerencias acercadas
durante la Audiencia implica que el informe final muestra la obligación de
rendir cuentas por los aportes (opiniones, ideas, sugerencias) formulados
por los participantes. Es allí donde la Administración expone su análisis y sus
argumentos finales.

Se debe tener en claro que cuando se propone llevar adelante una AP, surgi-
rán resistencias, comentarios negativos y escepticismo tanto de los funciona-
rios como de la sociedad civil.

En general, las situaciones de este tipo se dan por desconocimiento. Por eso,
es sumamente importante echar luz sobre todas las cuestiones que puedan
presentarse.
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RReessppuueessttaa

Una AP no puede ser realizarse sin voluntad política. Por
eso, si nos encontramos con un funcionario que dice “no”
a todo y extiende esta postura a la propuesta, lo mejor se-
rá no insistir y esperar otra oportunidad. Tal vez la herra-
mienta no sirva desde su visión en ese caso concreto, y no
habrá argumento que lo haga cambiar de opinión. En cuan-
to a la sociedad civil, si se garantiza la transparencia del
proceso mediante el monitoreo de las OSC, se publicita el
reglamento y se abre la puerta de la información en el ex-
pediente, se estará neutralizando buena parte de la inicial
resistencia

Toda vez que se desee consultar la opinión de los ciudada-
nos (más allá de los casos en que exista obligación legal),
la AP es una buena herramienta. Ofrece varias ventajas: en
cuestión de horas puede tenerse un panorama de lo que
piensa un número determinado de ciudadanos, cuya opi-
nión se basa en cierta información previa, y, además, pue-
de sumarse la opinión de un grupo de expertos. Todo ello,
de manera transparente, pública, abierta y en igualdad de
condiciones. Si se busca conocer opiniones, la AP es una
herramienta de participación ciudadana apropiada.

El objetivo de la convocatoria a la AP debe ser lo suficien-
temente claro y acotado como para no desviarse de la te-
mática acerca de la cual se desea consultar. Se supone que
la autoridad consultará sobre un tema de interés para sí y
para la ciudadanía, de modo que no debe existir temor de
que la convocatoria resulte en su contra. Si se desea cono-
cer verdaderamente la opinión de los ciudadanos para to-
mar decisiones razonadas y fundamentadas, no tiene por

EExxccuussaa

11.. LLaass AAPP nnoo ssiirrvveenn ppaarraa nnaaddaa
Este comentario puede provenir tanto
desde los funcionarios como de la so-
ciedad civil. Unos y otros tienen prejui-
cios entre sí y trasladan a la herramien-
ta de la AP (que es un elemento objeti-
vo) cuestiones subjetivas. Los funciona-
rios pueden considerar que con las au-
diencias se pierde el tiempo y la socie-
dad civil puede verlas como un procedi-
miento “arreglado” a los fines del que
convoca.

22.. ¿¿SSeerráá aapprrooppiiaaddaa uunnaa AAPP ppaarraa eessttaa ttee --
mmááttiiccaa??
A menudo, el desconocimiento acerca
de las herramientas para consultar a los
ciudadanos lleva a reducir el número de
posibilidades de acción. No pocas veces
los funcionarios afirman que sus orga-
nismos son participativos porque dis-
ponen de libros de quejas y realizan en-
cuestas de satisfacción. Muchas veces,
la única idea que aparece cuando se ne-
cesita conocer opiniones es: “encues-
tas”; con menos asiduidad, “grupos fo-
cales” o “entrevistas en profundidad”.
En el imaginario colectivo, tanto de la
Administración Pública como de la so-
ciedad civil, la audiencia pública sigue
asociada a las convocadas por los entes
reguladores de servicios públicos, co-
mo si éstas fueran las únicas posibles.

33.. ¿¿NNoo tteerrmmiinnaarráá ssiieennddoo ppeerrjjuuddiicciiaall ppaa --
rraa llooss qquuee ccoonnvvooccaann??
Siempre existe el temor de que la parti-
cipación sea perjudicial, porque pueden
presentarse una serie de cuestiona-
mientos que las autoridades no están
dispuestas a tratar públicamente o en
determinados momentos.
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44.. LLaa AAPP eess iinnmmaanneejjaabbllee
La visión de una masa de ciudadanos in-
disciplinados que no escuchan razones
y que causan desorden suele atemori-
zar algunas veces a los funcionarios.

55.. EEnn llaass AAPP eessttáá ttooddoo aarrrreeggllaaddoo
Estos comentarios suelen escucharse
desde la sociedad civil: “¿Para qué va-
mos a participar si ya está todo arregla-
do?”, “Convocan de manera tal que el
ciudadano no se entere”, “Deciden quié-
nes van a hablar”, “Escuchan lo que
quieren oír” y “Terminan haciendo lo
que quieren”.

qué ser perjudicial. Además, las intervenciones de los
ciudadanos no son vinculantes (obligatorias para la
administración). La AP produce información: hacia afuera,
para los ciudadanos; hacia adentro, para la autoridad con-
vocante, que se encuentra con las opiniones de todos
aquellos que decidieron participar.

En realidad, únicamente si no existiera un reglamento o no
se siguiera el procedimiento podría presentarse este esce-
nario. Existe un plus en el procedimiento, que no suele con-
siderarse, y que produce a veces un especial estado de áni-
mo en quienes asisten a la AP: pararse cara a cara frente a
las autoridades en un espacio ordenado, abierto e institu-
cionalizado es una experiencia poco habitual y predispo-
ne a la escucha atenta para obtener información de la ma-
teria que se está tratando.
En numerosas ocasiones, participantes con una ganada fa-
ma de problemáticos utilizan gran parte de su tiempo de
exposición en agradecer a las autoridades la oportunidad
de expresarse. Para la mayor parte de la población no se-
rán muchas las ocasiones en que podrá plantarse delante
de sus autoridades y vecinos para expresar su opinión so-
bre cuestiones de incidencia colectiva, de modo que, el ri-
to de la AP y la carga emotiva de saber que su opinión pue-
de contribuir a mejorar la calidad de vida de la ciudadanía
actúan como frenos a los escándalos y promueven el res-
peto y la argumentación.

Para que una AP funcione deben participar sus dos actores
principales: la autoridad que convoca y el ciudadano que par-
ticipa. Si la sociedad civil no forma parte del proceso, no pue-
de acusarse a la autoridad de obrar a escondidas. En este sen-
tido, el rol de las OSC es fundamental en estos procesos: al
ayudar a difundir la convocatoria se asegura una mayor par-
ticipación y, principalmente, difundir el objeto de la AP.
Un comentario que suelen hacer las OSC es que llamar a par-
ticipar de las AP es un deber de la Administración y que la
sociedad civil no asumirá funciones que no le corresponden.
Más allá de las responsabilidades de la autoridad que con-
voca, el interés en juego es público y participar es una for-
ma de defender los derechos ciudadanos: el beneficio es de
todos y, por eso, circular información acerca de convocato-
rias a audiencias públicas es vital para la sociedad civil.
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Las cinco excusas clásicas y sus antídotos
Principales actores

• Autoridad convocante

Es la máxima autoridad política del organismo con competencia para convo-
car la AP. Por lo general son los intendentes del municipio o los ministros
(provinciales o nacionales), quienes además luego aprueban los pliegos y ad-
judican las contrataciones.

• Presidente de la audiencia pública

El Presidente de la AP será el responsable de instrumentar –es decir, coordi-
nar y dirigir– la etapa preliminar y la audiencia. Su actuación deberá garan-
tizar la libre participación de las partes de manera imparcial. Deberá promo-
ver el debate participativo, ordenado y respetuoso.

Además, es el responsable de registrar a las partes interesadas en participar, in-
corporar la documentación que presenten, llevar el expediente de la audien-
cia e informar a la autoridad convocante sobre el resultado de esta etapa me-
diante el informe respectivo y la confección del orden del día. Luego deberá
fijar plazos y medios por los cuales se registre la audiencia.

El presidente pondrá a disposición de los participantes, veinticuatro (24) ho-
ras antes de la realización de la audiencia, el orden del día que incluirá lo si-
guiente:

AAccttoorreess eenn llaa  AAPP 3 Autoridad convocante

3 Presidente de la audiencia pública

3 Moderador

3 Panel de expertos

3 Participantes

3 Prensa

3 OSC (como observadores externos)
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3 Nómina de los participantes registrados.
3 Una breve descripción de la documentación, los informes, las propuestas o

los estudios presentados por las partes.
3 Tiempo de duración de las exposiciones, que será igual para todos los par-

ticipantes.
3 Designación de la autoridad que presidirá la audiencia y de los responsa-

bles de la coordinación general.

Podrá, por cuestiones de organización, ordenar las presentaciones documenta-
les a fin de obtener un mejor despliegue de la información. Deberá establecer
el orden de intervención de las partes, guiándose por el orden de inscripción en
el registro o aquel que estime más conveniente para el desarrollo de las presen-
taciones en la audiencia. En el orden del día, deberá ofrecer una propuesta de
orden y duración de las intervenciones, que será comunicada a las partes antes
de la realización de la AP. Podrá admitirse excepcionalmente y por motivos fun-
dados la presentación de documentación que no haya sido presentada en la eta-
pa preliminar. Ésta deberá ser registrada y formará parte del expediente.
Finalizadas las intervenciones, el presidente dará por terminada la AP e infor-
mará sobre el plazo en el cual emitirá la resolución correspondiente al objeto
de la audiencia. Este plazo no debería superar los treinta (30) días. Una vez
finalizada la AP, labrará un acta que incluirá la versión taquigráfica que eleva-
rá a la autoridad convocante.

• Moderador

Otorga la palabra a los distintos actores, velando porque se respeten los tiem-
pos y el orden estipulado. Durante las presentaciones de las partes, ocasion-
almente el moderador de la AP podrá formular las preguntas que considere
necesarias para esclarecer las posiciones. También podrá recibir durante la au-
diencia preguntas por escrito del público, las cuales serán parte del registro de
actuaciones.

Finalizadas las presentaciones, el moderador podrá ofrecer, si lo estima con-
veniente, que las partes realicen una breve intervención para aclarar su posi-
ción o contestar alguna de las presentaciones. Se respetará el criterio equita-
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tivo en estas intervenciones y se seguirá el orden de presentación.

• Panel de expertos

La autoridad convocante podrá requerir el asesoramiento oral o escrito de ex-
pertos técnicos y legales, internos o externos, públicos o privados, para que
opinen sobre la cuestión objeto de la AP. Éstos podrán hacer presentaciones
orales y, en la medida de lo posible, presentaciones previamente escritas.

• Participantes

Las partes interesadas en intervenir en la AP deberán notificar su participa-
ción hasta setenta y dos (72) horas antes de su inicio. A tal efecto, se debe ha-
bilitar un registro de participantes en la oficina responsable.

En el registro se consignarán los datos que permitan identificar a las partes,
la personería invocada, la condición de participación (oferente, técnico, peri-
to, etc.) y una breve descripción de la documentación presentada.

Los participantes de la AP podrán presentar, previamente a su realización, los
informes, propuestas, pruebas y estudios que consideren necesarios para
acompañar su intervención. La documentación presentada será ingresada en
el momento en que se registren los participantes y podrá ser de consulta pú-
blica antes y después de la AP.

Todos los ciudadanos pueden participar de una audiencia pública

Entre los potenciales participantes se incluyen:
3 Ciudadanos en general, afectados o no directamente por el objeto de la

contratación.
3 Todas las empresas interesadas en prestar el servicio objeto de la licitación,

sean nacionales o extranjeras.
3 Los organismos públicos que tengan un interés en esta cuestión.
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3 Universidades, centros de investigación, unidades académicas y demás en-
tidades que tengan conocimientos técnicos sobre esta cuestión.

3 Los legisladores provinciales y nacionales.
3 Los organismos de control de la Administración Pública.
3 Los miembros del Poder Judicial.
3 Expertos nacionales o extranjeros, peritos y técnicos, voluntariamente o in-

vitados a instancias de la autoridad que convoca la AP.
3 Entidades sindicales.
3 Organizaciones de la sociedad civil.
3 Colegios profesionales.
3 El Defensor del Pueblo.

• Prensa

Más allá de la relación que el municipio tenga con la prensa, es sumamente
importante que la OSC interviniente tenga su propio contacto con los me-
dios de comunicación. En el caso de la AP, es necesario enviar lo siguiente:
3 Una gacetilla de prensa diez (10) días antes de la audiencia para que se di-

funda la convocatoria. 
3 Una gacetilla el día inmediatamente anterior a la audiencia para asegurar

la concurrencia de los medios. 
3 Una gacetilla posterior, donde se narre el desarrollo de la audiencia pública.

Los medios son aliados estratégicos en el proceso de transparentar la gestión
de la Administración y es importante que ellos vean las gacetillas como insu-
mos. Todos los medios son importantes: los nacionales, los provinciales y los
municipales, oficiales y alternativos; no hay medios pequeños en este caso. La
función de los periódicos zonales y las radios barriales es importante en este
punto. Su cercanía con los actores y con los hechos les da un conocimiento
sobre aspectos puntuales que medios más poderosos y de mayor renombre
pueden pasar por alto.

• OSC (como observadores externos)

Las organizaciones de la sociedad civil desempeñan un rol sumamente impor-
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tante dentro del procedimiento de la AP. Entre sus actividades más importan-
tes se destacan las siguientes:
3 Monitorear externamente todo el proceso de preparación, ejecución y eva-

luación de la AP.
3 Seleccionar y convocar a especialistas nacionales e internacionales para exa-

minar los pliegos licitatorios.
3 Capacitar a organismos que no tienen conocimiento del método de la AP

ni del marco regulatorio para su aplicación.
3 Realizar una evaluación final, que tenga en cuenta la transparencia del pro-

cedimiento y no el contenido del pliego o de la resolución. Ésta será lue-
go entregada al organismo, a los oferentes, a la prensa y a los ciudadanos
interesados.

Para realizar estas tareas, deben llevarse a cabo una serie de actividades:

• Identificación del equipo operativo y responsabilidades de los integrantes

Es importante proceder a la identificación de cada uno de los miembros del
equipo de trabajo que implementará el programa en el interior de la OSC. Sue-
len ser errores comunes, por ejemplo, considerar que todos los miembros de la
OSC participan del programa, que cualquiera de ellos puede realizar las tareas
de forma indistinta o que cualquiera puede reemplazar a los demás en reunio-
nes y entrevistas. La importancia de identificar tareas y responsables contribu-
ye a eliminar la incertidumbre en el proceso, que es de por sí complejo.

AAccttiivviiddaaddeess qquuee ddeebbeenn
ddeessaarrrrooll llaarr llaass OOSSCC ppaarraa

lllleevvaarr aaddeellaannttee llaa
aauuddiieenncciiaa  ppúúbblliiccaa

3 Identificación del equipo operativo y

responsabilidades de los integrantes.

3 Diseño de un plan de trabajo con los

miembros del equipo.

3 Establecimiento de contacto con los

miembros del equipo operativo, cuyo

producto será el cronograma de

actividades por cumplir durante el

proceso de la AP.
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Difícilmente se pueda contribuir a la transparencia y el orden de la Adminis-
tración si no se tienen en claro algunos puntos en torno a la propia OSC. A
los funcionarios públicos y organismos locales suelen atribuírseles algunos vi-
cios y defectos que se repiten hacia dentro de las propias OSC:
3 Falta de profesionalismo
3 Falta de identificación de áreas de trabajo
3 Falta de interlocutores válidos
3 Ruidos en la comunicación
3 Inexistencia de una agenda

Es importante definir ciertas pautas para no caer en estos errores.
3 ¿Quiénes integran el equipo de trabajo?
3 ¿Quién es el responsable de cada área de trabajo?
3 ¿Quién es el coordinador del proyecto?
3 ¿Tienen en claro todos los integrantes del grupo cuáles son las tareas del

coordinador del proyecto?
3 ¿Cuáles son las funciones del asistente del proyecto?
3 ¿Cuál es la agenda de trabajo del proyecto?
3 ¿La agenda del proyecto es conocida por todos los integrantes del equipo?
3 ¿Cómo se comunican las decisiones a los miembros del equipo?

Resulta útil diseñar un cuadro con personas y responsabilidades para que to-
dos los miembros del equipo puedan verlo al ingresar en el lugar de trabajo.
También es útil que todos sepan dónde ubicar a sus compañeros (teléfono,
celular, correo electrónico) en caso de que se necesite confirmar algún dato o
intercambiar información.

Respecto de los colaboradores voluntarios, lo importante es recalcar que se
necesitan resultados y no cumplimiento de horarios. Esto requiere una gran
disciplina por parte de los voluntarios y una importante organización de la
OSC, que puede verse desbordada por las tareas al no contar con sus volun-
tarios cuando los necesita. El consejo es reforzar la circulación de la informa-
ción, tener en cuenta qué tipo de actividad se asigna al voluntario y cómo
puede ser reemplazado en caso de ausencia.
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• Diseño de un plan de trabajo con los miembros del equipo

A partir de la reunión mencionada en el apartado anterior, cada miembro del
equipo de trabajo de la OSC comenzará a desarrollar sus tareas específicas,
reportando en cada caso a la coordinación y contando con el apoyo del asis-
tente del programa.

3 Las tareas pueden ordenar las acciones importantes de plan de trabajo, de
la siguiente manera:

3 La persona encargada de la capacitación en las herramientas deberá dise-
ñar los talleres con la adaptación al grupo que corresponda.

3 Los encargados de realizar el diagnóstico y la evaluación comenzarán a re-
cabar información para sus análisis. 

3 El encargado de las relaciones institucionales se encargará de concertar las
reuniones y entrevistas con los funcionarios de la entidad con la que se es-
tá trabajando.

Las actividades deben seguir un cronograma pactado que deberá ser conoci-
do por todos los integrantes del grupo. Quien cumpla las funciones de asis-
tente deberá recabar periódicamente entre los responsables información para
acercar a la coordinación del programa.

Establecimiento de contacto con los miembros del equipo 
operativo, cuyo producto será el cronograma de actividades 

por cumplir durante el proceso de la AP

La capacitación a todos los involucrados en el proceso de la AP es fundamen-
tal para asegurar el éxito de la aplicación de la herramienta y de la interven-
ción de la OSC. Además, durante la capacitación puede tomarse la misma
audiencia que se convocará como ejemplo sobre el cual trabajar, de modo que
el producto del taller será el cronograma real sobre el que se va a trabajar.
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Condiciones generales de la audiencia pública

Etapas y actividades de una audiencia pública

La AP es una herramienta de consulta cuyo proceso se encuentra reglamen-
tado a fin de alcanzar los resultados buscados. En los casos de AP previstas
normativamente, se sigue el procedimiento administrativo y se rige por los
principios del debido proceso, publicidad, oralidad, participación e instruc-
ción.

Existen tres etapas bien marcadas en una AP:
3 Etapa previa a la AP
3 Etapa durante la AP
3 Etapa posterior a la AP

Deberá tener lugar en un espacio público y neutral: centro
de conferencias, teatro, centro cultural y otros.

Deberá ser registrada mediante grabaciones de audio, vi-
deo y versiones taquigráficas, que serán puestos a dispo-
sición de las partes.

La difusión de la AP debe realizarse a través de medios ma-
sivos de comunicación con una anticipación de, al menos,
catorce días corridos. Se informará sobre el objetivo gene-
ral, el lugar y la fecha de realización, los plazos para las ins-
cripciones y presentaciones previas, el carácter abierto de
la invitación y la forma en que los interesados pueden ac-
ceder al presente reglamento general.

Podrá acceder a la AP el público en general, los medios de
comunicación y todas las personas u organizaciones que
tengan un interés general en el tema que es objeto de la
convocatoria.

Todas las partes podrán participar por sí mismas o median-
te representación debidamente acreditada.

Lugar

Registro 

Comunicación y difusión

Acceso

Participación
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Etapa previa a la audiencia pública

La etapa previa a la AP se desarrolla desde la decisión política de convocar a
la audiencia hasta el cierre de la inscripción y la publicación del orden del día.
El siguiente esquema grafica cada una de las acciones necesarias para su de-
sarrollo, seguido de una breve descripción de cada ítem mencionado.

• Convocatoria

La convocatoria a las audiencias debe publicarse con una antelación de por
lo menos catorce (14) días corridos para posibilitar la realización de los actos
propios de la etapa preparatoria. Esta convocatoria debe realizarse de modo
que se asegure la mayor circulación posible; según el tipo de convocatoria, la
publicación debe ejecutarse en periódicos de circulación nacional y local.
También podrá publicarse en el lugar donde los hechos hayan sucedido o es-
tén destinados a tener sus efectos. (Véase Anexo I).

En la publicación de la convocatoria se indicará lo siguiente:
3 Una breve explicación del objeto de la contratación.
3 La indicación precisa del lugar donde se podrá obtener vista y copias de las

presentaciones y demás documentación pertinente.
3 El plazo para la presentación de las partes, sus pretensiones, las pruebas y

EEttaappaa pprreevviiaa  aa ll aa AAPP::
AAcccciioonneess

3 Convocatoria

3 Identificación del equipo de la

entidad de gobierno

3 Fijación y comunicación de la

temática de la AP

3 Instalación de la oficina de atención

al público

3 Expediente y material informativo

3 Inscripción

3 Orden del día
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sus copias.
3 Lugar, día y hora en que se celebrará la AP.
3 Una breve explicación del procedimiento.
3 Quién ha sido designado presidente de la AP.

En todos los casos se agregará al expediente de la AP la constancia de las pu-
blicaciones realizadas que deben ser controladas para que no se difunda infor-
mación con errores y a la vez, para hacer un seguimiento de los plazos fijados
para la audiencia.

• Identificación del equipo de la entidad de gobierno

Este equipo no debe ser muy grande: es suficiente con que esté integrado por
entre tres y cinco personas. Se recomienda que el grupo esté integrado por
una persona del área de Prensa y Difusión dada la importancia que tiene la
publicidad de la audiencia. Asimismo, se requiere que los miembros del equi-
po tengan cierto poder de decisión para que las resoluciones que se adopten
en las reuniones puedan implementarse sin necesidad de requerir autorizacio-
nes para cada acción.

• Fijación y comunicación de la temática de la audiencia pública

El tema debe fijarse con precisión y debe ser comunicado en forma concreta
a todos los participantes. Es posible utilizar medios de comunicación, además
de correspondencia u otros medios. La comunicación, que es un tema central
para la convocatoria, debe incluir respuestas a las siguientes preguntas:
3 Quién convoca.
3 A quiénes convoca.
3 Dónde y cuándo es la audiencia.
3 El tema y el objetivo.
3 Una breve descripción del proceso de la audiencia y su duración.
3 Qué pueden hacer los participantes.
3 Cómo pueden hacer si desean enviar su opinión de forma anticipada.
3 La información sobre el proyecto oficial, si la hubiera.
3 Quiénes participarán por parte de la Administración y en carácter de qué.
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3 Cuál será el resultado esperado de la AP.

• Instalación de la oficina de atención al público

La oficina donde se atenderá al público que desee inscribirse para participar
en la audiencia o que simplemente acuda a solicitar información debe reunir
una serie de requisitos.

RReeqquuiissiittooss

El lugar donde se instale la oficina debe ser accesible para las per-
sonas que acudan a ella, en un triple sentido: 
- GGeeooggrrááffiiccaammeennttee:: debe tratarse de un lugar al que se pueda lle-

gar fácilmente con los medios de transporte habituales.
- AAcccceessiibbiilliiddaadd:: debe estar ubicada preferentemente en la plan-

ta baja o contar con facilidades para que las personas con difi-
cultades de desplazamiento puedan acceder al lugar sin con-
tratiempos (deben existir ascensores en buen estado de funcio-
namiento, rampas, etc.).

- SSeeññaalliizzaacciióónn:: su ubicación debe estar claramente señalizada
dentro del edificio, para que quienes asistan lleguen sin efec-
tuar infinitas consultas.

El personal que atienda la oficina debe estar informado acerca del
procedimiento de la AP y contar con información referida a la con-
vocatoria puntual. Para esto se requiere su capacitación por par-
te del equipo de trabajo.

El horario de atención al público debe ser amplio y mantenerse
constante durante todo el período de inscripción: una vez fijado
no puede cambiarse, y en caso de que fuera necesario, habría que
arbitrar los medios para informar el nuevo horario.

Es importante que un técnico o experto en la temática de la con-
vocatoria asista periódicamente a la oficina de inscripción para
evacuar dudas de las personas que lo requieran.

OOffiicciinnaa ddee aatteenncciióónn aall ppúúbblliiccoo

Lugar

Personal

Horario

Asistencia Técnica

• Expediente y material informativo

El expediente referido a la AP está formado por toda la documentación y
el material informativo pertinentes al tema de la convocatoria y debe exhi-
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birse en la oficina de inscripción en doble ejemplar. El doble ejemplar es
importante para que siempre haya uno disponible, incluso cuando se sa-
quen fotocopias.

• Inscripción

Debe realizarse por orden de llegada e incluir nombre, apellido, documento
y carácter en que concurre. Si el ciudadano tiene documentos que aportar, de-
be dejar una copia. La inscripción debe poder realizarse en el lugar, por co-
rreo electrónico, por teléfono y por fax.

• Orden del día

En el orden del día, el presidente deberá ofrecer una propuesta de orden y du-
ración de las intervenciones, la cual será comunicada a las partes antes de la
realización de la AP. El orden del día se pondrá a disposición de los partici-
pantes veinticuatro (24) horas antes de su realización e incluirá lo siguiente:
3 Nómina de los participantes registrados.
3 Una breve descripción de la documentación, los informes, las propuestas o

los estudios presentados por las partes.
3 Tiempo de duración de las exposiciones, el cual será igual para todos los

participantes.
3 Designación de la autoridad que presidirá la audiencia y de los responsa-

bles de la coordinación general.

Etapa durante la audiencia pública

Esta etapa comprende todos los eventos que sucedan durante la celebración
de la AP, así como los inmediatamente anteriores y posteriores relacionados
con ella.
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• Atención al público

Se sugiere que en la entrada del lugar donde se celebra la audiencia haya per-
sonal disponible para informar al público y evacuar dudas. Al mismo tiem-
po, es importante que se encuentre ubicada una Mesa de Informaciones don-
de pueda solicitarse material y llevar registro de todos los participantes. Es
conveniente entregar una hoja con el reglamento y sus puntos importantes.
En caso de que decida realizarse una encuesta autoadministrada, deben po-
der retirarse los formularios y depositarse a la salida en una urna.

• Lugar neutral

En esta etapa cobra una relevancia especial el lugar donde se celebra la au-
diencia. Ése es el escenario donde la autoridad convocante escuchará las opi-
niones de los ciudadanos y de los expertos, y donde el público asistente po-
drá acceder a toda esa información. Es importante que el lugar elegido sea
adecuado a la conveniencia de los intereses públicos que van a tratarse y que
reúna las siguientes características: ser un lugar “neutral”, accesible, con faci-
lidad para el desplazamiento, buena acústica y buena visibilidad.

• Fácil acceso

El lugar debe contar con facilidades para que las personas puedan seguir las
exposiciones sin dificultad; las mesas que ocuparán las autoridades, el mode-
rador y los expertos deben estar dispuestas de tal modo que la visión no esté
dificultada y el público pueda ubicarse con comodidad.

PPaarraa tteenneerr eenn ccuueennttaa
dduurraannttee llaa AAPP:: AAcccciioonneess

3 Atención al público

3 Lugar neutral

3 Fácil acceso

3 Comodidades del lugar

3 Pasos formales
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• Comodidades del lugar
Debe chequearse que todos los elementos estén en orden y en óptimo estado
de funcionamiento para el desarrollo del evento:
3 Mesas de las autoridades, coordinación y expertos. 
3 Luz, micrófonos, retroproyectores, pantallas y demás elementos de audio y

video. 
3 Vasos y botellas de agua. 
3 Papeles, lapiceras. 
3 Cronómetro para controlar los tiempos de exposición, 
3 Listado de participantes, orden del día, listado protocolar de autoridades

presentes para ser leído al comienzo de la audiencia.

La reunión debe comenzar en el horario señalado, con una tolerancia de re-
traso máxima de quince (15) o veinte (20) minutos. El respeto por el regla-
mento es uno de los secretos para el éxito de la AP. Otro de los secretos es no
permitir la intervención de personas que no se hayan inscripto previamente,
para evitar el malestar de aquellos que cumplieron con el formalismo, salvo
que lo autorice con causa fundada el presidente.

• Pasos formales

A la hora del comienzo de la audiencia, los pasos que se siguen son los si-
guientes:
3 El locutor realiza las presentaciones formales de las autoridades y el mode-

rador.
3 La autoridad convocante explica brevemente el objeto de la convocatoria.
3 El locutor da paso al moderador.
3 El moderador describe brevemente el procedimiento.
3 El moderador da inicio a la participación de los ciudadanos.

Algunos de los siguientes elementos son centrales para el éxito de la audien-
cia:
3 El moderador comenzará a llamar por orden de inscripción a los partici-

pantes, quienes tendrán un tiempo acotado de cinco (5) o diez (10) minu-
tos para exponer sus ideas y sugerencias. Esta etapa se regirá por el princi-
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pio de oralidad y en ella los participantes deberán exponer su posición
frente a la cuestión planteada, evitando sustraerse del objeto. Podrá admi-
tirse excepcionalmente y por motivos fundados la presentación de docu-
mentación que no haya sido presentada en la etapa preliminar. Ésta debe-
rá ser registrada y formará parte del expediente.

3 Las presentaciones de los expertos pueden intercalarse entre las presenta-
ciones de los ciudadanos inscriptos, de manera de hacer llevaderas las ex-
posiciones y brindar información a los presentes y las autoridades. Sus in-
tervenciones también deben ser breves.

3 Durante las presentaciones de las partes, el presidente de la audiencia po-
drá formular las preguntas que considere necesarias para esclarecer las po-
siciones. También podrá recibir durante la audiencia preguntas por escrito
del público, las cuales serán parte del registro de actuaciones.

3 Una vez que haya expuesto el último de los participantes, el moderador in-
forma a las autoridades que ya han hecho uso de la palabra todos los ins-
criptos; menciona la cantidad de inscriptos y la cantidad de expositores
efectivos y cede la palabra a la autoridad convocante para el cierre.

Etapa posterior a la audiencia pública

La etapa final se inicia tan pronto se produce el cierre de la AP y culmina
con la difusión del informe final que debe ser presentado en un plazo no
mayor de treinta (30) días. Hay que señalar que la autoridad convocante de-
be producir un informe que contemple todas las intervenciones y el trata-
miento dado a cada una de ellas, en relación con la toma de decisión que se
espera de la Administración, para lo cual se convocó a la AP. A su vez, la
OSC que participa como observadora externa puede elaborar su propio in-
forme de cierre.

• Encuesta

Si fuera posible, se deberá relevar al finalizar el proceso la opinión de los par-
ticipantes a través de una breve encuesta, que puede ser desarrollada por el
Estado o por la OSC que monitorea el proceso. Esta información también es
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de utilidad para evaluar la posibilidad de utilizar este mecanismo en el futu-
ro y corregir defectos.

II. Pacto de Integridad

El Pacto de Integridad (PI) es una herramienta de Transparencia Internacio-
nal, destinada a lograr un cambio cultural y gradual en las compras públicas.
Genera un contexto de transparencia entre los proveedores y el Estado para
evitar el pago de sobornos entre el Estado y el sector privado.

El PI es un acuerdo voluntario entre el Estado, que ofrece al merca-
do la oportunidad de provisión de un bien o servicio, y las empre-
sas que participan de la compra. La Administración asegura trans-
parencia en el diseño de las bases para la compra, el proceso de ad-
judicación y la ejecución del contrato. También se compromete a
que ningún funcionario público ni del sector privado exigirá ni re-
cibirá el pago de sobornos. En este sentido, las empresas oferentes,
por su lado, se comprometen a no ofrecer sobornos y a denunciar a

todos aquellos de los que tuvieron conocimiento.

A través de esta estrategia, el PI establece nuevas reglas de juego en forma si-
multánea y consensual entre el Estado y los oferentes con el objetivo de mo-
dificar los incentivos y las oportunidades para el pago de sobornos en una
contratación pública.

En términos legales, el PI no es otra cosa que un compromiso de invocar y
respetar las leyes existentes en el país. Sin embargo, en términos más operati-
vos, este modelo ayuda a modificar gradualmente el complejo esquema de in-
tereses políticos y económicos de las compras públicas en sociedades donde
la corrupción es un fenómeno estructural. (ver anexo II)

Beneficios del PI:
3 Aumenta la transparencia en relación con el proceso licitatorio generando

* Para los casos en que procede la contratación directa, ver Glosario.
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credibilidad frente a la opinión pública.
3 Genera confianza y establece reglas de juego claras entre la sociedad, el Es-

tado y las empresas.
3 Ayuda a reducir el nivel de discrecionalidad entre los funcionarios públi-

cos que toman decisiones clave relacionadas con la evaluación de las ofer-
tas y la adjudicación del contrato.

3 Genera un mercado transparente con nuevas posibilidades para todo el
sector privado.

3 Para su aplicación no es necesario crear burocracia ni modificar leyes.

Un PI requiere compromisos explícitos por parte de todos los 
actores implicados: el Estado y las empresas.

¿Cuáles son las obligaciones que debe desempeñar el Estado para concretar
un Pacto de Integridad?

OObblliiggaacciioonneess ddeell EEssttaaddoo
ppaarraa ccoonnccrreettaarr uunn PPII

3 Establecer que el PI sea un requisito que
deban cumplir las empresas para partici-
par en la contratación pública.

3 Instruir a los funcionarios que interven-
drán en cualquiera de las etapas de la con-
tratación sobre los alcances del acuerdo y
las consecuencias de su incumplimiento.

3 Redactar las condiciones del acuerdo bajo
los términos de un contrato de adhesión.

3 Designar a un funcionario responsable del
seguimiento del acuerdo y de registrar los
eventuales incumplimientos.

3 Designar un árbitro imparcial y de incues-
tionable idoneidad.

3 Determinar un proceso breve y ágil por el
cual las partes podrán efectuar denuncias
sobre hechos corruptos de otros oferen-
tes o del propio gobierno.

3 Garantizar a todos los participantes con-
fidencialidad en el caso de una denuncia.

3 Excluir de la contratación a las empresas
que hayan violado las reglas del acuerdo.
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¿Qué deben realizar las empresas firmantes?

Es importante que el análisis y los compromisos los elabore cada proponente
en el interior de su empresa con todos los involucrados en la preparación de
la propuesta para que la máxima autoridad de la empresa, que es quien sus-
cribe el pacto, cuente con el respaldo de las obligaciones éticas que han ad-
quirido sus empleados con él. En la medida de lo posible, es conveniente que
el oferente desarrolle un código de ética en el interior de su empresa.

Por su parte, las empresas están obligadas a lo siguiente:

El árbitro y las posibles sanciones

Es la identificación, por parte de los firmantes del PI, de un 
“tercero” independiente de la toma de decisiones, que sirva de 

árbitro en el caso de presentarse una queja sobre el comportamien-
to de alguno de los signatarios del pacto y que tenga la responsabi-

lidad de decidir sobre esas acciones y la aplicación de las 
sanciones definidas por anticipado.

OObblliiggaacciioonneess ddee llaass
eemmpprreessaass ppaarraa 
ccoonnccrreettaarr uunn PPII

3 Hacer pública su adhesión al acuerdo.
3 Comprometerse a no ofrecer premios, co-

misiones, reconocimientos o recompen-
sas de ningún tipo ni a los funcionarios ni
a los integrantes de otras empresas que
de algún modo, directo o indirecto, pue-
dan afectar el resultado de la contrata-
ción o su posterior control.

3 Comprometerse a informar al Estado de
cualquier comportamiento violatorio del
acuerdo por parte de la propia empresa o
de sus competidores.

3 Hacer pública la información relacionada
con el contenido de su oferta en lo referi-
do a la licitación.
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Es preciso que la persona o la organización que se seleccione para este fin
cuente con lo siguiente:
3 Procedimientos establecidos y una capacidad operativa para concretar el

arbitraje. 
3 Accesos a elementos probatorios y decidir en equidad sobre la violación de

compromisos de carácter ético, más allá de lo que suceda posteriormente
en el plano de la justicia ordinaria cuando la violación ética tenga asocia-
do un delito penal y/o una irregularidad administrativa. 

3 Una persona o institución no sólo de gran credibilidad para las partes, si-
no del mayor respeto por parte de la sociedad en general. 

En el caso de infracciones o violaciones de lo pactado se espera lo siguiente:

Es conveniente señalar que las sanciones pueden variar en cada caso. De to-
das maneras, es fundamental que éstas estén previamente establecidas.

Importancia de la voluntad política para implementar exitosamente los
Pactos de Integridad

La implementación exitosa de los PI exige una clara y efectiva voluntad po-
lítica de los responsables del gasto público, la cual debe manifestarse en, por
lo menos, tres resultados: 
3 El equipo directivo de la institucion pública responsable de la contratación

comparte la pertinencia y la viabilidad de la aplicacion de esta herramien-
ta, como mecanismo adecuado para fortalecer la transparencia del proceso.

3 La máxima autoridad a cargo de la licitación o el concurso público expre-
sa, ante los interesados, su compromiso ético con la transparencia del pro-
ceso e invita a todos los involucrados a proceder en igual sentido. 

PPoorr ppaarrttee ddee uunn ooffeerreennttee

Es altamente deseable que se incluyan una o algunas de
las siguientes sanciones: negación o cancelación del
contrato, pérdida de la garantía, demandas por daño,
prohibición de hacer otras presentaciones en futuras li-
citaciones.

PPoorr ppaarrttee ddee llooss rreessppoonnssaabblleess ddeell EEssttaaddoo

Se reúnen todos los elementos probato-
rios posibles y se pone a disposición de
las autoridades competentes para san-
cionar.
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3 La entidad suscribe un convenio con el capítulo nacional de Transparencia
Internacional, para formalizar el compromiso institucional con la imple-
mentación del PI.

La relación con el proceso de audiencia pública

Un componente importante para el éxito de los PI es el desarrollo de la dis-
cusión pública de los pliegos para garantizar que las reglas del juego sean
claras, equitativas, viables y transparentes. 

Son varios los mecanismos que se pueden utilizar para esta discusión, como
la AP mencionada en el apartado anterior, ya que esta herramienta es un ele-
mento que, claramente, puede ser visto de manera independiente pero que,
por el valor que agrega al proceso, siempre debe programarse como parte de
la metodología de implementación de todo PI.

III. Discusión participada de las bases y condiciones (DP)

Si bien la Administración Pública es la que debe encargarse de elaborar las ba-
ses y condiciones que reglamentarán todo el proceso de contratación, tiene la
posibilidad de abrir el juego e involucrar a las empresas del sector privado, las
cuales competirán por el contrato.

La discusión participada es una posibilidad que tiene la Adminis-
tración Pública de convocar a todas las empresas del sector que se
está contratando, con el objetivo de conocer sus opiniones y escu-

char recomendaciones para elaborar de manera participada las bases
y condiciones que regirán la contratación.

El rol de la autoridad convocante

Para que la DP tenga sentido, la autoridad convocante debe tomar ciertas
precauciones:
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3 Asegurar la notificación a todas las empresas del sector.
3 Establecer un temario de discusión para lograr orden y que se abarquen to-

dos los temas de interés.
3 Asegurar que todas las empresas cuenten con la misma información.
3 Garantizar que todas las empresas cuenten con las mismas oportunidades

a la hora de participar.
3 Dar tratamiento a todas las observaciones por igual.

El rol de la OSC

Las actividades de la organización que monitoree esta herramienta deben es-
tar orientadas a coordinar la discusión junto con el organismo estatal:
3 Colaborar con la publicación de la DP a fin de promover que todas las em-

presas del sector estén presentes en la discusión.
3 Confeccionar, junto con la autoridad convocante, el temario de discusión,

buscando que no queden marginados temas que puedan llegar a ser im-
portantes en la discusión.

3 Velar porque todos los participantes cuenten con la información oportuna
en tiempo y forma.

3 Actuar de moderador en la discusión. Al ser un tercero independiente, de-
be lograr la participación efectiva de todas las empresas presentes.

Es importante tener en cuenta que las opiniones vertidas en la DP
son de carácter consultivo y no vinculante.

De esta manera, se busca que el sector privado contribuya a generar un espa-
cio abierto, participativo y transparente, y a promover reglas de juego claras
y definidas conjuntamente.

IV. Sistema de declaraciones juradas como control de conflictos de intere-
ses (DDJJ)

En general, la normativa y la bibliografía especializadas en el tema enfocan
los conflictos de intereses entre la función pública y la actividad privada a fin
de evitar que los funcionarios públicos incurran en situaciones donde el in-
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terés general de la función que ejercen pueda verse influido por su interés
propio o el de personas físicas o jurídicas estrechamente vinculadas.

La implementación de las DDJJ tiene como objetivo prevenir todo tipo de
conflicto de interés entre el funcionario público que actúa de jurado o eva-
luador en un proceso de contratación pública y el sector privado.

En este sentido, las DDJJ proponen la publicación de las declaraciones jura-
das por parte de los funcionarios públicos involucrados. Las DDJJ deben es-
tar orientadas a los antecedentes profesionales, de investigación, los cargos en
la actividad pública y privada, etcétera (véase Anexo III). A la vez, deben es-
tar disponibles para todas las empresas del sector privado y, paralelamente,
tiene que habilitarse un canal de fácil acceso para el caso en que deban reali-
zarse impugnaciones.

Las DDJJ son un sistema simple, de fácil implementación. Sólo se
requiere publicar las declaraciones juradas de los funcionarios que
actuarán como jurado o evaluadores de la contratación (por ejem-

plo, en la página Web del organismo contratante) y habilitar un ca-
nal accesible para potenciales impugnaciones.

El rol de la autoridad convocante

Es importante que el organismo que desarrolla el sistema de DDJJ tenga en
cuenta que el éxito de la implementación de la herramienta estará sujeto a
una correcta difusión y un fácil acceso a las DDJJ. Para lograr esto, debe ha-
cer lo siguiente:
3 Designar el lugar donde hará públicas las declaraciones juradas. Se reco-

mienda hacerlas públicas en la página Web del organismo, en un lugar de
la página que pueda ser identificado fácilmente.

3 Publicar el proceso de DDJJ de manera exhaustiva y con suficiente antela-
ción para que los interesados puedan recopilar toda la información perti-
nente.

3 Garantizar una vía simple por la cual las empresas del sector privado pue-
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dan realizar sus observaciones y/o impugnaciones.
3 Procurar un ágil tratamiento de todas las observaciones, sin tener en cuen-

ta si éstas son correctas o no.
3 Publicar un informe sobre el tratamiento dado a todas las observaciones

y/o impugnaciones una vez finalizado el período de publicación de las
DDJJ.

El rol de la OSC

La organización que intervenga en este proceso debe procurar que todos los
aspectos previamente mencionados sean cumplidos por parte del organismo
contratante. Para ello, éstos deben trabajar conjuntamente y con un mismo
objetivo: promover la transparencia de la contratación, previendo cualquier
potencial conflicto de interés. Se recomienda que la OSC haga lo siguiente:
3 Preste asistencia técnica en todo lo relacionado con la publicación de las

declaraciones juradas.
3 Colabore en la difusión del proceso.
3 Elabore y difunda un informe con los distintos aspectos observados a lo

largo del proceso.

Acuerdo sectorial de transparencia (AST)

En forma paralela al programa anteriormente descrito y a través del Área Ac-
ción con Empresarios, Poder Ciudadano se encuentra desarrollando, por pri-
mera vez, el AST, una iniciativa que persigue dos objetivos generales:
3 Por un lado, intenta producir cambios en las condiciones de negocios a

través de compromisos colectivos que asumen los empresarios de un mis-
mo sector, más allá de las intenciones aisladas de algunos de ellos.

3 Por el otro, involucra a los empresarios en cuestiones institucionales aten-
to el papel determinante que tiene el sector en el desarrollo de la sociedad. 

La implementación del AST consta de dos etapas: 
• La firma de la declaración de adhesión de Principios Empresariales para

la Transparencia por parte de las empresas, por el cual éstas se comprome-
ten a lo siguiente:
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3 Intervenir en licitaciones transparentes.
3 Combatir la corrupción en todas sus formas.
3 No realizar contribuciones políticas.
3 Actuar para que las relaciones con los intermediarios de ventas sean

claras, transparentes y leales.
3 Promover la lucha contra la evasión impositiva.

• La aplicación de la declaración suscripta a través de un plan de acción (PA)
que ordena la implementación del instrumento. Las acciones se encuentran
definidas en torno a actividades específicas, plazos y responsables de ejecución.

A continuación se presenta un breve bosquejo de los lineamientos que segui-
rá el PA con vistas a cumplir con lo pautado entre el grupo de empresas. (ver
Anexo IV)

Parte I: Principios

Principio 1: Las empresas se comprometen a elaborar una política de espe-
cificación para la elaboración de pliegos en las licitaciones públicas.
3 Presentar la iniciativa a organismos públicos que regulan ese sector para lo-

grar su adhesión y la adopción de la metodología propuesta por el acuerdo.
3 Trabajar para sentar las bases de un pliego modelo en las licitaciones.
3 Participar en licitaciones públicas con la implementación del “Programa

contrataciones Públicas Transparentes” de Poder Ciudadano.
3 Aplicar la herramienta de veedurías técnicas a través de especialistas en el

tema una vez que se defina la licitación.

Principios 2 y 3: Las empresas se comprometen a combatir la corrupción
en todas sus formas incluyendo las distintas modalidades de soborno. Las
empresas no podrán realizar contribuciones políticas.
3 Desarrollar un programa para contrarrestar el soborno y no efectuar con-

tribuciones políticas en las empresas, que incluya los riesgos potenciales y
ámbitos de operación.

3 Aplicar el programa en las relaciones con todos los actores, en el interior y
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exterior de las empresas. 
3 Incorporar el AST al contrato de trabajo formalizado entre las empresas y

sus empleados.
3 Controlar la aplicación del programa a través de informes de auditoría que

realicen las propias empresas.

Principio 4: Las empresas actuarán para que las relaciones con los interme-
diarios de ventas sean claras transparentes y leales.
3 Incluir los puntos del AST en las relaciones comerciales de las empresas a

través de declaraciones específicas.
3 Establecer un mecanismo de implementación y monitoreo del AST.

Principio 5: Las empresas promoverán la lucha contra la evasión impositiva.
3 Promover la lucha contra la evasión impositiva: incorporar notas de audi-

tores e informar sobre los resultados del control interno en las empresas.
3 Diagnosticar la problemática de la evasión impositiva en el sector a través

de un mapa del mercado. Definir un tema de trabajo.

Parte II: Aspectos operativos
3 Conformación de un grupo promotor del AST conformado por las em-

presas firmantes.
3 Contactar otras empresas del sector para extender el AST.
3 Diseñar e implementar el Comité de Ética, cuyo desempeño se describe

brevemente en los aspectos operativos del acuerdo.
3 Diseñar e implementar un Plan de Comunicación del AST para sensibili-

zar al público interno y externo de la empresa.
3 Establecer canales de reporte del cumplimiento del AST entre las empre-

sas, el Comité de Ética y Poder Ciudadano. Sistematizar la experiencia.
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EXPERIENCIAS DE PODER CIUDADANO

A través de los años, Poder Ciudadano ha intervenido en diversos procesos de
contrataciones públicas en los que ha buscado implementar las herramientas
anteriormente descriptas. A continuación, se presentan una serie de experien-
cias para poder analizar cómo pueden ser aplicadas las herramientas en pro-
cesos concretos.

Prestación de servicios informáticos 
Provincia de Mendoza, 1996

1. Herramienta

Audiencia pública

2. Contexto

Desde 1972, la provincia de Mendoza contrató servicios informáticos a la
misma empresa para las áreas de Rentas, Registro de las Personas y Catastro.
El monto del contrato por año no era muy significativo, pero con el correr de
los años la cifra acumulada se tornó considerable. Este contrato se había re-
novado por diversos mecanismos en distintos momentos. Existían dos de-
nuncias penales presentadas por miembros de la oposición política con mo-
tivo de las renovaciones del contrato. 

Hacia 1996 y ante la necesidad de renovar la contratación de una empresa
que prestara servicios informáticos, el gobernador de la provincia de Mendo-
za se encontraba en la necesidad de diseñar un sistema de contratación que
garantizara que, cualquiera que fuese la empresa contratada para proveer los
servicios, no hubiera objeciones legales o sustanciales respecto de la selección.

La provincia había producido un prepliego del contrato, en el que intervinie-
ron 25 funcionarios de distintas áreas y jerarquías, con el objetivo de evitar una
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situación de colusión entre los propios funcionarios. El problema consistía en
que si el prepliego se había elaborado beneficiando a un proveedor particular,
cualquier intento de garantizar transparencia dentro del proceso sería en vano.

De esta forma, el escenario con el que se enfrentaba la licitación era suma-
mente complejo y se destacaban tres grandes problemas por resolver:
3 Técnico: los funcionarios no conocían cuál era el requerimiento informá-

tico adecuado ni si estaban en condiciones de cambiar un proveedor por
otro sin afectar su capacidad operativa.

3 Político: la relación con la empresa no era la mejor debido a las denuncias
originadas en su contra.

3 De gestión: se necesitaba desarrollar un proceso confiable, que permitiera
elaborar un pliego de bases y condiciones que garantizara igualdad, parti-
cipación y competencia.

3. Audiencia pública

La forma de garantizar a la administración provincial que en poco tiempo po-
día diseñarse un pliego objetivo y libre de sospechas de corrupción fue some-
terlo a una AP, en la que se definiría el contenido del pliego a partir de la in-
formación y las opiniones de todos los interesados.  

El problema que se presentaba era que las definiciones no tenían anteceden-
tes directos. No se conocían otras audiencias públicas que hubieran tenido
como objetivo discutir las condiciones de un pliego de compras y su apertu-
ra a la competencia. Por lo tanto, se trataría de la primera experiencia de es-
te tipo en la provincia de Mendoza.

A mediados de 1996, el gobernador de la provincia de Mendoza había reci-
bido a Peter Eigen, presidente de Transparencia Internacional en ese enton-
ces. Unos meses más tarde, en noviembre, Poder Ciudadano, capítulo argen-
tino de Transparencia Internacional, fue convocado para colaborar, como ob-
servador externo, en el proceso de AP.

El objetivo de la convocatoria fue, por un lado, receptar opiniones y propues-
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tas para la confección del pliego de condiciones generales y particulares del
servicio informático para la Dirección General de Rentas del Gobierno de la
provincia de Mendoza. Por el otro, lograr que dicho pliego se confeccionara
en condiciones de transparencia e igualdad para los potenciales oferentes y
que mejorara la calidad de la decisión que iba a adoptar la Administración.

Entonces, por disposición del gobernador, se designó al responsable del Co-
mité de Información Pública a cargo de la AP preparatoria. Esta parte de la
convocatoria fue fundamental para alcanzar los objetivos de la audiencia. Las
actividades realizadas explican, en buena medida, los resultados positivos que
se dieron en la audiencia. Como primera medida, se incorporó toda la docu-
mentación oficial correspondiente. Se habilitó el registro de participantes con
constancias de inscripción y los estudios, informes, propuestas y opiniones de
los participantes en la audiencia.

Por otro lado, se realizaron comunicaciones públicas a través de medios grá-
ficos y audiovisuales de carácter local y nacional sobre la AP, así como comu-
nicaciones personales a funcionarios públicos y políticos del ámbito local y
nacional.

Durante la AP se puso a disposición del público toda la información conten-
dida en el expediente y se mantuvo un registro del público asistente.

Una vez concluida la audiencia, se habilitó un plazo de 48 horas para realizar
nuevos aportes por escrito al expediente.

El resultado de la audiencia respecto del objetivo planteado fue altamente po-
sitivo. Por un lado, se registró un alto número de inscriptos (48 participantes)
y sólo se registraron unas pocas ausencias durante la audiencia pública. Los ins-
criptos, a su vez, representaban un amplio arco de intereses. Se presentaron em-
presas interesadas en la oferta, peritos independientes, técnicos, académicos, le-
gisladores, sindicalistas y miembros de colegios profesionales, entre otros.

La máxima autoridad estuvo presente durante el desarrollo de la AP. El gober-
nador de la provincia, la ministra de Economía y el director del Comité de In-
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formación Pública estuvieron permanentemente a cargo de la AP, lo cual de-
mostró la importancia que el tema tenía en la agenda de las autoridades.

La audiencia tuvo una numerosa concurrencia y se desarrolló en un contex-
to de orden, en el cual todos los participantes tuvieron el tiempo adecuado
para completar sus presentaciones. Se mantuvo la continuidad de las exposi-
ciones y se realizó un uso muy racional del tiempo por parte de los inscrip-
tos, lo cual permitió concluir la audiencia en el término de 6 horas.

Los participantes mostraron un alto nivel de compromiso con la convocato-
ria y de responsabilidad en la calidad de sus presentaciones. Es necesario te-
ner en cuenta que el proyecto oficial existente fue incorporado a la AP como
una opinión más para tener en cuenta. Esto implica que los participantes de-
bieron realizar presentaciones en términos positivos, sin perjuicio de que va-
rios realizaran observaciones críticas a esa propuesta y otras alternativas posi-
bles. Esto permitió cumplir el objetivo de contar con la mayor cantidad de
opiniones sobre este tema.

Durante toda la AP se cumplió la regla de permitir la consulta permanente
de toda la información que se incorpora al expediente. Nuevamente, los par-
ticipantes expresaron su reconocimiento a este hecho, cualquiera que haya si-
do el carácter o contenido de sus presentaciones.

4. Conclusiones

A través de este proceso, se realizaron propuestas y se elevaron opiniones de
diversas alternativas que permitieron obtener un pliego adecuado a las nece-
sidades técnicas.

Se creó un comité técnico independiente, evaluador de las propuestas, que
participó de la audiencia como observador y mediante informes respectivos
evaluó las distintas propuestas. Este elemento adicional permite una mayor
garantía de igualdad en la evaluación de las propuestas.

En estos términos, se logró elaborar el pliego rector de la contratación respe-
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tando los principios de competencia, igualdad y con la efectiva participación
de la ciudadanía.

Contrato de concesión para la Línea H de subterráneos 
Ciudad de Buenos Aires, 1998

1. Herramienta

Audiencia pública

2. Contexto

La línea H era la primera línea nueva de subterráneos que se construía en la
ciudad en los últimos sesenta años. Ya se habían excavado tres kilómetros y
medio de túnel, que correspondían a las estaciones Caseros, Inclán, Humber-
to I, Venezuela y Once.

A través de la unión del eje Jujuy-Pueyrredón, que comunicaría los barrios de
Pompeya, Parque Patricios, Balvanera, Barrio Norte y Recoleta, se buscaba
fomentar la integración del sur y el norte de la ciudad. Tendría 11 kilómetros
de extensión, a través de 16 estaciones y sería utilizada diariamente por
260.000 personas.

6

En este sentido, se buscó someter a discusión pública, en tres AP, los diferen-
tes aspectos del proceso licitatorio de la construcción de la línea H de subte-
rráneos, una obra que, según se estimó, demandaría una inversión de 1.200
millones de dólares y las condiciones de traspaso del control del servicio con-
cesionado de subterráneos de la Nación a la ciudad de Buenos Aires.

6 La traza completa de la línea H uniría de esta manera Puente Uriburu con Retiro por debajo de las avenidas
del Libertador, Pueyrredón, Jujuy y Sáenz. Su construcción se dividiría en cuatro sectores: Sector A: Puente
Uriburu-Parque Patricios; Sector B: Parque Patricios- Once; Sector C. Once-Facultad de Derecho; Sector D:
Facultad de Derecho-Retiro.
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De esta manera, a mediados de 1998, las autoridades de la ciudad de Buenos
Aires suscribieron un acuerdo con Poder Ciudadano tomando en considera-
ción la necesidad de establecer mecanismos de transparencia de gestión téc-
nico-administrativa y coincidiendo en el objetivo de fortalecer el sistema de-
mocrático a través de la participación ciudadana, en lo concerniente al mejo-
ramiento de la administración del Estado.

La fuente de financiamiento de la obra, que se estimaba en un total de 1.200
millones de pesos, provino de los recursos que generaba la ley de Fondos pa-
ra la Ampliación de la red de Subterráneos, por la cual se recaudaban anual-
mente cerca de 75 millones de pesos.

Esta iniciativa se enmarcó en el Plan General de Expansión de la Red de Sub-
terráneos llevado adelante por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, a
través del cual la red se duplicaría en diez años y llevaría el subte a los barrios
de manera tal que dos de cada tres porteños vivirían a menos de 5 cuadras
de una estación de subte.

En definitiva, el que resultara adjudicatario debería realizar el proyecto cons-
tructivo sobre la base del anteproyecto, encargarse de la instalación y puesta
en marcha de dos obradores y de los trabajos de desvío y reubicación de in-
terferencias, además de la construcción correspondiente al Sector C.

Una de las formas de asegurar una participación representativa de todas las
partes afectadas por la inversión era mediante la organización de audiencias
públicas, donde se pudiera realizar lo siguiente:
3 Llevar a cabo una evaluación pública y rigurosa del impacto de la inver-

sión antes de comprometerla. 
3 Promover transparencia e igualdad en los procesos que condujeran a una

decisión final.
3 Asegurar la aplicación de criterios apropiados y objetivos.
3 Armonizar intereses a priori contrapuestos, como los económicos con los

sociales y ambientales.
3 Comprometer a los funcionarios a tomar en cuenta todas las propuestas e

intervenciones desarrolladas en la Audiencia.
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3 Generar confianza sobre la audiencia pública como metodología útil y re-
plicable en otras contrataciones públicas.

3. Las audiencias públicas

Se llevaron adelante tres AP en el período octubre 1998-abril 1999. En la pri-
mera reunión, que se llevó a cabo en octubre de 1998 y fue presidida por el
Jefe de Gobierno porteño, participaron 450 personas y se escucharon más de
70 opiniones referentes al pliego y al rumbo de las líneas H. Asimismo, Po-
der Ciudadano introdujo la posibilidad de implementar un PI como herra-
mienta suplementaria. 

En la segunda audiencia, celebrada en diciembre del mismo año, el gobierno
presentó su oposición frente a la propuesta de Poder Ciudadano de incorpo-
rar un PI argumentando que no podía firmarse el pacto sin legislación previa
correspondiente. Sin embargo, propuso llevar adelante un borrador. Se adap-
tó un borrador de PI al contexto legal de Buenos Aires y se acordó que la úl-
tima decisión estaría en manos del sector privado. Finalmente, el Pacto de In-
tegridad no fue firmado.

En la tercera audiencia, se invitó a los oferentes a participar en la firma de
un PI que posteriormente se envió a la Legislatura para ser incluido como
requerimiento en todos los procesos de licitación pública.

En todas las audiencias se cumplió fehacientemente con los principios jurí-
dicos que hacen a ese procedimiento: publicidad y participación. El respeto
por esos principios posibilitó la defensa natural del interés colectivo. Asimis-
mo, se permitió que variados sectores sociales, a los que les son en parte inac-
cesibles tanto los mecanismos técnicos como los políticos, pudieran partici-
par en la vida pública, pero no en forma abstracta sino de manera concreta.

Las intervenciones de las AP permitieron que los documentos de licitación
fueran mejorados. Como no se registró un estudio de factibilidad para la in-
versión, se insistió en que se contratara una firma para realizarlo. 
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A través de las modificaciones hechas a los documentos de la licitación, se lo-
gró realizar un proceso más competitivo debido a la concurrencia de un nú-
mero mayor de empresas.
Como consecuencia de las herramientas implementadas, se logró que se tu-
vieran en cuenta los aportes de los participantes y la decisión final tomada
por la Administración Pública tuvo un alto consenso, a partir de la discusión
pública de las bases del contrato de concesión.

Además, se logró una mayor sensibilidad y calidad de respuesta en las auto-
ridades públicas frente a las preocupaciones expresadas por la ciudadanía.

4. Conclusiones

La participación de Poder Ciudadano y la aplicación de herramientas surgieron
cuando el proceso de licitación se encontraba algo avanzado; ello impidió que
la posible participación de compañías extranjeras en la licitación fuera conside-
rada y que el trabajo aportado desde Poder Ciudadano debiera realizarse sobre
la base de parámetros ya establecidos, acotando el margen de actuación. 

Junto a este inconveniente, se presentó un fuerte rechazo por parte de las em-
presas y una falta de decisión por parte del Estado en lo que a la firma del PI
respecta. A lo largo de las AP se debió insistir en la importancia de tal proce-
dimiento como compromiso entre el Estado y las empresas participantes. 

La selección de una inversión pública de semejante tamaño, con largos perío-
dos de ejecución y cuyo financiamiento no fue asegurado, no es el escenario
más apropiado para la aplicación de las herramientas propuestas por Poder
Ciudadano debido a estas razones:
3 Dificulta el futuro seguimiento y monitoreo del impacto que tuvieron esas

herramientas.
3 Por la inestabilidad del contexto macroeconómico, la inversión se ha dividi-

do en múltiples y pequeñas etapas que dificultan aún más su seguimiento.

Por todos estos factores, resulta imprescindible la participación desde el co-
mienzo del proceso de licitación.
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De todas maneras, es de suma importancia destacar que gracias a la posibili-
dad que brinda la AP de escuchar las diferentes las opiniones que aportan los
distintos sectores de la ciudadanía se logró modificar la dirección preestable-
cida (norte-sur) por la contraria; entre otras cosas, porque el sur se encontra-
ba más desfavorecido en cuanto a los servicios de transporte.

Construcción del puente De La Serna
Municipio de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires, 1999

1. Herramienta

Audiencia pública

2. Contexto

En el origen del nuevo proyecto del puente De la Serna, localizado en el Mu-
nicipio de Avellaneda y financiado por el Banco Mundial, se encontraba un
conflicto suscitado por la construcción del puente entre dos vecindarios.

El conflicto se registró entre dos vecindarios; por un lado, los habitantes de
Villa Modelo, un barrio de bajos ingresos que reclamaba la construcción del
puente, el cual había sido prometido por las autoridades municipales con o
sin financiamiento del Banco Mundial. Para ellos, los beneficios de la cons-
trucción del puente eran considerables; en particular, por la mayor accesibi-
lidad que ganaría su vecindario hacia la ciudad de Buenos Aires. Por el otro
lado, los residentes del barrio Parque De la Serna, pequeño, bien organizado,
informado y con mayores recursos, se oponían al proyecto. De acuerdo con
ellos, el nuevo puente tendría impactos negativos sobre el vecindario, ya que
aumentaría el transito y el ruido, además de implicar la destrucción de nu-
merosos árboles.

De la descripción de los dos grupos en conflicto, surgen de inmediato una se-
rie de asimetrías que podrían tomarse como desventajas respecto del acceso y
el manejo de recursos; la disponibilidad de información y la forma de relacio-
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narse con otros actores –autoridades del municipio, Banco Mundial– pasan
a convertirse en factores de poder sumamente importantes a la hora de la ne-
gociación.

A través de diversos medios, el grupo opositor a la construcción del puente
realizó contactos con el Banco Mundial para hacer conocer su firme oposi-
ción al proyecto. Argumentaban que éste carecía de estudios de impacto am-
biental y afirmaron que se presentarían ante el Panel de Inspección del Ban-
co Mundial y los medios de prensa con intención de detenerlo.

Para el organismo internacional y las autoridades del Municipio de Avellane-
da, esta decisión presentaba importantes riesgos. El Banco Mundial se en-
frentaba con el peligro de situarse en medio de un conflicto local que podía
afectar negativamente su imagen pública y su credibilidad. Las autoridades
municipales, por su lado, ya se habían comprometido públicamente a cons-
truir el puente con o sin el financiamiento del Banco. Por otro lado, el finan-
ciamiento del Banco Mundial permitiría a la municipalidad utilizar los fon-
dos en otras prioridades. Asimismo, la perdida del financiamiento de este
proyecto también significaba la pérdida del financiamiento de otros subpro-
yectos cubiertos por los mismos fondos. Así, puede verse que tanto el Banco
Mundial como las autoridades municipales tenían un gran interés en resolver
el conflicto entre los dos vecindarios.

Existieron dos intentos previos de tratar de acercar a las partes, realizados por
el municipio, pero éstos fallaron al tratar de reducir las tensiones entre los dos
vecindarios. Frente a este conflicto, cada vez mayor, los oficiales del Banco
Mundial decidieron que para cumplir con el mandato de la participación ciu-
dadana en proyectos financiados por el Banco, necesitaban organizar una
consulta con los vecinos de ambos grupos. La búsqueda de un mecanismo al-
ternativo para la participación ciudadana ponía el foco en alcanzar los si-
guientes objetivos:
3 Hacer públicos todos los estudios requeridos y realizados antes de la cons-

trucción del puente y asegurar, de manera simultánea, que la información
fuera accesible de manera libre y gratuita para cualquier interesado. 

3 Crear las condiciones para asegurar que el mayor número de personas in-
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teresadas pudieran presentar sus opiniones, sugerencias y estudios alterna-
tivos, ya fuera a favor o en contra del proyecto, con la finalidad de utilizar-
los en la evaluación del curso de acción que decidiera el Banco Mundial.

3 Desarrollar un entorno caracterizado por la apertura y la participación ciu-
dadana que incrementara la legitimidad de cualquier curso de acción que
tomara el Banco Mundial.

De cara a este conflicto, el Banco Mundial propuso llevar adelante una AP
frente al proyecto para facilitar la participación ciudadana y crear un entorno
más cooperativo en la resolución del conflicto.

2. Audiencia pública

Para alcanzar exitosamente los objetivos, el Banco Mundial propuso que la
municipalidad de Avellaneda convocara a una AP por la construcción del
puente De la Serna. Encaminado a tal fin, el Banco contactó a Poder Ciuda-
dano, para ayudar a preparar y llevar adelante la AP.

Durante la etapa preparatoria, se realizó un taller de capacitación para los
funcionarios municipales que estarían a cargo del registro de participantes y
llevarían adelante la audiencia, a efectos de transferirles la nueva metodolo-
gía. Básicamente, se capacitó a las personas que se encargarían de atender a
los vecinos interesados en participar, se les indicaron los posibles conflictos
que podían suscitarse, cómo resolverlos y qué actitud tomar en caso de en-
contrarse ante una situación que no supieran manejar. Asimismo, se brindó
instrucción acerca del procedimiento a la persona que estaría a cargo de la
coordinación durante la AP. También participaron del taller otros empleados
del municipio que tendrían algún tipo de vinculación con el proyecto.

Una vez realizado el taller, se procedió a la convocatoria para la AP. Al recono-
cerse la importancia de este estadio, la convocatoria se hizo a través de los dos
principales periódicos nacionales, además de la prensa nacional y local (radios,
televisión y medios gráficos). Por otra parte, Poder Ciudadano cursó invitacio-
nes de manera personal, por vía telefónica, a los representantes de los dos gru-
pos barriales involucrados en el conflicto, para asegurar su participación.
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Luego de publicar la convocatoria, las autoridades municipales habilitaron
una oficina en el primer piso del edificio donde funciona la Municipalidad
de Avellaneda, para responder las consultas de los vecinos y registrar a los par-
ticipantes. La señalización de la planta baja del edificio fue clara y efectiva:
mediante carteles y flechas indicativas se señalaba el trayecto desde la entra-
da hasta la oficina en el piso superior. El expediente, de doble ejemplar, fue
expuesto en esta oficina para la consulta de los ciudadanos interesados. El ex-
pediente se completó en todos sus aspectos y accesible para la consulta. In-
cluyó mapas, planos y un informe de impacto vial, ambiental, de seguridad
y de transporte. Asimismo, obraba en el expediente el reglamento de AP de
Poder Ciudadano.

Durante los días que la oficina permaneció abierta a la consulta publica, dos
personas designadas por el municipio se ocuparon de atender al público y
evacuar dudas. Es importante agregar que Poder Ciudadano formuló una ob-
servación que fue rápidamente resuelta desde el municipio: se advirtió que al
llamar telefónicamente a Obras Públicas del municipio y pedir por los encar-
gados de informar acerca de la AP referida al puente de la Serna, el personal
que atendía mostraba desconocimiento sobre el tema en cuestión, y el llama-
do era derivado a diversas oficinas hasta dar con las personas correctas. Des-
pués de señalarse el inconveniente, fue resuelto de manera satisfactoria.

Por otra parte, se colocó un afiche en la oficina con los teléfonos de Poder
Ciudadano para que los vecinos se comunicaran en casos de dudas o quejas.
De este modo, pudo tenerse un control mediato, a través de los propios in-
teresados en participar. Ésta es una de las ventajas que ofrece el monitoreo ex-
terno del proceso: pueden advertirse errores o fallas a medida que éstas van
sucediendo, con la posibilidad de subsanarlos de inmediato.

Por último, se cumplió con la posibilidad de contar con un orden del día, que
fue efectuada en los términos pautados (24 horas antes del día de la audien-
cia), mediante su constancia en el expediente. Para su confección, se imple-
mentó el modelo ya utilizado en la AP convocada para la traza de la Línea H
Subterráneo de la ciudad de Buenos Aires.
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El día de la audiencia se constató que el lugar era apto para la celebración de
la reunión y que contaba con las condiciones indispensables para la audien-
cia: fácil acceso, dos pasillos externos de entrada al auditorio, asientos para
350 personas, hall amplio para la reunión de grupos, buena acústica y ele-
mentos técnicos a disposición.

Con la presencia del Intendente Municipal, el Subsecretario de Obras y Ser-
vicios Públicos del Municipio, de otros funcionarios de la Secretaría de Trans-
porte de la Nación y del Banco Mundial, y de más de 450 participantes, se
dio por comenzada la AP.

Se inscribieron 81 personas, pero participaron poco más de 60 oradores du-
rante cuatro horas. Pueden efectuarse diversas lecturas respecto de la actitud
de los participantes: si bien en algunos momentos se advirtieron picos de ten-
sión importantes, éstos parecieron deberse al interés y la preocupación de los
vecinos por el tema en cuestión y no por deseos de interrumpir o hacer fra-
casar la audiencia. Prueba de ello fue que cada vez el Intendente Municipal,
la Coordinadora o el Secretario de Obras y Servicios Públicos solicitaron or-
den, de inmediato la concurrencia guardó silencio y se continuó con las ex-
posiciones.

4. Conclusiones

La AP también fue útil para que el equipo técnico de la Secretaría de Trans-
porte pudiera explicar las mejoras que habían sido realizadas respecto del pro-
yecto original, incluyendo la instalación de paneles reductores de ruido, la in-
corporación de una senda para bicicletas, la restricción del tránsito pesado y
la protección de áreas verdes. Además, el equipo compartió los resultados de
diferentes estudios de impacto ambiental. También fue la ocasión para que
los funcionarios del Banco Mundial tuvieran la oportunidad de hablar acer-
ca de las normas medioambientales y el compromiso con la participación ciu-
dadana por parte del organismo internacional de financiamiento en este tipo
de proyectos.

En este sentido, resulta importante la percepción que tuvieron los ciudada-
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nos acerca del proceso de consulta: de la encuesta realizada por Poder Ciuda-
dano durante la celebración de la audiencia, surgieron datos muy importan-
tes. Se optó por una encuesta autoadministrada, sobre una muestra al azar de
116 casos, comprendidos en el universo de los asistentes a la AP.

Teniendo en cuenta las evaluaciones por parte de los encuestados, el 77% res-
pondió estar muy conforme con el proceso, el 19% dijo estar más o menos
conforme y el 1% se pronunció disconforme. Preguntados acerca de cómo
evaluarían la organización de la AP, el 57% dijo que fue “muy buena”, el 28
% indicó que fue “buena” y el 5% respondió que fue “mala”. Teniendo en
cuenta que la mayoría de los asistentes a la audiencia estaban a favor de la
construcción del puente, los datos indican que sólo un porcentaje muy pe-
queño evaluaba negativamente la audiencia. Los resultados de la encuesta
muestran que casi todos los participantes vieron favorablemente la organiza-
ción y el proceso.

Finalmente, se puede concluir que la celebración de la AP aportó resultados
sumamente significativos ya que, por un lado, se mejoró el proyecto original
y, por el otro, se logró llegar a una determinación que concluyó en la no cons-
trucción del puente.

Procedimiento de consulta para la adquisición de textos escolares
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, 2002/03

1. Herramientas

Pacto de Integridad
Discusión participada de las bases para la selección de textos
Discusión participada del pliego de condiciones de la compra de textos
Sistema de declaraciones juradas para evitar conflictos de intereses en la Co-
misión Asesora Nacional
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2. Contexto

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología (MECyT) había promovi-
do durante el año 2002 un procedimiento de selección para la adquisición de
3.315.000 textos escolares con el objeto de proveerlos a 8º y 9º año de EGB
3 y nivel Polimodal de todo el país. La suma ascendía a 42 millones de pesos,
de los cuales 37 provienen de un préstamo del Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID) y los restantes 5, de fondos propios del Ministerio. Debían dis-
tribuirse dos textos de asignaturas básicas a ser elegidos por las provincias
(lengua, matemática, y ciencias naturales y sociales) para todos los alumnos
de las escuelas que reciben becas.

En pleno trámite del procedimiento de selección, diversas editoriales partici-
pantes plantearon objeciones vinculadas especialmente a los criterios de eva-
luación utilizados para la selección de los textos, los especialistas intervinien-
tes en esa evaluación y el procedimiento en las jurisdicciones locales.

En consecuencia, el MECyT dispuso suspender la aprobación definitiva de la
preselección de los textos escolares que iban a adquirirse, hasta tanto el Comi-
té de Adquisiciones del BID se expidiera sobre las cuestiones planteadas. En
razón de lo apuntado, y de las impugnaciones efectuadas por las editoriales, el
BID consideró conveniente que se anulara el proceso iniciado y que se instru-
mentara uno nuevo en el que se independizara la etapa de selección académi-
ca-curricular respecto de la compra en sí, haciéndoseles conocer previamente
a todos los participantes las reglas que regirían el nuevo proceso de evaluación.

Sobre la base de estos antecedentes, se dejó sin efecto el procedimiento de se-
lección de textos realizado durante 2002 y parte de 2003.

En el plano organizacional, a partir de los inconvenientes surgidos en este
proceso, y dada la importancia que revestía la compra de textos escolares des-
tinados a 1.815.000 alumnos de escuelas carenciadas del país, el ministro de
Educación resolvió convocar a Poder Ciudadano para retomar este proceso
que comenzó en septiembre del 2003. 
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La participación de Poder Ciudadano estaba orientada a garantizar un proce-
dimiento transparente y la participación más completa e integral en condi-
ciones de igualdad de todas las editoriales interesadas en el proceso de selec-
ción de textos escolares para la compra directa que llevaría adelante el
MECyT, más específicamente en lo siguiente:
3 Impulsar la participación de las editoriales en la preparación de las bases

para la selección de textos y del pliego de condiciones de la compra.
3 Promover mecanismos que eviten conflictos de intereses en los miembros

de las comisiones asesoras encargadas de seleccionar los textos.
3 Proveer al organismo público involucrado el soporte técnico relacionado

con la modalidad de adquisición implementada.
3 Propiciar la adquisición de libros de texto de mayor calidad y menor pre-

cio acorde con los objetivos y posibilidades del organismo público intervi-
niente.

3 Utilizar el debido soporte jurídico y técnico necesario para garantizar un
contrato administrativo acorde con el interés general y la legalidad de los
actos en los que participa el Estado, a través de uno de sus organismos.

Fue así como se suscribió el Convenio de Cooperación entre la Fundación
Poder Ciudadano y el MECyT, en el que se acordó generar un escenario
transparente en el marco del cual se desenvolverá el proceso de selección de
textos escolares para la compra directa que llevará adelante el Ministerio, en
el marco del programa mencionado más arriba.

3. Implementación de las herramientas

Fase inicial

a) Pacto de Integridad

El día 10 de octubre de 2003 se firmó un PI, en el cual participaron 48 em-
presas editoriales y el Ministerio. El pacto estableció nuevas reglas de juego
en forma simultánea y consensuada entre el Estado y los oferentes, con el ob-
jetivo de anular los incentivos y las oportunidades para el pago de sobornos
en la contratación pública. 
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Fase intermedia

b) Discusión participada de las bases para la selección de textos

Esta herramienta tuvo como objetivo promover un escenario abierto y parti-
cipativo en el marco del cual el sector privado involucrado en el proceso con-
tribuyó a generar reglas de juego claras que promovieran la transparencia del
procedimiento.

Para llevar a cabo esta herramienta, el equipo de trabajo de Poder Ciudadano
coordinó las tareas preparatorias propias a fin de generar un adecuado escena-
rio de participación activa de todos los interesados en el proceso y un amplio
debate e intercambio de ideas, análisis y discusión del proyecto de bases que
luego regiría en la etapa consultiva. Se analizaron exhaustivamente las versio-
nes de las bases que se someterían a discusión. Asimismo, se aseguró que los
potenciales participantes se mantuvieran informados y contaran, en el mo-
mento oportuno, con toda la documentación necesaria para una posterior dis-
cusión fructífera.

El MECyT fue la autoridad convocante para el desarrollo de la “Discusión
participada de las bases para la selección de textos”, instancia en la cual parti-
ciparon las editoriales interesadas en la compra.

En el proceso, el Ministerio fue el encargado de suministrar los recursos hu-
manos, físicos y económicos para la implementación de ese encuentro, mien-
tras que Poder Ciudadano fue responsable de coordinar la discusión, preparan-
do previamente el proyecto junto con los técnicos de ese organismo, y hacien-
do un examen de los antecedentes surgidos del expediente tramitado en el pro-
cedimiento anterior. Esta instancia sirvió para que el MECyT contara con las
distintas opiniones de los interesados, aunque éstas fueran de carácter consul-
tivo y no vinculante.

En definitiva, esta herramienta ayudó a promover un escenario abierto y partici-
pativo en el marco del cual el sector privado involucrado en el proceso, contribu-
yó a generar reglas de juego claras que promovieran la transparencia del proceso. 
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El debate se llevó a cabo sobre la base de una agenda previamente elaborada
a partir de ejes temáticos propuestos por Poder Ciudadano, lo que permitió
una discusión ordenada abarcando diferentes temas de interés.

Durante el encuentro todas las editoriales intervinientes y los representan-
tes de las Cámaras tuvieron ocasión de opinar y hacer llegar sus sugerencias
sobre el proyecto de bases sometidas a discusión. Las intervenciones fueron
múltiples, lo que permitió que los distintos interesados intercambien entre
sí y con la ayuda de Poder Ciudadano y los funcionarios del MECyT dis-
tintas ideas y posiciones. 

Ello permitió reformular luego diversas condiciones anteriormente estableci-
das en el proyecto de bases originales, a la luz de tales participaciones. Prue-
ba adicional fue la aceptación plena de las reglas de juego posteriormente re-
gistradas, producto precisamente del mencionado proceso participativo. La
opinión del equipo de trabajo de Poder Ciudadano, de los funcionarios del
MECyT y de los participantes fue que el encuentro resultó ampliamente po-
sitivo, ya que se abordaron con profundidad y pluralidad las cuestiones que
proponía esta instancia.

c) Discusión participada del pliego de condiciones de la compra de textos

Al igual que en el caso de las bases de selección de textos escolares, se desa-
rrolló una “Discusión participada del pliego de condiciones de la compra”.
En esa oportunidad también participaron las editoriales y los equipos del
MECyT y de Poder Ciudadano, con una agenda predeterminada de temas.

Poder Ciudadano cumplió con la tarea de asegurar las condiciones previas de
acceso y transparencia de la información hacia el sector privado a fines de ge-
nerar un adecuado escenario de participación activa de todos los interesados
en el proceso y un amplio debate e intercambio de ideas, análisis y discusión
del pliego.

En esta oportunidad se discutieron cuestiones relacionadas con la presenta-
ción y admisibilidad de las ofertas, la adjudicación, el perfeccionamiento del
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contrato y la etapa de ejecución (incluyendo entrega y características de los
textos por entregar).

d) Sistema de declaraciones juradas para evitar conflictos de intereses en la
Comisión Asesora Nacional (CAN)

A partir de los antecedentes relacionados con las impugnaciones del proceso
desarrollado el año anterior, en lo que respecta a la composición de la comi-
sión encargada de la selección de los textos escolares, Poder Ciudadano le pro-
puso al MECyT impulsar, en el marco de este proceso, un mecanismo para
favorecer la transparencia de la composición de este equipo de trabajo.

Así, se estableció un sistema que contempla la identificación de conflictos de
intereses, en aquellos miembros de la CAN, encargada de recomendar los tex-
tos escolares a los niveles provinciales. Esta comisión está conformada por un
grupo de expertos de diferentes áreas educativas.

Para asegurar la transparencia y la imparcialidad del desempeño de los inte-
grantes de la CAN, se ha previsto que cada uno de ellos complete una decla-
ración jurada en la que consten los siguientes datos: antecedentes académi-
cos, de investigación, docentes, cargos en la actividad pública y privada y pu-
blicaciones, relaciones laborales o accionarias con las editoriales, o cobros de
derechos de autor.

Las declaraciones juradas fueron de libre acceso a las editoriales interesadas, a
través de la página Web, a fin de posibilitar cualquier observación de los in-
tegrantes de la CAN. En este marco, previo a la selección de textos escolares
que efectuó el MECyT, algunas editoriales presentaron una serie de observa-
ciones respecto de algunos miembros que integran la lista provisoria para
conformar la CAN.

Para ello, el Ministerio, con la asistencia técnica de Poder Ciudadano, dictó
una serie de lineamientos o pautas generales que se aplicaron a las observacio-
nes que las editoriales presentaron, a fin de determinar si se debía excluir a al-
guno de los integrantes de la CAN, o bien recomendar su excusación de dic-
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taminar en algún segmento de la contratación en el que su criterio podría ver-
se más comprometido. En este sentido, se ponderó que los autores no pudie-
ran formar parte de la CAN, no sólo porque sus libros podrían ser dictami-
nados en forma favorable, sino porque existía la posibilidad de que para fa-
vorecer al libro propio se desaconsejara la compra de un libro que compitie-
ra con el suyo.
Las normas de conflictos de intereses suelen establecer plazos de carencia an-
tes y después del ejercicio de determinadas funciones, por los cuales se exige
cierto transcurso del tiempo para evitar influencias que puedan provocar la
inmediatez entre el momento del ingreso o el egreso de la función. En este
sentido, se analizó si un integrante de la CAN mantenía una relación con-
tractual continua con alguna editorial, o si se hubieran realizado publicacio-
nes ocasionales en una o varias editoriales y cuándo. 

Sobre la base de este análisis se decidió excluir a ciertos miembros de la CAN,
en forma total o parcial (es decir para ciertos textos o niveles educativos).

El mismo procedimiento fue desarrollado para las comisiones asesoras pro-
vinciales, encargadas de seleccionar los textos sobre la base de lo realizado por
la CAN. En este caso, no existieron  observaciones por parte de las editoria-
les.

Paralelamente, el equipo de trabajo de Poder Ciudadano desempeñó las si-
guientes funciones y tareas:
3 Asistió técnicamente a los funcionarios del MECyT a fin de reformular el

proceso anterior; diseñar, establecer, implementar y ejecutar de manera efi-
ciente y eficaz los procedimientos de discusión participada de las bases y
de evaluación de los textos.

3 Revisó y analizó las constancias y documentos obrantes en el expediente,
por el que tramitó el anterior proceso. Examinó las observaciones e impug-
naciones allí vertidas.

3 Propuso y sugirió la corrección de los borradores de bases y pliegos de con-
tratación.

3 Mantuvo contacto permanente con pedagogos y funcionarios, mediante
numerosas reuniones de intercambio y trabajo conjunto.
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3 Asistió al MECyT en la producción del informe resultante del encuentro,
la confección de la versión definitiva de las bases para la selección de tex-
tos y del pliego de condiciones de la compra, y el dictado del acto corres-
pondiente de aprobación ministerial.

3 Monitoreó el desarrollo del procedimiento, incluyendo la publicación de
los avisos, hasta la etapa de presentación de muestras, recepción de obser-
vaciones a la integración de las comisiones asesoras en las órbitas nacional
y provincial.

3 Revisó y examinó toda la documentación y los instrumentos necesarios pa-
ra el desarrollo del proceso, y toda presentación recibida en el Ministerio
en relación con el proceso. 

3 Monitoreó las respuestas brindadas por el MECyT a las observaciones for-
muladas por las editoriales.

4. Conclusiones

A través de las discusiones participadas, tanto de las bases para la selección
de textos como del pliego de condiciones de la compra, las empresas editoria-
les realizaron las observaciones y sugerencias que les mereciera el proyecto pa-
ra la selección de los textos escolares, con lo cual contribuyeron a asegurar
condiciones de objetividad en los criterios de selección.

Mediante la firma del Pacto de Integridad, en el cual participaron todas las
empresas oferentes y el MECyT, se establecieron nuevas reglas de juego y se
logró un escenario transparente, de libre competencia entre los oferentes y el
Ministerio.

A través del establecimiento del mecanismo de declaraciones juradas para
evitar conflictos de intereses de los miembros de la CAN, se logró evitar las
posibles irregularidades que podrían haberse presentado en la selección de los
textos. De esta manera, las propias editoriales participaron del proceso en el
cual se identificaban posibles situaciones de conflictos de intereses.

Como consecuencia de este proceso se benefició el MECyT porque recibió
ideas de todos los sectores involucrados para mejorar la eficiencia del proce-
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so y garantizar la transparencia en la selección de textos escolares. Además se
beneficiaron las empresas porque se generó un marco transparente con nue-
vas reglas de juego que alcanzaron en forma simultánea al Ministerio y a to-
dos los sectores que participaron en la selección de los textos.

El proceso obtuvo repercusiones positivas dentro de los diversos actores. En
declaraciones a Poder Ciudadano, actores de MECyT manifestaron que es la
primera vez que se realiza un procedimiento de este tipo en la cartera educa-
tiva y que en trámites anteriores, las editoriales presentaron impugnaciones
alegando falta de participación y transparencia. Por otro lado, el sector priva-
do manifestó su conformidad con el proceso, recalcando el hecho de que los
editores puedan entrar al Ministerio y que el ministro sea su interlocutor, ya
que como productores de contenidos educativos, ellos deben trabajar junto
con la cartera educativa para aunar criterios y esfuerzos.

Sistema de comunicaciones para las fuerzas policiales
Provincia de Mendoza, 2005

1. Herramientas

Audiencia pública
Pacto de Integridad

2. Contexto

Según informes preliminares del Gobierno de la Provincia de Mendoza, a
principios del 2005, el sistema de comunicaciones de tecnología analógica
VHF de la Policía de la provincia se encontraba totalmente colapsado. Sus
equipos tenían problemas de desgaste, eran tecnológicamente obsoletos y
contaban con baterías en malas condiciones. Esta situación, sumada a la fal-
ta de seguridad en las comunicaciones, permitía que cualquier equipo comer-
cial pudiera escuchar los mensajes de los agentes de seguridad.

Ante esta situación, surgió la necesidad de mejorar las herramientas de la Po-
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licía local para combatir el delito. En este sentido, se tornó imprescindible pa-
ra el gobierno de la provincia contratar un nuevo sistema digital de comuni-
cación, y dentro de esa tecnología, se optó por el Sistema TETRA, que se uti-
liza en Europa, Asia, África y Latinoamérica.

Para este proceso de compra las autoridades de la provincia tuvieron en cuen-
ta el “Acuerdo de Discrecionalidad Cero”7, un acuerdo de compromiso públi-
co de transparencia de gobierno, firmado en marzo de 2004 entre el gober-
nador de la provincia de Mendoza, Dr. Julio Cobos, Fundación de Familia-
res de Víctimas Indefensas de Mendoza (FAVIM) y Poder Ciudadano.

En ese marco, el Ministerio convocó a las OSC mencionadas para participar
en la licitación pública. De esta manera, entre el Ministerio de Justicia y Se-
guridad, FAVIM y Poder Ciudadano se firmó un convenio de transparencia
a fin de llevar adelante el procedimiento de selección para el alquiler de un
Sistema Digital Troncalizado de Comunicaciones con el que se proveería a la
Policía de la provincia de Mendoza.

De esta forma, el Ministerio se comprometió a convocar a una audiencia pú-
blica para fomentar la elaboración participada del pliego de bases y condicio-
nes a través de la interacción, en un mismo espacio, de diversos actores inte-
resados. A la vez, se comprometió a elaborar un informe donde debía poner
de manifiesto el tratamiento dado a las participaciones realizadas durante la
audiencia.

Por su parte, las OSC se comprometieron a participar en calidad de monito-
res externos en la AP y a elaborar un informe, con posterioridad al del Minis-
terio, sobre el proceso en general, que pusiera énfasis en las cuestiones forma-
les relacionadas con la preparación y el desarrollo de la audiencia, enfocándo-
se en todas las etapas.

7En el Acuerdo se prevé la implementación gradual y progresiva por parte de la provincia de Mendoza de políti-
cas y acciones de transparencia y participación de la ciudadanía, así como la realización de audiencias públicas
en los procesos de contrataciones públicas que realice la Administración.
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3. Audiencia pública

Si bien el tema de la seguridad afecta a toda la sociedad e influye en ella, la
compra de un nuevo sistema de comunicaciones para la provincia representa
una temática sumamente técnica. El hecho de que se abarquen conceptos téc-
nicos específicos puede marginar a la ciudadanía de participar en un proceso
de deliberación como la AP. 

Por ello, se esperaba que el Ministerio de Justicia y Seguridad de la provincia
de Mendoza lograra captar el interés de la ciudadanía a través de la difusión
de la importancia que conlleva el hecho de que las fuerzas policiales cuenten
con más y mejores armas para combatir la inseguridad. Para lograr este obje-
tivo era de suma importancia poner el foco en la publicidad del proceso y,
más específicamente, en la AP.

El Ministerio se concentró en las formas convencionales de difusión, como
radio y televisión, pero éstas fueron insuficientes. El alto contenido técnico
de la licitación requería una estrategia distinta de la tradicional, con un enfo-
que concentrado en una difusión más abarcativa y didáctica, donde se diera
cuenta de la importancia y trascendencia de la compra a la que estaba enfren-
tando la provincia y, por ende, la ciudadanía. En este sentido, Poder Ciuda-
dano asesoró al Ministerio en el proceso de difusión, recomendando cursar
invitaciones a diferentes sectores de la sociedad. 

La audiencia comenzó con una alta concurrencia de público, en su mayoría
compuesto por funcionarios del Ministerio, personal de la Policía de la pro-
vincia, representantes de las empresas y de la Universidad Nacional de Cuyo.

Se hizo una breve presentación a cargo de las autoridades que presidieron el
evento y, posteriormente, el moderador expuso los aspectos centrales de la
norma que rigió la audiencia. Luego el Ministerio, a través de un ingeniero ex-
perto en el objeto de la licitación, efectuó una presentación sobre las caracte-
rísticas que se requieren para ese tipo de contratación, lo que permitió infor-
mar a todos los presentes sobre el objeto que se estaba licitando. El ingeniero
también informó sobre la forma en que se llegó a la confección de los pliegos.
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En el proceso de elaboración de los pliegos, se entregó a todos los proveedo-
res interesados las versiones 5 y 10 del pliego de bases y condiciones técnicas
para que observaran y opinaran en virtud de su experiencia. 

En la audiencia, los participantes opinaron sobre la versión número 11 del
pliego de bases y condiciones técnicas, es decir que hubo una elaboración par-
ticipada del pliego que influyó positivamente en la confección final.

Luego el moderador dio la palabra a FAVIM para que expusiera sobre la con-
vocatoria y el rol que cumplen las OSC en el proceso, y sobre el requisito de
la firma del Pacto de Integridad como instrumento complementario para lo-
grar un escenario transparente.

Posteriormente, un agente del Centro de Comunicaciones de la Policía pro-
vincial explicó cuál era el estado del centro de operaciones policiales y del sis-
tema de radiocomunicaciones. Una vez finalizada la exposición, se dio lugar
a los participantes, quienes realizaron aportes sobre las previsiones ambienta-
les para la colocación de las antenas, sobre posibles pérdidas de los aparatos,
sobre las previsiones técnicas, sobre la aplicación del sistema a otros ámbitos
y sobre la posibilidad de que, eventualmente, el sistema incorporara el segui-
miento por GPS.

Tanto la etapa previa como la audiencia en general se condujeron por los me-
canismos adecuados. El procedimiento de la AP se llevó a cabo en las formas
preestablecidas y se respetaron los principios aplicables en la materia. Si bien
el proceso ameritaba un mayor compromiso en materia de difusión, se cum-
plieron los objetivos de publicitar la gestión pública y promover la participa-
ción ciudadana en el proceso de compra y, en particular, en la elaboración de
los pliegos de bases y condiciones. 

Aunque la temática estaba referida a la seguridad pública, el objeto de la con-
tratación contenía componentes sumamente técnicos. Este punto motivó que
los funcionarios encargados de la elaboración de los pliegos de bases y condi-
ciones consultaran a posibles interesados con anterioridad a la audiencia, lo
que permitió mejorar la calidad del instrumento con antelación.
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Ambas cuestiones (los componentes técnicos y las consultas previas), suma-
das a los defectos en publicidad mencionados anteriormente, fueron factores
determinantes para la escasa participación de la ciudadanía en general en la
AP y para que el número de intervenciones durante su desarrollo no fuera el
esperado.

4. Pacto de Integridad

En el convenio mencionado anteriormente, firmado por las OSC y el Minis-
terio, estaba estipulada la firma de un PI entre este último y los oferentes. Pe-
ro luego de la AP el Ministerio argumentó diferencias con el texto original
del pacto, más precisamente con la figura del árbitro y sus atribuciones. Con-
cretamente, la negativa por parte del Ministerio a firmar el pacto se basaba
en que las atribuciones del árbitro (capacidad de sancionar al oferente o los
oferentes a los que se les hubiera demostrado algún acto de corrupción) se su-
perponían a las propias facultades del Ministerio.

Poder Ciudadano accedió a los reclamos del Ministerio y propuso reformu-
lar las cláusulas donde el árbitro estaba facultado a sancionar, cambiándolas
por otras en donde el árbitro se limitaba a recopilar toda la información en
caso de que algún oferente denunciase irregularidades, para luego redactar un
informe que sería presentado al Ministerio como elemento probatorio para
ser considerado por las autoridades correspondientes.

Aun así, el Ministerio no respondió a Poder Ciudadano mediante los canales
habituales de comunicación existentes hasta ese momento. Luego de un
tiempo prolongado de incomunicación, el Municipio publicó el pliego de ba-
ses y condiciones sin informar a las OSC intervinientes en el proceso y sin
incorporar ninguna referencia al PI.8 Esto fue considerado un hecho objeti-
vo que excluía a las OSC de la licitación, limitando su participación en cali-
dad de observador externo.

8Poder Ciudadano tomó conocimiento a través de la página Web del Ministerio, sin que ningún interlocutor se
lo informase.
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Después de enviar dos comunicados formales sin respuesta al ministro, con
copia al gobernador, donde se daba cuenta de las dificultades para continuar
ejerciendo el rol de observador externo, Poder Ciudadano decidió retirarse
públicamente del proceso de licitación pública. El retiro se realizó de forma
escrita y a través de los mismos medios de comunicación que habían anun-
ciado la participación de Poder Ciudadano en un comienzo.

5. Conclusiones

Fue la primera vez que Poder Ciudadano se retiró de un proceso de compra
pública. No obstante ello, se desprende de esta experiencia inédita el análisis
sobre la posibilidad que tiene Poder Ciudadano de retirarse de un proceso de
compra cuando no se encuentran dadas las condiciones para su correcto mo-
nitoreo. Esta posibilidad habilita a la OSC a imponer condiciones a la hora
de intervenir en un proceso y a la administración a trabajar de manera ade-
cuada, garantizando el acceso a la información pública.

El hecho de que Poder Ciudadano se haya retirado de la contratación adquie-
re mayor relevancia si se tiene en cuenta que el proceso concluyó en cuestio-
namientos por parte de varias empresas oferentes y debió ser suspendido por
el gobernador debido a sospechas de irregularidades.

Proceso de negociación de deuda entre la autoridad municipal y la presta-
dora del servicio de recolección de residuos
Municipio de Córdoba, 2006

1. Herramienta

Audiencia pública

2. Contexto

El contrato de recolección de residuos domiciliarios es uno de los más impor-
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tantes del Municipio de Córdoba. La administración anterior a la actual ad-
judicó el contrato de recolección de residuos a la actual prestataria. La em-
presa, a partir de la devaluación de la moneda nacional, realizó constantes re-
clamos por aumentos sostenidos en sus costos. A pesar de ello, la empresa ar-
gumenta que ha mantenido su personal, sin realizar ajustes por esta vía. Pe-
ro, por el otro lado, el Municipio y la ciudadanía sostienen que la empresa ha
acotado su perímetro de recolección y disminuido la frecuencia de sus vehí-
culos. La nueva administración carga con esta deuda y se ha manifestado dis-
puesta a honrarla. Por esta razón, el Municipio se ha puesto en contacto con
las OSC para encontrar una solución consensuada y participada.

A fines de 2003, el Municipio de la Ciudad de Córdoba, la Red Ciudadana
Principio del Principio y Poder Ciudadano suscribieron el “Acuerdo de Dis-
crecionalidad Cero”, en el que se establecía la implementación gradual y pro-
gresiva por parte del Municipio de políticas y acciones de transparencia y par-
ticipación de la ciudadanía y la realización de AP en los procesos de contra-
taciones públicas que realizara la Administración. En ese marco, en septiem-
bre de 2005, el Municipio, la Red Ciudadana Principio del Principio y Po-
der Ciudadano firmaron un “Convenio de transparencia”, con el objeto de
generar un escenario transparente en el desenvolvimiento del proceso de AP
para la discusión pública del proceso de renegociación de la deuda reclama-
da por la prestataria del servicio de recolección de residuos municipales.

La primera recomendación de Poder Ciudadano fue contratar a un organis-
mo independiente que determinara si el monto pretendido por la empresa
prestataria era adecuado. El organismo elegido fue la Universidad Nacional de
Córdoba, que elaboró un informe cuyo monto final representaba aproxima-
damente la mitad de lo pretendido por la empresa. Luego de diversas nego-
ciaciones entre el Municipio y la prestataria, se logró llegar a un preacuerdo.

El preacuerdo fue elaborado por la Comisión de Negociación de la Deuda
y tuvo como componentes principales el reclamo de la empresa por la deu-
da que consideraba a su favor y el informe presentado por la Universidad
Nacional de Córdoba. Posteriormente, se determinó realizar una AP para
poner a consideración de la ciudadanía cordobesa el preacuerdo.

 



94

3. Audiencia pública

Para difundir la convocatoria, se pegaron carteles informativos en los CPC, y
se produjeron unas pocas salidas en radio (LV3) y en el diario La Voz del In-
terior, acciones que fueron muy escasas considerada la importancia del tema.
Estas medidas resultaron insuficientes para la difusión del evento, lo que se
reflejó en la escasa cantidad de oradores y en la ausencia de quienes podrían
haber sumado en opiniones técnicas, como los colegios de profesionales, que
no recibieron invitación personalizada.

La audiencia se desarrolló en el Teatro Comedia, ubicado en la ciudad de
Córdoba. Este espacio contó con la capacidad necesaria y el equipo de audio
correspondiente, lo que garantizó la comunicación. Veintiuna personas se
inscribieron previamente, pero no todas se hicieron presentes.

El inicio se atrasó varios minutos y el recibimiento fue algo desorganizado, ya
que no había ningún cartel referido a la AP, no había a la vista una lista del
orden de los oradores, ni la inscripción de los participantes de la consulta y
no se entregó ningún material escrito referido a la audiencia. Poder Ciudada-
no actuó como observador externo de todo el proceso y al detectar estas fa-
lencias se las comunicó a la autoridad competente, que decidió improvisar un
listado donde se anotaron los datos de los participantes.

La presidencia estuvo a cargo del secretario de Investigaciones Administrati-
vas de la Municipalidad. El acto dio comienzo con la alocución del secretario
de Coordinación, quien explicó la importancia del evento y, posteriormente,
el moderador explicó las reglas de juego y dio respuesta a algunas dudas que
se plantearon.

Los participantes enfocaron sus aportes en diferentes puntos: mientras que al-
gunos recalcaron que la empresa prestataria no había cumplido con el contra-
to, ya que hubo zonas en las que no realizó tareas de barrido y limpieza, otros
participantes se centraron en la falta de acceso a la información previa a la au-
diencia. Sin embargo, el debate más fructífero se dio a la hora de discutir el
informe presentado por la Universidad Nacional de Córdoba, informe que
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suscitó manifestaciones a favor y en contra.

4. Conclusiones

Por lo expuesto, se entiende que si bien es la primera vez que se pone a con-
sideración de la ciudadanía un preacuerdo de renegociación de deuda con la
metodología de AP, hecho que merece ser recalcado, no se cumplió con su
correcta implementación, tanto en la etapa preparatoria como durante el de-
sarrollo.

La publicidad del proceso fue deficiente y eso se reflejó en el desarrollo de la
audiencia: pocos inscriptos, la mayoría de los cuales fueron interesados direc-
tos de la negociación.

En cuanto al acceso a la información, las conclusiones son similares. Es valo-
rable el hecho que el Municipio haya implementado una metodología que
exponga los actos administrativos a la ciudadanía. Pero también deben re-
marcarse ciertas falencias a la hora de implementar esta herramienta:
3 Es imprescindible contar con un tiempo mayor entre el llamado a audien-

cia y su concreción. 
3 Se debe difundir que toda la información se encuentra tanto en la página

Web del Municipio como en formato papel, para que la ciudadanía tenga
acceso a ella.

Todos estos puntos deben planificarse con la debida anticipación para que
tanto el acceso a la información pública como la participación ciudadana se
hagan efectivos.
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El caso Morón

Servicio de recolección de residuos domiciliarios
Municipio de Morón, 2000

1. Herramientas

Audiencia pública
Pacto de Integridad

2. Contexto

En marzo de 2000, el Departamento Ejecutivo del Municipio de Morón, pro-
vincia de Buenos Aires, solicitó formalmente al Concejo Deliberante la auto-
rización para convocar a una nueva licitación para la contratación del servicio
de recolección de residuos domiciliarios. La concesión anterior, consistente en
la recolección y destino final de los residuos domiciliarios, el barrido manual
y mecánico en calles y avenidas, la limpieza y desobstrucción de sumideros y
el mantenimiento de espacios verdes, vencía en julio de 2000. El contrato an-
terior por cuatro años insumía el 10% del presupuesto municipal, calculado
en 90 millones de pesos anuales. El costo de este servicio era uno de los de ma-
yor impacto en el presupuesto municipal y sus modalidades de contratación
habían generado en los vecinos sospechas acerca de la legalidad de los actos.

El proceso licitatorio se dio en el marco de un nuevo gobierno municipal, de
signo contrario al que lo precedió, con francas intenciones de transparentar
la gestión de gobierno. Como consecuencia de las administraciones preceden-
tes, Morón se había convertido en sinónimo de desorden administrativo y co-
rrupción. El anterior intendente municipal, Juan Carlos Rousselot, había si-
do destituido y condenado por hechos de corrupción. En este contexto, la
nueva gestión de gobierno, a cargo de Martín Sabbatella, recibió ya vencido
el contrato más importante del municipio: el que concesiona la recolección
de residuos domiciliarios.
En vistas de esta situación, las nuevas autoridades municipales suscribieron
un convenio con Poder Ciudadano tomando en consideración la necesidad
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de establecer mecanismos de transparencia de gestión técnico-administrativa,
coincidiendo en el objetivo común de fortalecimiento del sistema democrá-
tico a través de la participación ciudadana.

Los actores involucrados en el caso pertenecían a los ámbitos político, econó-
mico y social, donde se destacaban:
3 El Departamento Ejecutivo del gobierno municipal, de signo aliancista,

impulsor del llamado de licitación.
3 El Concejo Deliberante, que cuenta en su composición con distintas ban-

cadas políticas (Partido Justicialista, Alianza, Acción por la República).
3 Grupos empresarios interesados en la licitación.
3 Trabajadores sindicalizados insertos en el plan de recolección de residuos

vigente.
3 Vecinos contribuyentes del partido de Morón.

Uno de los puntos que se tornaba imperioso solucionar era que las partes se
escuchasen entre sí; no sólo para recoger información y obrar en consecuen-
cia, sino para saber qué era lo que los demás estaban pensando del llamado a
licitación y por qué. Por lo tanto, debía pensarse una estrategia que, además
de descomprimir, como se señaló anteriormente, fuera válida para mediar en
busca de un consenso entre los siguientes pares:
3 Estado-empresarios
3 Estado-trabajadores
3 Empresarios-trabajadores
3 Estado-vecinos
3 Empresarios-vecinos

3. Audiencia pública

La estrategia consistió en transparentar el proceso licitatorio garantizando el li-
bre acceso a los pliegos de bases y condiciones, promoviendo a la vez la parti-
cipación de los empresarios y la ciudadanía. Poder Ciudadano propuso dos he-
rramientas. Por un lado, la implementación de una AP donde el gobierno con-
voca a ciudadanos, empresarios del sector, expertos y políticos de la oposición
para que expresen sus objeciones y comentarios sobre las condiciones previs-
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tas para la contratación. Por el otro, la firma de un PI por el cual el gobierno
y todas las empresas que compiten por el servicio firman un contrato de con-
trol recíproco para evitar el pago de sobornos entre los oferentes y el gobierno.

Teniendo en consideración los componentes mencionados, se propuso en-
tonces celebrar una sesión extraordinaria del Concejo Deliberante referida al
proceso licitatorio con las formalidades de las audiencias públicas. Esta sesión
extraordinaria combinaría los elementos típicos previstos en la Ley Orgánica
Municipal y el Reglamento del Concejo Deliberante de Morón juntamente
con los previstos en los reglamentos de AP, a efectos de posibilitar la partici-
pación de los vecinos interesados. 

De este modo, se convocó la AP cuyos objetivos fueron, básicamente, los si-
guientes:
3 Anticiparse al conflicto permitiendo que los empresarios y los ciudadanos,

entre otros, presentaran sus objeciones y comentarios sobre los pliegos.
3 Garantizar el libre acceso al pliego de bases y condiciones.
3 Generar las condiciones para que el responsable de tomar la decisión con-

tara con la mayor cantidad de información posible.

La sesión extraordinaria, abierta, pública y participativa a la que se convocó
fue presidida por el presidente del Concejo Deliberante, con la presencia de
la totalidad del cuerpo legislativo municipal. Al comienzo de la sesión, hicie-
ron uso de la palabra el señor intendente municipal, Martín Sabatella; el doc-
tor Luis Moreno Ocampo, en representación de Poder Ciudadano, y los pre-
sidentes de los tres bloques políticos del Concejo Deliberante.

Participaron 37 vecinos con propuestas y luego el público formuló pregun-
tas. Resultó interesante el posicionamiento de los actores en sus alocuciones.
Se formularon fuertes críticas a la empresa de recolección de residuos que era
propiedad del anterior intendente; se defendieron los derechos de los traba-
jadores contratados en ese momento y se exigió que se deje de lado el concur-
so internacional.
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4. Conclusiones

Inicialmente, el Municipio de Morón se encontraba con un escenario donde
los actores desconfiaban unos de otros como resultado de la gestión de las au-
toridades anteriores. Una vez iniciado el proceso de AP y habiendo explicita-
do las partes sus reales preocupaciones, comenzó una etapa de acercamiento
y voluntad de colaboración política explícita.

Como resultado de la participación, el intercambio de opiniones y la circula-
ción de la información, se produjeron algunos cambios significativos en el
pliego:
3 Regular los resultados
3 Cuatro años de experiencia
3 Boletas de garantías
3 Certificación de normas de calidad ISO 140009

La adaptación del procedimiento de AP aplicado a la deliberación del órga-
no colegiado municipal dio como resultado apertura y participación a una
institución que se consideraba cerrada, no participativa y poco transparente.
La confluencia de los distintos sectores dio como resultado un nuevo posicio-
namiento del municipio a la hora de encarar temas de honda repercusión so-
cioeconómica.

Por otro lado, la firma del PI vino a satisfacer un reclamo no siempre expli-
citado pero latente en la ciudadanía: el compromiso empresarial frente a los
ciudadanos y los partidos políticos de controlarse entre sí para obtener bene-
ficios mutuos. 
El resultado final de la implementación de las herramientas en la gestión en
el ámbito municipal permitió un ahorro significativo, que se estima en 15
millones de pesos, una mayor transparencia en el proceso y una mejora en la
calidad del servicio.

9Las normas ISO 14000 garantizan la calidad de un producto mediante la implementación de controles exhaus-
tivos, asegurándose de que todos los procesos que han intervenido en su fabricación operan dentro de las carac-
terísticas previstas. 
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Renegociación del contrato de recolección de residuos
Municipio de Morón, 2003

1. Herramienta

Audiencia pública

2. Contexto

A partir de diciembre de 2001 las variables macroeconómicas del país sufrie-
ron constantes modificaciones que repercutieron directamente en todos los
contratos firmados durante la antigua coyuntura. La empresa encargada del
servicio de recolección de residuos en el Municipio de Morón solicitó la re-
negociación del contrato.

Para dar continuidad a un proceso que comenzó con la licitación que devino
en el contrato de la empresa, el Municipio requirió la participación de Poder
Ciudadano para colaborar y acompañar la realización de una nueva AP; en
este caso, para poner a discusión la renegociación del contrato de recolección
de residuos del Municipio.

3. Audiencia Pública

A diferencia del modelo implementado en la ocasión anterior, se optó por un
mecanismo de AP que incluyera una preaudiencia, por el carácter técnico de
la discusión. En su momento, se consideró que facilitando el conocimiento
de toda la información y la documentación pertinentes mediante una preau-
diencia se podría hacer más operativo el debate que iba a desarrollarse en la
audiencia.

Poder Ciudadano actuó como observador externo, acompañando al Munici-
pio tanto en la preaudiencia como en la audiencia misma. La primera contó
con la participación de aproximadamente 65 personas, quienes hicieron hin-
capié en que era necesario contar con información de la empresa en relación
con sus balances, su participación accionaria, la posibilidad de acceso a crédi-
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tos y financiamiento y su nómina salarial. Por su parte, la empresa entregó
toda la información salvo la correspondiente a los balances. Esta información
fue distribuida por el Municipio entre todos los participantes el día de la au-
diencia. 

En cuanto a la difusión, el Municipio se encargó de circular la convocatoria
a AP a través de notas periodísticas en diversos medios gráficos. A la vez, en-
vió comunicación a 145 organizaciones comunitarias con información acer-
ca de la renegociación y las invitó a participar. En lo que respecta al acceso a
la información, el Municipio publicó el decreto en su página Web y propor-
cionó a todos los inscriptos y a todos los interesados en el proceso un ejem-
plar completo de la documentación, un reglamento y un instructivo de AP.

La audiencia se desarrolló de acuerdo con los canales habituales, con la asis-
tencia de más de 60 personas. Unas 25 hicieron uso de la palabra expresan-
do sus opiniones y observaciones sobre el proceso de renegociación. Una vez
finalizadas las exposiciones, se dio por terminada la AP.

A partir de la propuesta de Poder Ciudadano se invitó a la Universidad de
Morón para que hiciera una contrapropuesta a fin de contrastarla con la de
la empresa. 

La Universidad de Morón analizó el cuadro de costos de la empresa y sus po-
sibles alteraciones, y terminó reconociendo sólo entre un 45% y un 54% del
incremento solicitado por la empresa. Por su parte, el Municipio calculó los
porcentajes de incidencia de la devaluación y los porcentajes obtenidos arro-
jaron una variación del 40% aproximadamente. Finalmente fue ése el mon-
to concedido por el Municipio.

4. Conclusiones

Respecto del procedimiento utilizado para el proceso de renegociación, se
pueden establecer una serie de conclusiones. Por un lado, si bien la informa-
ción que se distribuyó fue presentada en tiempo y en forma, no ocurrió lo
mismo con la que fue solicitada por los participantes de la preaudiencia. Se
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debe destacar que el Municipio realizó varios pedidos a la empresa con pos-
terioridad a la preaudiencia, pero ésta no presentó los balances solicitados e
imposibilitó que la información les llegara a los participantes con suficiente
antelación.

Al margen de las falencias en cuanto al procedimiento, debe destacarse la uti-
lización de un recurso participativo que posibilitó la inclusión de los ciudada-
nos en un proceso de interés directo en la ciudadanía. Por otro lado, permitió
que el Municipio, a través de la participación de un tercero independiente en
la AP, como la Universidad de Morón, ahorrase una suma considerable.

Servicio de recolección de residuos domiciliarios
Municipio de Morón, 2006

1. Herramientas

Audiencia pública
Pacto de Integridad

2. Contexto

El contrato del servicio de recolección de residuos domiciliarios es el más im-
portante del Municipio de Morón y Poder Ciudadano había participado an-
teriormente en esta contratación en los años 2000 y 2003, cuando actuó co-
mo observador externo en el proceso de licitación pública internacional por
el que se adjudicó la concesión del servicio y en el proceso de renegociación
del contrato, respectivamente. En aquellas oportunidades se realizó una AP
para elaborar en forma participativa las bases y condiciones que rigieron di-
chos procedimiento y, además, en el primer caso, se firmó un Pacto de Inte-
gridad entre los oferentes y el gobierno municipal.

Los resultados de las AP fueron positivos respecto de la participación ciuda-
dana y de la valiosa influencia en los distintos aspectos del contrato entre el
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gobierno y la empresa privada. Este contrato venció en enero de 2006. 

Debido a ello, el gobierno de Morón ha iniciado el procedimiento de una li-
citación pública internacional para una nueva concesión del servicio de reco-
lección de residuos. En esta oportunidad, las autoridades del Municipio con-
vocaron a las siguientes organizaciones para que, en calidad de observadores
externos, velen por el cumplimiento de la reglamentación pertinente, que se
respeten los plazos y se garantice la concurrencia de la ciudadanía:
3 Poder Ciudadano.
3 Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN).
3 Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Cre-

cimiento (CIPPEC).

En ese contexto, y en el marco del acuerdo de discrecionalidad cero vigente
entre Poder Ciudadano y el Municipio de Morón, que compromete al Mu-
nicipio entre otras cosas a profundizar las políticas públicas en la gestión y
participación ciudadanas mediante la implementación de AP, ambas institu-
ciones firmaron para este proceso un convenio de transparencia, donde se es-
tablecieron los compromisos y responsabilidades de ambas partes. 

3. Audiencia pública

La difusión de la AP se realizó a través de medios gráficos, radio y televisión.
En este caso, se registraron notas sobre la convocatoria y el llamado a inscrip-
ción en los diarios Clarín y Página/12. Sobre el proceso de renegociación, se
registraron notas en los diarios Ámbito Financiero, La Tribuna y Clarín Morón.

Además, se difundió la audiencia a todos los vecinos a través del Boletín In-
formativo “El Municipio de Morón” y se envió una comunicación a 526
OSC e instituciones del distrito de Morón, para informarles del proceso e in-
vitarlas a participar de la AP.

En cuanto al acceso a la información, el Municipio contó con una oficina
donde se podía acceder a una copia del pliego de bases y condiciones. A la vez,
a cada inscripto se le entregó un reglamento y un instructivo de la audiencia.
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De esta manera, y con la presencia del titular del Departamento Ejecutivo,
concejales del distrito de Morón, funcionarios municipales, las organizacio-
nes no gubernamentales citadas anteriormente y vecinos del distrito, se dio
comienzo a la AP. Había 39 participantes inscriptos y 31 expositores, pero el
total de asistentes fue de 207.

En la audiencia se trataron varios temas. En cuanto a la problemática ambien-
tal, el doctor Sabsay, de la FARN, hizo hincapié en complementar los aspec-
tos social, ambiental y económico, y dejar de lado la visión antigua de corto
plazo. A la vez, se hicieron reclamos en torno a la implementación de políti-
cas orientadas a favor de los cartoneros y se hicieron repetidas peticiones en
favor de una campaña por la recolección diferenciada de residuos. 

En relación con los aspectos específicos del pliego, se formularon críticas so-
bre los requisitos técnicos para presentar ofertas y se debatió si los vehículos
que iban a utilizarse debían admitir solamente nafta o también GNC, tenien-
do en cuenta la diferencia de precio entre estos dos combustibles.

Los sindicatos también intervinieron en la audiencia, para bogar por la incor-
poración de los convenios colectivos de trabajo en el pliego.

Finalmente, se dejó en claro que todas las exposiciones serían incorporadas al
expediente para su posterior tratamiento, lo que debió ser fundamentado, ya
fuera tenido en cuenta para el pliego definitivo o no.

4. Pacto de Integridad

El PI fue firmado por el Municipio, por los oferentes y por Poder Ciudada-
no, en calidad de testigo.

Este proceso presentó una particularidad que merece ser destacada. Los dos
oferentes que presentaron sus ofertas y firmaron el PI realizaron impugnacio-
nes cruzadas después de la apertura del sobre correspondiente a los aspectos
técnicos. Uno de los dos no pudo responder a la impugnación y debió ser des-
cartado. El Municipio decidió no adjudicar el contrato al único oferente que
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quedaba en la licitación, sino que hizo uso de sus facultades y declaró desier-
ta la licitación por falta de competencia y llamó a una nueva licitación. 
En el nuevo proceso, se presentó un nuevo oferente, además del anterior, y la
adjudicación se realizó de acuerdo con los procedimientos normales y con
una nueva firma del PI entre los nuevos oferentes, el Municipio y Poder Ciu-
dadano.

5. Conclusiones

Tanto la etapa previa como la AP se desenvolvieron por los caminos adecua-
dos. El procedimiento de la AP se llevó a cabo en las formas preestablecidas
y se respetaron las normas y los principios aplicables en la materia. 

El Municipio de Morón efectuó una difusión adecuada, lo que permitió una
concurrencia numerosa. El buen manejo de los canales de comunicación po-
sibilitó que la ciudadanía demostrara nuevamente que el servicio de recolec-
ción de basura es de sumo interés para sus habitantes.

Asimismo, se notó un avance en la calidad de las participaciones respecto de
la primera AP llevada a cabo en el año 2000. En efecto, en esta ocasión, las
intervenciones estuvieron orientadas a las diferentes cuestiones particulares
establecidas en el proyecto del pliego puesto a debate. Además, la circunstan-
cia de contar con asistentes y participantes con conocimientos previos fue be-
neficiosa para el proceso. El desarrollo resultó ordenado y no se registraron
interferencias durante las participaciones.

El Municipio, más precisamente la Secretaría de Infraestructura y Planea-
miento Urbano, elaboró un informe donde se dejó en claro el tratamiento de
todas las intervenciones de los asistentes a la audiencia. El informe da trata-
miento a cada una de las observaciones, fundamentando la decisión de incor-
porarla o no al pliego definitivo. La siguiente es una respuesta positiva de la
Secretaría a una intervención de un ciudadano en la AP, que consta en la ver-
sión taquigráfica: “todas las expresiones de la doctora son compartidas por el
Municipio y serán tenidas en cuenta tanto en el pliego definitivo como en los
programas del área específica”.
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De esta manera, el Municipio les otorgó tratamiento a las intervenciones ha-
ciendo efectiva la participación formal en la AP.

Acuerdo sectorial de la transparencia entre las empresas fabricantes de tu-
berías para infraestructura de agua potable

1. Herramienta

Acuerdo sectorial de la transparencia

2. Contexto

Esta iniciativa se está desarrollando por primera vez en la Argentina a través
de Poder Ciudadano10 y se implementa en el marco de una estrategia regio-
nal de Transparencia Internacional (TI) para América Latina. Transparencia
Internacional propuso a sus capítulos latinoamericanos impulsar procesos
que concluyeran en la firma de acuerdos sectoriales de la transparencia en sus
relaciones con el Estado y con el propio sector privado.

En Colombia, desde 2004, once empresas fabricantes de tuberías para in-
fraestructura de agua potable y desagües agrupadas en el gremio ACODAL,
con la facilitación de Transparencia por Colombia (Capítulo Nacional de
Transparencia Internacional), llevaron a cabo un proceso de diálogo que cul-
minó con la suscripción de un acuerdo para prevenir prácticas de corrupción
en las empresas de este rubro.

En la Argentina, en junio de 2005, una serie de empresas y la Asociación Ar-
gentina de Ingeniería Sanitaria y Ciencias del Ambiente (AIDIS) se reunie-
ron en Buenos Aires con Transparencia Internacional, sus capítulos colom-
biano y argentino (Transparencia por Colombia y Poder Ciudadano, respec-

10Por ello no cuenta con conclusiones acabadas.
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tivamente), y resolvieron que se llevaría adelante un proceso similar al de
Colombia en el país.

3. Acuerdo sectorial de la transparencia

Esta iniciativa de las empresas participantes intenta prevenir y com-
batir conductas desleales o anticompetitivas en su sector, por lo que

su actuación conjunta no procura obtener ventajas comerciales,
económicas o alentar prácticas que afecten la libre competencia del
mercado.A la vez, el compromiso se extiende hacia el interior de las
empresas, sus relaciones de negocios y sus relaciones con el Estado,
promoviendo la confianza y la credibilidad por parte de los clientes
y demás grupos de interés, fomentando la responsabilidad social en

la actividad empresarial y el respeto por la ley.

Se comenzó a trabajar para definir las problemáticas que el acuerdo local de-
bía contemplar. Para ello, las empresas promotoras contaron con el apoyo de
Transparencia por Colombia, Poder Ciudadano, la Asociación Argentina del
PVC y AIDIS.

Posteriormente se convocó a otras empresas del sector a formar parte del pro-
ceso con el objetivo de incluirlas en la firma del acuerdo, de modo que se con-
templase la totalidad de los materiales de fabricación del área productiva.11 A
lo largo del proceso, iniciado en agosto 2004, se realizaron doce reuniones,
nueve de las cuales fueron desarrolladas durante el 2005.

La primera fase del proceso culminó el 15 de diciembre de 2005 con la firma
de la Declaración de Adhesión de “Principios Empresariales para la Transpa-
rencia” (Véase Anexo IV) por parte de las empresas Amanco Argentina S.A.,
Amitech Argentina S.A., Krah América Latina S.A., Nicoll Eterplast S.A., Pe-
troplast S.A., Saint Gobain (Canalización Argentina) S.A., Steel Plastic S.A.,
Tigre Argentina S.A. y Tuboloc S.A., con la adhesión de AIDIS y con el apo-

11A saber, PVC, PRFV, etc.
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yo de la Fundación Avina y Poder Ciudadano. De esta manera, las empresas
se comprometieron a adoptar y fomentar prácticas efectivas para contrarrestar
el soborno, la corrupción y todo comportamiento de competencia desleal.

Por otro lado, la herramienta prevé un mecanismo de control interno para el
cumplimiento de los principios como garantía de resolución de consultas o
potenciales conflictos. Para ello, contempla la conformación de un Comité de
Ética que estará integrado por tres miembros de diversos sectores y de reco-
nocida trayectoria e idoneidad en la temática, así como una serie de sancio-
nes para los miembros en caso de incumplimiento.

En esa oportunidad se acordó que Poder Ciudadano adopte el rol de facilita-
dor del proceso, por lo cual acompañará la implementación del acuerdo y ve-
lará por su cumplimiento en experiencias concretas que, a partir de 2006, po-
nen en práctica los diversos puntos consensuados.

La segunda etapa de esta iniciativa que se encuentra en marcha, consiste en la
aplicación de la declaración suscripta. Para ello, el grupo de las nueve empresas
firmantes del acuerdo, AIDIS (en su rol de acompañante) y Poder Ciudadano
han desarrollado un Plan de Acción (PA) que ordena la implementación del ins-
trumento. (Véase Anexo IV).
El PA pauta un cronograma de trabajo compuesto de estas dos partes:
3 La primera se refiere a las acciones destinadas a poner en marcha los cinco

principios acordados. 
3 La segunda incentiva la efectivización de los principios operativos descrip-

tos en el anexo del acuerdo.
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OTRAS EXPERIENCIAS EN AMÉRICA 

Así como Poder Ciudadano ha implementado una serie de herramientas a lo
largo de los años, no desconoce que existen otras que persiguen el mismo fin.
En ese sentido, se describirá una serie de experiencias en América, que, aun-
que a riesgo de no presentar un análisis exhaustivo, pretende ser lo suficien-
temente abarcativo como para dar a conocer un contexto regional semejante
al de Argentina.

Colombia

Precios Comparados

A fines de la década de 1990 la Veeduría Distrital de Santa Fe de Bogotá, una
entidad pública adscripta a la Alcaldía de la Ciudad, puso en ejecución el pro-
grama “Precios Comparados”. Lejos de buscar ejercitar funciones de control
y sanción, el objetivo de la Veeduría era consolidar la gestión y los procedi-
mientos internos en la Administración. Se proponía obtener información so-
bre los precios de mercado y los precios a los cuales la Administración efec-
tuaba sus compras, compararlos y así dar cuenta del grado de eficiencia de las
compras públicas, es decir, de si la Administración compraba caro o barato.

Hacia 1998 Veeduría había publicado nueve boletines sobre “Precios y Com-
pras”. En los informes, se reflejaban los precios a los que compraban las dife-
rentes oficinas, así como la calidad de los bienes que se adquirían. Al mismo
tiempo, Veeduría, actuando de incógnito, acudía al mercado y ofertaba por los
mismos bienes buscando obtener el “precio de mercado” de cada bien adquiri-
do por la Administración. Posteriormente, ambos precios se comparaban y se
publicaban las diferencias entre ellos. Estas diferencias eran justificadas por la
Administración, en gran medida, por los retrasos en los pagos por las oficinas.

A simple vista, este programa no parece difícil de implementar. Sin embargo,
las experiencias indican que, en la práctica, la ejecución del programa “Pre-
cios Comparados” fue más complejo de lo que se esperaba. Las veedurías te-
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nían cortocircuitos a la hora de conseguir la información por parte de las ofi-
cinas. Algunas de ellas argumentaban que se les solicitaba un volumen exce-
sivo de información, mientras que otras las veían como una suerte de control
interno, ignorando los beneficios que se pudieran lograr en términos de efi-
ciencia. Por estas dificultades, durante 2001 se buscó incorporar un paso más,
previo a la publicación de los resultados en el boletín, articulando los resulta-
dos con las distintas oficinas.

Los resultados que se fueron percibiendo hasta el momento no parecen tener
un parámetro determinado ni demostrar una tendencia que se sostenga en el
tiempo. Por el contrario, los movimientos de precios parecieran ser erráticos,
aumentando en algunas áreas y disminuyendo en otras. En consecuencia, los
precios pagados por algunas oficinas continuaron siendo, en muchos casos,
mucho más altos que los precios de mercado.

Este caso merece una especial atención porque pone el foco en la relación que
existe entre transparencia y eficiencia. Si bien el objetivo inicial del programa
“Precios y Compras” se vinculaba a la búsqueda de transparentar el mecanis-
mo de compras de las diversas oficinas, se puede observar que si se es exitoso
en este primer objetivo, indefectiblemente se logrará una mayor eficiencia en
las compras. Éste es un ejemplo más de la relación directa que existe entre
transparencia y eficiencia en materia de compras públicas; si se abren los me-
canismos de compra y se transparentan los términos según los cuales la Ad-
ministración efectúa sus adquisiciones (precio y calidad), se estará logrando
comprar bajo mejores condiciones, utilizando eficientemente los recursos de
toda la ciudadanía.

Chile

Los Convenios Marco

El Convenio Marco se encuadra dentro del Sistema de Contrataciones y
Compras Públicas, ChileCompra. Dentro de los objetivos principales de es-
te organismo se encuentran los siguientes:

    



111

3 Consolidar un sistema de compras transparente y de amplio acceso, instalan-
do canales de información para que los proveedores y el público en general
puedan participar de las oportunidades y los resultados de las contrataciones.

3 Aumentar el ahorro y la eficiencia del gasto público, fomentar el comercio y
el gobierno electrónico, y apoyar la competitividad de las empresas chilenas.

Si bien la legislación establece como principio general la licitación pública, el
artículo 18 obliga a utilizar el Convenio Marco por sobre cualquier otro pro-
cedimiento de selección. Este último se creó en 2003 y tiene como objetivo
principal conseguir precios más convenientes para la Administración Públi-
ca. Establece precios y condiciones de compra durante un determinado pe-
ríodo de tiempo. Se agrupan varios bienes y servicios que tienen como fina-
lidad satisfacer una misma necesidad, se consolida su demanda y así se gene-
ran requerimientos más atractivos para el proveedor, quien estará en condi-
ciones de ofertar a mejores condiciones y menores precios. Las compras con-
solidadas son una forma simple y eficiente de asignar recursos: permiten dis-
minuir costos, eliminar tiempos innecesarios y evitar la excesiva utilización de
recursos humanos.

ChileCompra es el encargado de negociar los términos y las especificaciones
de los productos y/o servicios que figuran en el Catálogo Electrónico de Pro-
ductos. La variedad de precios y marcas, así como la variada gama de produc-
tos, hacen al éxito de la herramienta; cuanto mayor es la variedad, más com-
petencia existe entre los proveedores y, a la vez, menores precios, lo que ma-
ximiza los recursos públicos. 

De acuerdo con esto, cada organismo debe consultar si el bien o servicio que
va a contratar se encuentra disponible en el catálogo. En caso afirmativo, el
organismo deberá adquirirlo emitiendo directamente la orden de compra al
proveedor. De esta forma, el proveedor está obligado a cumplir con la orden,
conforme a las especificaciones preestablecidas.

El Convenio Marco presenta numerosos beneficios, sobre todo para bienes de
tipo estandarizados, como las resmas de papel y algunos elementos que deben
tenerse en cuenta a fin de que sus fortalezas no se transformen en debilidades:
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Ecuador

Licitenet.com

Hacia fines de la década de 1990, la única forma de obtener información so-
bre contrataciones públicas en Ecuador era a través de la prensa gráfica, que
la proveía de manera dispersa y subjetiva. El Estado no brindaba ningún tipo
de información a la ciudadanía sobre los procesos de compra.

En este contexto, un grupo de empresarios y la Corporación Latinoamerica-
na para el Desarrollo (CLD), Capítulo Nacional de Transparencia Internacio-
nal, crearon Licitenet.com, un portal electrónico que contenía información
sobre las contrataciones públicas, con el objetivo de elaborar un sistema que
proporcione información oportuna a la ciudadanía y a los proveedores del Es-
tado, y con la intención de generar un espacio de discusión sobre los incon-
venientes que presentaba el sistema.

Principalmente, mediante la implementación de Licitenet.com se buscaba
demostrar que la transparencia, entendida como la circulación de la informa-
ción y, especialmente, como la disminución de la discrecionalidad en las di-
versas etapas del proceso de compra, genera ahorro para el Estado. Esto sig-
nifica que la transparencia se encuentra directamente ligada a la eficiencia.

EElleemmeennttooss ppaarraa tteenneerr eenn ccuueennttaa

• Si no se logra una considerable competencia entre los
proveedores, se corre el riesgo de que la Administra-
ción compre a precios más altos de los que podría
comprar a mayor competencia.

• Al mismo tiempo, el hecho de realizar compras conso-
lidadas requiere estricta relación con los presupues-
tos anuales de compras. Si un organismo quiere efec-
tuar una compra consolidada, debe contar con que
sus pares hayan elaborado correctamente y en térmi-
no el presupuesto anual de compras. De lo contrario,
la ventaja de comprar por volumen se desvanece.

VVeennttaajjaass yy bbeenn eeffiicciiooss

• El sistema permite que las compras de
este tipo de bienes se realicen de for-
ma rápida y a bajos costos, siempre y
cuando se puedan llevar a cabo las
mencionadas compras consolidadas,
entre varios organismos.

• Otra ventaja radica en la facilidad de
acceso que presenta el portal de Chile-
Compra. El proveedor sólo debe regis-
trar el producto a ofertar, con las espe-
cificaciones técnicas pertinentes y ya
está en condiciones de ser contratado.
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La primera labor que se debió llevar a cabo para la implementación del por-
tal se relacionó con la investigación de las fuentes de información. Se realizó
un seguimiento de las diferentes fuentes de información sobre los procesos de
contrataciones vigentes. La legislación estipula que las contrataciones deben
ser publicadas en los dos medios de mayor tirada del país, pero, en ese enton-
ces, no estaban definidos con claridad cuáles eran. Por ello, en la práctica, los
procesos eran publicados en por lo menos dieciocho medios gráficos. En es-
te sentido, se utilizaron esos dieciocho medios de comunicación para la ex-
tracción de información. Se los revisaba diariamente, se identificaban los
anuncios sobre contrataciones públicas en todo el país, se digitalizaban y se
actualizaba el portal dos veces por día.

Después de haber puesto a prueba el sistema un par de meses, se formalizó
su lanzamiento a fines de 2001 y se dio comienzo a la etapa de difusión y co-
mercialización. Si bien el 80% de la información del sitio era accesible para
toda la ciudadanía, una parte de la información debió ser limitada, para ga-
rantizar la sustentabilidad del proyecto. Se definió un sistema de suscripcio-
nes pagas que permitió que quien accediera a ellas contara con información
especialmente procesada.

3 La información fue distribuida en tres grandes grupos:
3 Las contrataciones vigentes
3 Las contrataciones cerradas
3 Las contrataciones adjudicadas

El portal también desplegaba buscadores para poder acceder a información
más específica: fecha de licitación, nombre de la institución convocante, lu-
gar de ejecución, tipo de obra o servicio, tipo de contacto y tipo de partici-
pante. La ciudadanía tenía la posibilidad de acceder a la sección de las con-
trataciones vigentes hasta el primer resultado, pero le quedaba vedado el ac-
ceso a los resultados específicos de la contratación. El acceso a las contrata-
ciones cerradas o adjudicadas era de ingreso universal, mientras que el sus-
criptor se encontraba habilitado para entrar en cualquier instancia.

El portal contaba con una serie de limitaciones, generalmente externas al sis-

         



114

tema en sí mismo, que terminaron atentando contra su continuidad:
3 Por un lado, menos del 10% de la población ecuatoriana contaba con ac-

ceso a Internet. Este hecho no posibilitó, de alguna manera, que el portal
fuera utilizado en forma masiva.

3 Por otro lado, la legislación obligaba a publicar llamados a concurso acer-
ca de contrataciones sobre un monto fijo determinado, dejando a discre-
ción de cada institución el manejo de las compras más pequeñas. Por tan-
to, gran parte de los procesos de compra no podían ser publicados en Li-
citenet.com.

3 A estas limitaciones se les sumaba el hecho de la falta de confianza en los
sistemas tecnológicos de información por parte de las empresas.

Si bien en la Argentina mecanismos de información como el implementado
por la CLD definitivamente no podrían ser replicados en procesos naciona-
les –en éstos existe la obligación de publicar los procesos en el portal de la
ONC–, pueden ser sumamente útiles en municipios donde no exista norma-
tiva al respecto ni un adecuado acceso a la información en relación con los
procesos de contrataciones públicas.

México

Testigo Social de la Transparencia

Transparencia Mexicana, el capítulo mexicano de Transparencia Internacio-
nal, ha desarrollado diversos mecanismos preventivos tendientes a disminuir
los riesgos de corrupción dentro de las contrataciones públicas y, a mediano
y largo plazo, restaurar la confianza de la ciudadanía en el Estado. Uno de
esos mecanismos es el ya mencionado Pacto de Integridad, que representa un
acuerdo formal entre los gobiernos y los oferentes de una licitación para evi-
tar prácticas irregulares o corruptas dentro de un proceso de compra pública.

Pero el mecanismo mexicano posee un procedimiento diferente del mencio-
nado anteriormente. En este caso, los Pactos de Integridad se firman en pre-
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sencia de un Testigo Social (TS), miembro de la sociedad civil. El TS, o bien
su equipo de trabajo, debe gozar de fama, confianza y reconocimiento en re-
lación con la materia sobre la que va a atestiguar y es imprescindible que sea
absolutamente independiente respecto de las partes involucradas para evitar
la existencia de conflictos de intereses.

Entre las funciones del TS se pueden mencionar:
3 Participar en la revisión de las bases de la licitación y de la convocatoria.
3 Estar presente en todas las sesiones que se lleven a cabo con posibles ofe-

rentes.
3 Recibir las declaraciones de integridad de las partes.
3 Atestiguar sobre la entrega de las propuestas técnicas y económicas.

Es de suma importancia que el TS tenga acceso irrestricto a la información
generada durante todo el proceso.12 Una vez terminada la licitación, el TS de-
be recopilar toda la información generada para que luego TM efectúe su in-
forme final, donde se hará hincapié sobre los aspectos positivos y negativos
observados, verificando si las partes han cumplido con lo preestablecido.

La intervención del TS a través de TM debe ser financiada. Por tanto, en el
convenio de colaboración que debe firmarse con el gobierno, es imprescindi-
ble que se establezca el aporte económico que la intervención signifique, ba-
sándose en el tiempo real de trabajo del TS –ya sea de él solo o de todo su
equipo de trabajo–. El costo de la intervención debe ser financiado y, para
ello, TM cuenta con tres opciones:
3 La totalidad a cargo del licitante.
3 La totalidad a cargo del ganador de la licitación.
3 Un 50% por el licitante y el otro 50% a cargo del ganador o los ganado-

res de la licitación.

La aplicación de esta herramienta presenta ventajas en favor de:
3 La transparencia, al contar con un experto técnico de intachable reputa-

12Toda la guía enunciativa sobre los requisitos y actividades del TS se encuentran en la siguiente página:
www.transparenciamexicana.org.mx 
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ción dentro del proceso.
3 La eficiencia, ya que los aportes del TS contribuyen a una mejor elabora-

ción del pliego de bases y condiciones y, por tanto, a una compra más efi-
ciente.

3 La credibilidad de la opinión pública, gracias a la presencia de un técnico
de idoneidad y probidad reconocidas.

Al mismo tiempo, TM cuenta con la posibilidad de retirarse del proceso, en
cualquiera de sus etapas, si considera que las condiciones para el monitoreo
no se encuentran dadas. Este hecho les da fuerza a las ventajas planteadas an-
teriormente.

En abril de 2005, Poder Ciudadano, capítulo argentino de Transparencia In-
ternacional, visitó a su par mexicano (TM) con la intención de replicar la ex-
periencia del TS en la Argentina.13 Tras haber recopilado toda la información
e incorporado los conceptos necesarios, Poder Ciudadano se encuentra apli-
cando un símil del TS en una contratación en la ciudad de Buenos Aires has-
ta la publicación de este manual.

13La visita fue posible gracias al apoyo de la Embajada del Británica en la Argentina.
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Acciones qui tam

Un enfoque que vale la pena considerar es el de la acción qui tam, que tiene
sus raíces en la Inglaterra medieval (1424), donde a un súbdito que logró
demostrar una conducta ilícita se le recompensó con parte de la multa que
tuvo que pagar el autor. Recién establecido, el Congreso de Estados Unidos
difundió el concepto a sus primeros 14 estados a través de la Ley de Denun-
cias Falsas.

Una acción qui tam consiste en una demanda legal iniciada por un ciuda-
dano denunciando un desvío o utilización incorrecta de fondos públicos.
Generalmente estos desvíos tienen lugar por acciones fraudulentas de con-
tratistas del Estado o de sus propios funcionarios. La esencia de la acción
qui tam es el derecho que adquiere el denunciante a reclamar un porcenta-
je del dinero que el Estado recupere si prospera la acción legal. Representa
un incentivo concreto para quien tiene conocimiento de hechos de corrup-
ción. Al haber un derecho a participación económica en el resultado, el ciu-
dadano impulsará su denuncia por tener una motivación adicional a la de
orden moral.

En Estados Unidos, cualquier individuo puede entablar este tipo de accio-
nes y existen formas para proteger a los denunciantes. Se envían al gobier-
no copias de los procedimientos y éste tiene 60 días para decidir si el De-
partamento de Justicia debe intervenir y tomar la responsabilidad principal
de ejecutar la acción. Si éste decide intervenir, el denunciante original tie-
ne derecho a permanecer como parte de la acción. Si esto ocurre y el de-
nunciante individual tiene éxito, recibe 10% de la suma recuperada. En
cambio, si el Departamento de Justicia no interviene y el denunciante tie-
ne éxito recibe el 25%.

La implementación de esta práctica permite la recuperación de cifras millo-
narias, con la consecuente retribución al autor de la denuncia. Hay nume-
rosas oficinas de abogados especializadas en patrocinar este tipo de acciones
y organizaciones que ofrecen asistencia on line. Una de ellas declara ser la
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más exitosa y haber obtenido la restitución al Tesoro de más de 2.000 millo-
nes de dólares.

En Argentina existe un proyecto de Ley presentado en la Cámara de Dipu-
tados de la Nación en 2003 que hasta el momento no ha tenido tratamien-
to formal.

 



¿CÓMO REGULAN EL PRINCIPIO DE
TRANSPARENCIA LAS NORMAS DE
CONTRATACIONES PÚBLICAS?

El principio de transparencia en las contrataciones públicas está íntimamen-
te ligado a conceptos clave, como los siguientes:
3 Fundamentación de acciones y decisiones. 
3 Derecho a informarse de la sociedad. 
3 Publicidad de los actos en las diferentes etapas. 
3 Control social. 
El marco normativo de referencia para la transparencia en materia de contra-
taciones públicas se rige por las siguientes reglamentaciones:14

14Este punto se referirá exclusivamente a las normas que regulan el principio de transparencia en las compras
públicas. Más adelante se analizarán los principios restantes.

SEGUNDA PARTE

¿Qué dicen las normas?

NNoorrmmaass iinntteerrnnaacciioo nnaalleess

• Ley 24.759 y Ley 26.097, que aprueban,
respectivamente:

• Convención Interamericana contra la Corrupción
• Convención de las Naciones Unidas contra la

Corrupción

NNoorrmmaass nnaacciioonnaalleess

• Código de Ética de la Función Pública
(Decreto 41/99)

• Ley de Ética Pública (Ley 25.188)
• Decreto 1023/01
• Decreto 436/00
• Ley de Responsabilidad Fiscal 

(Ley 25.152)
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En el ámbito nacional

El Código de Ética de la Función Pública dispone que la transparencia es
exigible a todo funcionario público, ya que éstos deben ajustar su conducta
al derecho que tiene la sociedad de estar informada sobre la actividad de la
Administración (Art. 20 del decreto 41/99). Por su parte, la ley de Ética Pú-
blica establece como principio que quienes ejercen la función pública deben
“fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adopta-
das sin restringir información, a menos que una norma o el interés público
claramente lo exijan” (Ley 25.188, art. 2º, inc. e).

Puntualmente, la “transparencia en los procedimientos” es uno de los prin-
cipios generales y centrales de las contrataciones públicas, tal como lo señala
su norma rectora: el decreto 1023/01 (art. 3º, inc. c).15 En su artículo 9º se
define el principio de transparencia de la siguiente manera: 

Art. 9° — TRANSPARENCIA. La contratación pública se desa-
rrollará en todas sus etapas en un contexto de transparencia que se
basará en la publicidad y difusión de las actuaciones emergentes de
la aplicación de este régimen, la utilización de las tecnologías infor-
máticas que permitan aumentar la eficiencia de los procesos y faci-
litar el acceso de la sociedad a la información relativa a la gestión
del Estado en materia de contrataciones y en la participación real y
efectiva de la comunidad, lo cual posibilitará el control social sobre
las contrataciones públicas.

15El Decreto 1023/01 es un reglamento delegado por la Ley 25.414, en los términos del artículo 76 de la
Constitución Nacional, y, como tal, tiene rango de ley. Art. 3°: PRINCIPIOS GENERALES. Los principios
generales a los que deberá ajustarse la gestión de las contrataciones, teniendo en cuenta las particularidades de
cada una de ellas, serán éstas:
a) Razonabilidad del proyecto y eficiencia de la contratación para cumplir con el interés general comprometido
y el resultado esperado. 
b) Promoción de la concurrencia de interesados y de la competencia entre oferentes.
c) Transparencia en los procedimientos. 
d) Publicidad y difusión de las actuaciones.
e) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, aprueben o gestionen las contrataciones.
f ) Igualdad de tratamiento para interesados y para oferentes.
Desde el inicio de las actuaciones hasta la finalización de la ejecución del contrato, toda cuestión vinculada a la
contratación deberá interpretarse sobre la base de una rigurosa observancia de los principios que anteceden. (El
destacado no pertenece al original).
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Asimismo, teniendo como base el principio de transparencia, la aper-
tura de las ofertas siempre se realizará en acto público, siendo ello tam-
bién aplicable a las contrataciones públicas electrónicas. (Párrafo in-
corporado por art. 4° del Decreto N° 666/2003 B.O. 25/3/2003. Vi-
gencia: desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi-
cial, y será de aplicación a las contrataciones que, aunque autorizadas
con anterioridad, tengan pendiente la convocatoria.)

Como puede observarse, al desarrollar el principio de transparencia la norma
no sólo la relaciona con el principio de publicidad de los actos,16 sino que
va aún más allá y deja en claro que la transparencia tiene como fin posibili-
tar el control social sobre las contrataciones públicas.

Ello no podría ser de otra manera ya que, si bien las contrataciones públicas
tienen como finalidad inmediata adquirir un bien, un servicio o ejecutar una
obra de la mejor calidad y al menor precio posibles –respetando principios
esenciales como la publicidad, la igualdad, la concurrencia y la responsabili-
dad de los funcionarios–, todo el proceso debe cumplir con estándares mí-
nimos de transparencia que permitan un efectivo control social, tal como
lo dispone la normativa.

La misma norma nos brinda un parámetro sobre el contenido del
control social, el que debe darse sobre lo siguiente:
3 El efectivo cumplimiento de los demás principios de las contrata-

ciones
3 El acceso a la información como herramienta fundamental de es-

te control.

En consonancia con estos lineamientos, el decreto 436/0017, posee un Título y
un Capítulo especial denominado “Transparencia en la gestión de las contra-

16El principio de publicidad en la Argentina tiene rango constitucional, ya que emerge del sistema republicano, rep-
resentativo y popular establecido en el artículo 1º de la Constitución Nacional.
17Se trata de un decreto reglamentario, en los términos del artículo 99,2 de la Constitución Nacional. A la vez, es
reglamentario del Decreto 1023/00. El hecho de que sea anterior a la norma que reglamenta está dado porque esta
norma reglamentaba la anterior Ley de Contabilidad que luego fue derogada por el Decreto 1023/01. Es decir,
hasta tanto no se dicte una nueva reglamentación del Decreto 1023/01, seguirá aplicándose el Decreto 436/00.
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taciones”. Allí, entre otras cuestiones, se regula que todos los órganos de la Ad-
ministración tienen la obligación de enviar a la Oficina Nacional de Contrata-
ciones (ONC) “la información derivada de los procedimientos de contratacio-
nes que lleven a cabo conforme al presente régimen,18 la que tendrá a su cargo
el control, la supervisión y la administración general del sistema” (art. 7º).19

Dentro de este marco normativo orientado a la transparencia de las contrata-
ciones públicas, aparece como central la “cláusula anticorrupción”20 según la
cual se sanciona con el rechazo de la propuesta o la oferta si se verifica algún
tipo de tráfico de influencias o el hecho de dar dádivas (“coimas”) a los fun-
cionarios para obtener ventajas en el trámite de la contratación, independien-
temente de la responsabilidad penal que ese actuar delictivo implique, aun
cuando se califique legalmente como “en grado de tentativa”.21

La cláusula referida enfoca el fenómeno de la corrupción desde el punto de
vista del particular que se ve favorecido por tales prácticas y lo sanciona en
el ámbito contractual bajo dos posibles modalidades:

3 Con el rechazo de su oferta (en el caso de que esté en trámite el pro-
cedimiento de licitación pública). 

3 Con la rescisión del contrato (en el caso de que se compruebe que
quien ha sido elegido contratista incurrió en esas conductas).

19Sobre Las funciones de la ONC, véase punto 11.1.8 de Descripción y análisis de la normativa general.
20Contenida tanto en el art. 10 del Decreto 1023/01, así como en el art. 9º del Anexo del Decreto 436/00:
“ANTICORRUPCIÓN. Será causal determinante del rechazo sin más trámite de la propuesta u oferta en
cualquier Estado de la licitación o de la rescisión de pleno derecho del contrato dar u ofrecer dinero o cualquier
dádiva a fin de que:
a) Funcionarios o empleados públicos con competencia referida a una licitación o contrato hagan o dejen de
hacer algo relativo a sus funciones.
b) O para que hagan valer la influencia de su cargo ante otro funcionario o empleado público con la compe-
tencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones. 
c) Cualquier persona haga valer su relación o influencia sobre un funcionario o empleado público con la com-
petencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones.
Serán considerados sujetos activos de esta conducta quienes hayan cometido tales actos en interés del contratista
directa o indirectamente, ya sea como representantes administradores, socios, mandatarios, gerentes, factores,
empleados, contratados, gestores de negocios, síndicos, o cualquier otra persona física o jurídica. Las conse-
cuencias de estas conductas ilícitas se producirán aun cuando se hubiesen consumado en grado de tentativa.
21La conducta ilícita se consuma “en grado de tentativa” cuando no se obtiene el resultado buscado, por un
motivo ajeno a la voluntad de quien realiza esa conducta (por ejemplo, cuando el funcionario que iba a recibir
un soborno se arrepiente y no recibe el dinero). El soborno, en realidad, no existió, aunque sí existió la tenta-
tiva, el intento, de hacerlo.
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Aquí debe tenerse presente que la corrupción reconoce dos caras: junto con
la conducta del funcionario, sancionada por otras normas, existe, ineludible-
mente, una corrupción de raíz privada que beneficia, alimenta y fortalece a
la primera, permitiendo que se propague exitosamente.22

Esta norma ataca las conductas ilícitas de los particulares, 
que pretenden beneficiarse ilegítimamente con el uso privado 

de fondos públicos.

Finalmente, la Ley 25.152 de Responsabilidad Fiscal (es decir, de la admi-
nistración de los fondos públicos) dispone que “la documentación de carác-
ter físico y financiero producida en el ámbito de la Administración Nacional
que allí se detalla tiene el carácter de información pública y será de libre ac-
ceso para cualquier institución o persona interesada en conocerla”. (Art. 8º).

Se puede decir entonces que el principio de transparencia tiene dos ámbitos
de manifestación: 

22Julio Rodolfo Comadira, Derecho Administrativo, op. cit., pp. 612 y ss.
23Véanse, por ejemplo, los arts. 5º a 7º del Anexo del Decreto 436/00. Las funciones desempeñadas por la ONC
y el resto de los organismos contratantes se desarrollan en el punto 11.
24Julio Rodolfo Comadira, op. cit., p. 600.

ÁÁmmbbiittoo eexxtteerrnnoo

La transparencia se consigue a través de llaa ppeerrmmaa--
nneennttee iinntteerrvveenncciióónn ddee llooss ooffeerreenntteess eenn llaass aaccttuuaacciioo --
nneess aaddmmiinniissttrraattiivvaass;; ppoorr llaa mmaassiivvaa ppuubblliicciiddaadd yy ddiiffuu --
ssiióónn ppúúbblliiccaa qquuee ssee ddéé aa ddiicchhaass aaccttuuaacciioonneess,, ddee mmoo --
ddoo qquuee ppuueeddaann sseerr ccoonnoocciiddaass ppoorr llaa ssoocciieeddaadd cciivviill y
por eell rreessppeettoo iirrrreessttrriiccttoo de las formas normativa-
mente impuestas, “las formas son, en una República,
aliadas inseparables de la transparencia”.24

ÁÁmmbbiittoo iinntteerrnnoo ((ddee llaa AAddmmiinniissttrraacciióónn))

La transparencia se logra, entre otros me-
canismos, mediante eell eennvvííoo ppeerrmmaanneennttee,,
ddeettaallllaaddoo,, aaddeeccuuaaddoo yy vveerraazz ddee ttooddaa llaa iinn --
ffoorrmmaacciióónn rreellaattiivvaa aa llaass ccoonnttrraattaacciioonneess ppúú --
bblliiccaass,, aall óórrggaannoo rreeccttoorr ddeell ssiisstteemmaa ddee ccoonn --
ttrraattaacciioonneess ddee llaa AAddmmiinniissttrraacciióónn NNaacciioonnaall::
llaa OOffiicciinnaa NNaacciioonnaall ddee CCoonnttrraattaacciioonneess ((OONNCC))
dependiente de la Jefatura de Gabinete de
la Nación.23
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Normas internacionales

Entre las normas internacionales vigentes en la Argentina, las leyes 24.759 y
26.097 aprobaron la Convención Interamericana contra la Corrupción y la
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, ambos tratados
internacionales que gozan de jerarquía superior a las leyes locales.

La aprobación por parte del Congreso de la Nación de estas dos normas sig-
nifica un paso muy importante en materia de transparencia por ser compro-
misos asumidos por el país que habilitan a los ciudadanos a exigir su cumpli-
miento a las autoridades locales. No obstante esto, no debe perderse de vista
que se trata de declaraciones de principios y estándares mínimos de trans-
parencia que en todos los casos son puestos en práctica a través de las nor-
mas locales mencionadas anteriormente. 

La Convención Interamericana contra la Corrupción, en su artículo II, es-
tablece entre sus propósitos:

1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados
Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancio-
nar y erradicar la corrupción; y
2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Par-
tes a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para pre-
venir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el
ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específi-
camente vinculados a tal ejercicio.

A su vez, en el artículo III, dispone el compromiso de adoptar importantes
medidas preventivas: 

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Esta-
dos Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas,
dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear,
mantener y fortalecer: (…) 5. Sistemas para la contratación de fun-
cionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por par-
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te del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de ta-
les sistemas.25

Es importante destacar que en julio de 2006, Poder Ciudadano, con
la colaboración de CIPPEC, presentó el informe en el Marco de la Se-
gunda Ronda del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación
de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en el que se
analizó el Sistema de Contrataciones de la Argentina.26

La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción trata específi-
camente las contrataciones públicas y obliga a cada Estado Parte a adoptar las
medidas necesarias para establecer sistemas apropiados de contratación públi-
ca, basados en la transparencia, la competencia y criterios objetivos de adop-
ción de decisiones, que sean eficaces, entre otras cosas, para prevenir la co-
rrupción (art. 9º).

También dispone que los sistemas de compras deben tener ciertos estándares
mínimos, como los siguientes:

a) La difusión pública de información relativa a procedimientos de
contratación pública y contratos, incluida información sobre licita-
ciones e información pertinente u oportuna sobre la adjudicación de
contratos, a fin de que los licitadores potenciales dispongan de tiem-
po suficiente para preparar y presentar sus ofertas;
b) La formulación previa de las condiciones de participación, in-
cluidos criterios de selección y adjudicación y reglas de licitación, así
como su publicación;
c) La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la
adopción de decisiones sobre contratación pública a fin de facilitar
la ulterior verificación de la aplicación correcta de las reglas o pro-
cedimientos;

25El destacado es nuestro.
26Véase documento completo en www.poderciudadano.org, Área Transparencia y Anticorrupción.
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d) Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema
eficaz de apelación, para garantizar recursos y soluciones legales en
el caso de que no se respeten las reglas o los procedimientos estable-
cidos conforme al presente párrafo;
e) Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las
cuestiones relativas al personal encargado de la contratación públi-
ca, en particular declaraciones de interés respecto de determinadas
contrataciones públicas, procedimientos de preselección y requisitos
de capacitación.

En la misma norma también se obliga a los Estados Partes a adoptar las me-
didas apropiadas para promover la transparencia y la obligación de rendir
cuentas en la gestión de la hacienda pública.

Estas normas son herramientas fundamentales para combatir la corrupción
de los Estados y deben ser complementadas en su aplicación con las dispo-
siciones locales que promueven la transparencia en la gestión pública, fun-
damentalmente a través del acceso a la información y publicidad de los ac-
tos de gobierno que permitan un efectivo control social.27

¿Qué sucede en la práctica?

Tanto el Congreso de la Nación como la Administración Pública Nacional
han demostrado en los últimos años, desde lo normativo, una evolución
importante tendiente a procurar una gestión estatal transparente. Prueba de
ello es el dictado de las normas generales citadas anteriormente.

27El artículo 10 de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, en materia de información
pública dispone que “Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de con-
formidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias para
aumentar la transparencia en su administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamien-
to y procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre otras cosas:
a) La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan al público en general obtener, cuando
proceda, información sobre la organización, el funcionamiento y los procesos de adopción de decisiones de su
administración pública y, con el debido respeto a la protección de la intimidad y de los datos personales, sobre
las decisiones y actos jurídicos que incumban al público;
b) La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el acceso del públi-
co a las autoridades encargadas de la adopción de decisiones, y
c) La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos sobre los riesgos de corrupción en
su administración pública.
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En el caso particular de las contrataciones públicas hay un esfuerzo
significativo por avanzar hacia ese sentido y los decretos 436/00 y
1023/01 marcaron un paso importante adelante, principalmente
con la creación de un órgano rector al que todas las reparticiones

públicas tienen el deber de remitir información actualizada y 
éste la de publicarla.

Ahora bien, ello no significa necesariamente una proactividad por parte de
los funcionarios públicos que llevan adelante los procesos de contrataciones
públicas hacia el cumplimiento de los principios de transparencia. Como
en muchos otros ámbitos, no siempre existe la correlación deseada entre:

3 la norma y sus fines y 
3 aquellos que tienen el deber de cumplirla.

Según refleja el estudio “Contrataciones Públicas Vulnerables”28 resta mu-
cho por hacer y mejorar en materia de transparencia en las contrataciones
públicas:
3 Es importante mejorar la práctica de cumplir con la obligación de realizar

un Plan Anual de Compras por parte de los organismos y que estos pla-
nes se publiquen y se pongan a disposición de todos antes del comienzo
del año. Esto permitiría comparar qué contrataciones se llevaron a cabo y
cuáles no al final del ejercicio.

3 En las reparticiones de compras de los órganos públicos, difícilmente se
brinde acceso a un expediente de una licitación o de compra directa a un
ciudadano que lo solicite aunque, como ya se señaló, los ciudadanos tie-
nen derecho a acceder a la información relacionada con las acciones y ges-
tiones de la Administración Pública Nacional.

3 Hoy no todas las decisiones de un proceso de compras están debidamen-
te fundamentas, incluso en casos en que esas decisiones son correctas. Es-
to responde a un reflejo cultural de no brindar explicaciones de los actos

28Elaborado por el “Programa contrataciones Públicas Transparentes” y acompaña anexo al presente en formato
digital. También puede ser consultado gratuitamente en el sitio Web www.poderciudadano.org 
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y demuestra una baja capacitación de los funcionarios en materia de trans-
parencia y responsabilidad pública.

Estas vulnerabilidades, y muchas otras, dificultan seriamente los distintos ti-
pos de control que existen sobre los procesos de contrataciones y que son
llevados a cabo por la propia Administración Pública Nacional, el Congreso
de la Nación (a través de la Auditoría General de la Nación) y el control so-
cial. A la vez, las dificultades en el control afectan la determinación de res-
ponsabilidades y la posibilidad de mejorar a futuro a través de la detección
de errores.

También es necesario trabajar para que desde la ciudadanía se 
intensifiquen las acciones tendientes a interiorizarse por la gestión

de las compras públicas en los diferentes momentos o 
etapas del proceso.

Para ello es necesario promover la participación ciudadana. Justamente ése es
el objetivo que persigue este Manual de transparencia y control social en las
contrataciones públicas: brindar herramientas a la sociedad para que conozcan
y se acerquen al sistema de compras públicas, ya que comprometen a toda la
sociedad, tanto en sus beneficios como en sus consecuencias negativas. 
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ÓRGANOS COMPETENTES EN LAS 
CONTRATACIONES DE BIENES Y
SERVICIOS DEL ESTADO
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DESCRIPCIÓN Y ANÁLISIS DE LA 
NORMATIVA GENERAL

Introducción

Aclaración preliminar29

En primer lugar, se analizará el marco normativo que rige las contrataciones
administrativas en el orden nacional; en especial, los decretos 1023/01 y
436/00 y la Ley 13.064. 

A continuación, se expondrá qué se entiende por contratos administrativos
o contratos públicos. 

Luego, se analizará el Régimen de Contrataciones de la Administración Nacio-
nal –normativa aplicable a las contrataciones públicas– y los principios genera-
les que rigen estas contrataciones. Asimismo, se examinarán los procedimientos
de selección del individuo o la empresa que contratará con el Estado, con es-
pecial atención en la licitación pública, por ser el de mayor importancia, toda
vez que fue establecida como principio general. Se detallará también qué son los
Pliegos de Bases y Condiciones, dado que su relevancia en la materia justifica
una especial consideración. Posteriormente se indicarán cuáles son los derechos
y las obligaciones de las partes en el ámbito de las contrataciones públicas.

Además, se hará mención específica de los organismos públicos que intervie-
nen en esas contrataciones, tanto de las partes de los distintos contratos co-
mo los que controlan lo realizado por aquéllos.

Finalmente, a modo de conclusión, se expondrá cuáles son los medios de par-
ticipación ciudadana en las contrataciones públicas que las normas vigen-
tes habilitan. 

2. ¿Qué son los contratos administrativos o públicos?

29Para el desarrollo del presente punto se contó con la colaboración del estudio jurídico Julio Comadira Abogados.
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Cuando hablamos de contrato, en sentido genérico, hacemos refe-
rencia a un acuerdo de voluntades entre dos o más personas –en-
tendidas como las “partes”– que tiene por finalidad regir los dere-
chos de éstas. Las “partes” se ponen de acuerdo acerca de cómo se

regulará una determinada relación entre ellas.

Por ejemplo, cuando dos personas celebran un contrato de compra-venta de
un inmueble, se ponen de acuerdo sobre cuál es el inmueble que una parte
vende y la otra compra, sobre el precio que debe pagarse y la fecha de entre-
ga, entre otras cuestiones vinculadas a la operación. 

Ese “acuerdo de voluntades” es lo que define al contrato como categoría ju-
rídica, independientemente de la clase de que se trate y de quiénes sean las
“partes” que lo celebren. El contrato es, desde su celebración, “ley para las
partes” –es decir que éstas deben respetarlo como a la ley misma– y se cele-
bra para ser cumplido por ellas, quienes deben actuar, a lo largo de toda la re-
lación contractual, con buena fe y probidad.

Ahora bien, cuando el acuerdo de voluntades se anuda entre un particular
–que puede ser un individuo o una empresa– y el Estado –en sus múltiples
manifestaciones; es decir, ministerios, entidades autárquicas, poderes Legisla-
tivo y Judicial, etcétera–, se encuentra destinado a satisfacer una necesidad de
interés general y se regula por normas jurídicas especiales. En este caso se es-
tá frente a lo que se denomina contrato público o contrato administrativo.

Entonces, para determinar cuándo existe un contrato administrativo
o público, debemos considerar tres datos fundamentales:
• que una de las partes sea el Estado –en sus diferentes versiones –;
• que la prestación o actividad objeto del contrato esté destinada a

satisfacer una necesidad de interés general de la ciudadanía, inclu-
so las compras que son necesarias para el funcionamiento de los
organismos públicos, y

• que las normas jurídicas que regulan la relación contractual sean
“especiales”.
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A continuación se desarrollarán con detalle estos tres elementos.

2.1. ¿Cuándo se considera que una de las partes es el Estado?
3 En el caso del Poder Ejecutivo Nacional y sus órganos dependientes, los de-

nominados entes autárquicos o entes descentralizados; por ejemplo, Admi-
nistración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), Administración Nacional
de la Seguridad Social (ANSES), Comisión Nacional de Energía Atómica,
Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE), Ente Nacional Regu-
lador del Gas (ENARGAS), Ente Regulador del Agua (ETOSS), etcétera.

3 En lo que se refiere al Poder Legislativo y el Poder Judicial Nacional, a tra-
vés de sus órganos competentes, es decir, por medio de las dependencias
facultadas para celebrar los contratos administrativos necesarios para el
funcionamiento de tales poderes (función administrativa), como la con-
tratación de personal o de suministro de insumos (lapiceras, papel, com-
putadoras), indispensables para su funcionamiento. 

Considerar al Estado como parte del contrato administrativo impli-
ca genéricamente a la “Administración Pública”, englobando en esa
expresión a todas las manifestaciones jurídicas del Estado que pue-

den celebrar contratos administrativos.

En este sentido es importante tener en cuenta lo siguiente:

a) Para que se configure un contrato administrativo, una sola de las partes
debe ser la Administración Pública. Por lo tanto, cuando las dos partes del
contrato pertenecen a esa Administración (nacional, provincial, municipal o
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), no se celebra un contrato admi-
nistrativo, sino que se celebra un contrato interadministrativo. La distinción
es trascendente, pues las normas y reglas que se analizarán a lo largo de este
manual no son, en principio, aplicables a los contratos interadministrativos.
Podríamos decir al respecto, simplificando un poco la cuestión, que en los
contratos interadministrativos la Administración contrata consigo misma,
motivo por el cual no resultan de aplicación las normas que rigen los “con-
tratos administrativos”, concebidas para regular una relación contractual en-
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tre la Administración y un particular.

b) La sola circunstancia de que una de las partes sea la Administración Públi-
ca no convierte, automáticamente, la relación en un contrato administrati-
vo. Ciertamente, es indispensable que una de las partes del contrato sea la
Administración, pero para que ese contrato sea considerado “administrativo”
o “público”, debe concurrir otra característica más: que la finalidad persegui-
da por la Administración al celebrar el contrato sea la satisfacción de una ne-
cesidad de interés general, tal como se tratará en el punto siguiente. 

2.2. ¿Qué intereses satisfacen las actividades estatales?

Toda la actividad de la Administración Pública debe estar orientada a satisfa-
cer, en forma directa e inmediata, los intereses públicos, es decir, las necesi-
dades colectivas del grupo social.

Una de las maneras en que la Administración intenta satisfacer las necesida-
des de interés general es mediante la celebración de distintos contratos, sobre
la base de la idea de que la ejecución de éstos permitirá satisfacer una necesi-
dad pública concreta, incluyendo la compra de insumos y bienes que hacen
al funcionamiento corriente de las dependencias del Estado. Por esto, una de
las formas en que se instrumenta la actividad administrativa es la de la con-
tratación pública. Por ejemplo, cuando se celebra un contrato de obra públi-
ca para la construcción de una ruta, se considera que existe, previamente, el
interés general en que esa ruta sea construida; cuando se celebra un contrato
de concesión de servicio público, con el fin de proveer de agua corriente, dis-
tribuir energía eléctrica o gas, transporte, etcétera, la Administración estima
que existe una necesidad pública de que ese servicio sea prestado.

Por lo tanto, estos contratos tienen por finalidad directa la satisfacción del in-
terés general, de las necesidades colectivas de la población.

En este sentido, debe tenerse presente que el interés general no es, simple-
mente, la suma de los intereses individuales de la totalidad o de la mayoría
de la población, sino que trasciende esto. 
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2.3. ¿Cómo se regula el contrato administrativo?

La presencia de la Administración Pública como una de las partes necesarias
de las contrataciones administrativas y la finalidad íntimamente vinculada a
la satisfacción de una necesidad de interés general son motivos suficientes pa-
ra justificar la aplicación, respecto de estos contratos, de un conjunto de prin-
cipios generales y normas de características especiales, diferente del que regu-
la las relaciones contractuales entabladas entre particulares.

En un contrato celebrado entre dos personas individuales, o entre empresas, o
entre un individuo y una empresa, los intereses que se encuentran involucrados
son exclusivamente particulares y privados –de cada individuo, de cada empre-
sa–. Por lo tanto, se rigen por normas y reglas propias del derecho privado (de-
recho civil, derecho comercial), que se caracterizan por consagrar los principios
de “autonomía de la voluntad” e “igualdad jurídica absoluta entre las partes”:
3 El significado del principio de la “autonomía de la voluntad” puede resu-

mirse en el clásico adagio que reza “todo lo que no está prohibido, está per-
mitido”. Es decir que, en los contratos que celebran los particulares, las par-
tes tienen un amplio margen para definir de qué modo regularán su rela-
ción contractual, teniendo como únicos límites ciertas exigencias estableci-
das en las normas, de cumplimiento ineludible (por ejemplo, la formaliza-
ción en escritura pública de determinados contratos, como la compra-ven-
ta de inmuebles), y algunas prohibiciones expresas (por ejemplo, por me-
dio de un contrato nadie se puede obligar a realizar una conducta ilícita).

3 Por otro lado, el principio de “igualdad jurídica entre las partes” significa
que, independientemente del poder económico, la posición social u otras
variables de los intervinientes en el contrato, éstos son, frente a las normas,
exactamente iguales, sin que a una de ellas se le pueda reconocer una po-
sición de privilegio, superioridad o ventaja frente a la otra. Esto es así por-
que, en definitiva, en un contrato entre particulares sólo están comprome-
tidos los intereses de las partes, de los individuos o empresas que celebran
el contrato. Estos intereses, al ser de idéntica naturaleza, merecen la mis-
ma protección jurídica.
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¿Cuáles son las diferencias entre un contrato público y uno privado?

La situación cambia significativamente cuando ingresamos en el campo de las
contrataciones públicas.

Ciertamente, la intervención de la Administración Pública como parte de
contratos y la estrecha vinculación de éstos con las necesidades de interés ge-
neral obligan a modificar los ejes sobre los que se asienta el régimen jurídi-
co aplicable, ya que, mientras que el derecho privado está pensado para regir
situaciones en las que sólo están involucrados intereses particulares (por
ejemplo, el alquiler de un departamento o la compra de un inmueble), este
mismo régimen resulta insuficiente cuando aparece en escena con un prota-
gonismo preponderante el interés general.

Se desdibuja el principio de “autonomía de la voluntad”, uno de los
pilares básicos de los contratos privados.

Esto es así debido a que, por un lado, el particular que contrata con la Ad-
ministración no puede, en general, discutir o negociar con ésta las cláusulas
del contrato, sino que debe limitarse a aceptar las que unilateralmente fija la
Administración (por cierto, si éstas no son de su agrado, siempre tiene la li-
bertad de no contratar). 

La propia Administración carece de libertad plena para fijar las
cláusulas contractuales que considere más convenientes.

Este principio se deriva del hecho de que la Administración Pública deberá
ajustarse a las normas jurídicas aplicables (Constitución Nacional, tratados
internacionales, leyes del Congreso, reglamentos administrativos, etc.) que
condicionan, estrictamente, la actuación en todos los ámbitos; entre ellos, el
contractual. Esto es lo que se denomina principio de legalidad o principio
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de juridicidad, cimiento fundamental del Estado de Derecho:30 el Estado, en
todas sus manifestaciones y en todas sus actividades, debe actuar siempre con
plena sujeción a las normas existentes. 

Asimismo, se debilita el “principio de igualdad jurídica entre las partes”, fun-
damental también en el ámbito de los contratos privados, pues los intereses
en juego obligan a otorgar un tratamiento distinto a las partes involucradas
en un contrato administrativo.

Gráficamente, podríamos decir que mientras que en los contratos privados
existe un interés particular contra otro interés particular, en los contratos pú-
blicos se enfrentan un interés particular y un interés general. Así como pare-
cería injusto, y de hecho lo sería, que la ley tratase de modo diferente a dos
intereses particulares enfrentados, es igualmente injusto que las normas pon-
gan en un pie de igualdad absoluta el interés de un particular que contrata
con la Administración y el interés general que la Administración debe repre-
sentar en el marco del contrato.

La Administración, entonces, al representar el interés general comprometido
en la celebración y ejecución del contrato, cuenta con una serie de poderes
jurídicos, denominados potestades o prerrogativas, que puede y debe ejercer
frente al particular que contrató con ella, cuando el interés general lo exige. 

El ejercicio de las potestades o prerrogativas no tienen como fin be-
neficiar a la Administración que lleva adelante un contrato admi-

nistrativo, sino a la ciudadanía en su conjunto, cuyo interés 
–obviamente, de carácter público– se halla comprometido 

en esa relación contractual.

Tales poderes o potestades jurídicas31 no existen en el ámbito de los contra-
tos privados y tampoco los tienen, desde luego, los particulares que celebran

30Véase Glosario: “principio de legalidad” o “principio de juridicidad”, y punto 4.1. 
31Se analizan especialmente en el punto 9.1.
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un contrato público con la Administración.

No obstante, debe tenerse presente que las potestades que las nor-
mas jurídicas otorgan a la Administración en el campo de los con-
tratos administrativos en modo alguno se traducen en una herra-
mienta de abuso del Estado en contra de los particulares que con-
tratan con él, pues, de ser así, nadie se colocaría en tan desventajo-
sa posición y los contratos públicos no existirían. Si bien debe dar-
se al interés general en juego una especial protección, eso no puede

significar el avasallamiento de los derechos de los intereses 
particulares involucrados.

Para evitarlo, contrarrestando y limitando las potestades, el ordenamiento ju-
rídico confiere a los particulares que contratan con la Administración una se-
rie de garantías jurídicas que sirven para equilibrar aquellas potestades y po-
nen a debido resguardo los derechos e intereses del particular.32 El reconoci-
miento de esas garantías a favor de una de las partes sólo se justifica frente al
otorgamiento de potestades a la otra. Por eso, ambas –potestades y garantías–
sólo existen y se justifican en los contratos administrativos, motivo por el cual
no se presentan en los contratos privados.

Esta dualidad de potestades y garantías es propia del derecho públi-
co en general, y de los contratos públicos en particular, en los que
el Estado actúa en procura del interés general, configurando así un
régimen jurídico especial, distinto del derecho privado, que técnica-

mente recibe el nombre de “régimen jurídico exorbitante”.

3. ¿Cuáles son las normativas que se aplican al Régimen de Contrataciones
de la Administración Pública Nacional?

El campo de la contratación pública es realmente vasto, pues refleja las múl-
tiples actividades que desarrolla la Administración Pública. Por eso, los tipos
de contratos administrativos son numerosos. Existe una amplísima gama de

32Se amplía en el punto 10.
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estos contratos, que va, por ejemplo, desde la contratación de un empleado
público hasta la concesión de un servicio público esencial para la ciudadanía,
como la distribución eléctrica o de agua corriente. 

Esta diversidad tiene, en el plano normativo, una consecuencia ine-
vitable: la imposibilidad de incluir en una regulación legal unifor-

me, única e integral a la totalidad de los contratos públicos.

Así, se pueden enumerar, a título de ejemplo:
3 la Ley 25.164 y los decretos 1421/02 y 1184/01 que, entre otros, esta-

blecen distintas variantes de la contratación de empleados públicos. 
3 la Ley 13.064 que rige el contrato de obra pública. 
3 la Ley 17.520, que es regulatoria del contrato de concesión de obra pública.
3 la Ley 11.672 –Complementaria Permanente de Presupuesto– y la Ley

24.156 –de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del
sector público nacional– que contienen disposiciones aplicables, en gene-
ral, a todas las contrataciones (desde el punto de vista presupuestario) y,
en especial, rigen el contrato de empréstito público; 

3 la Ley 22.460, que establece el régimen del contrato de consultoría; entre
otras.

No obstante esta variedad, tiene vigencia en el ámbito nacional una norma
por la que se establece un régimen general de contrataciones públicas, que
regula todos estos contratos, salvo los que estén expresamente excluidos.33 Es
decir que, si bien no es posible establecer un sistema único para todas las con-
trataciones, al menos se ha generalizado la regulación normativa de los aspec-
tos que son comunes a todas ellas.

En este sentido, se debe mencionar lo siguiente: 

El Decreto 1023/01, que consagra el Régimen de Contrataciones
de la Administración Pública Nacional.

33Y ello sin perjuicio de la aplicación, también, de las normas específicas que rigen cada clase de éstos, si
existiesen.
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Este régimen tiene por objeto que las obras, los bienes y los servicios sean ob-
tenidos por la Administración con la mejor tecnología provista a las necesi-
dades, en el momento oportuno y al menor costo posible, como también la
venta de bienes al mejor postor, tendiendo al desempeño eficiente de la Ad-
ministración y al logro de los resultados requeridos por la sociedad.

En esta norma se establecen, entre otras cuestiones, las siguientes:
3 los principios generales a los que deberá ajustarse la gestión de las contra-

taciones; 
3 las formalidades que se deben cumplir en las actuaciones administrativas

tendientes a celebrar los contratos; 
3 las facultades, los derechos y las obligaciones de la autoridad administra-

tiva contratante y de los particulares que contratan con la Administración; 
3 las responsabilidades de los funcionarios intervinientes; el criterio de se-

lección de aquel con quien contratará la Administración; 
3 algunas formas de control de las actividades referidas a las contrataciones;

los procedimientos de selección del particular cocontratante (licitación y
concurso públicos o privados, subasta pública, contratación directa), etc.

El Decreto 436/00, por el que se aprobó el Reglamento para la 
adquisición, enajenación y contratación de bienes y servicios 

del Estado Nacional.

Complementando al Decreto 1023/01, en una posición de subordinación ju-
rídica (es decir, que debe ajustarse a aquél, sin contradecirlo), se encuentra el
Decreto 436/00, por el que se regulan cuestiones tales como éstas:
3 Las formas de publicidad y difusión de los pliegos de bases y condiciones34

y de los procedimientos de licitación, concurso y subasta.
3 El desarrollo de éstos; las distintas modalidades de las contrataciones.
3 La forma de confeccionar los pliegos de bases y condiciones.
3 Los elementos relacionados con la presentación y evaluación de las ofertas. 

34Véase Glosario: “pliego de bases y condiciones generales” y “pliego de bases y condiciones particulares”, y el
punto 8.
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3 El perfeccionamiento, la ejecución y la extinción del contrato. 
3 Lo relativo a los proveedores de la Administración; a las sanciones aplicables.
3 El régimen de dos contratos administrativos en particular: la concesión de

uso de los bienes del dominio público y privado del Estado Nacional y la
locación de inmuebles.

Seguidamente, se verán con mayor detalle cada uno de los aspectos conteni-
dos por las mencionadas normas.

4. ¿Cuáles son los principios generales que rigen las contrataciones públicas?

Desde el inicio de las acciones administrativas tendientes a celebrar un con-
trato público hasta la finalización de la ejecución acordada, toda cuestión vin-
culada a la contratación deberá interpretarse sobre la base de un riguroso
cumplimiento de una serie de principios generales consagrados normativa-
mente en el citado Decreto 1023/01.

1. Legalidad o juridicidad. 
2. Razonabilidad del proyecto y eficiencia de la contratación
3. Promoción de la concurrencia de interesados y de la competencia en-

tre oferentes.
4. Transparencia en los procedimientos. 
5. Publicidad y difusión de las actuaciones.
6. Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos.
7. Igualdad de tratamiento para interesados y para oferentes.35

A continuación, se analizará brevemente cada uno de ellos, con especial aten-
ción en el principio de legalidad o principio de juridicidad, que, si bien no
está consagrado en el artículo 3º del decreto citado, funciona como marco ge-
neral de toda actividad estatal y es aplicable también de manera insoslayable
a las contrataciones administrativas.

35Decreto 1023/01, art. 3º.
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4.1. Legalidad o juridicidad

La vigencia irrestricta del orden jurídico es, sin dudas, una condición básica
del interés general, la vigencia y el cumplimiento que deben desarrollarse in-
condicionalmente en el ámbito de la Administración y del Estado en gene-
ral, sobre todo si se considera que tiene a su cargo la gestión directa e inme-
diata del interés general. Este cumplimiento incondicional del orden jurídi-
co ha sido expresado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en varias
oportunidades.36 En este sentido, la Administración también debe velar por
el respeto y la defensa de las normas jurídicas, con el fin de mantener el im-
perio de la legalidad y la justicia en su funcionamiento administrativo. 

A este deber de la Administración de someterse a las normas se lo
ha denominado “principio de legalidad” o, más propiamente,

“principio de juridicidad”, pues el sometimiento de la Administra-
ción no es sólo respecto de las leyes sancionadas por el Congreso,

sino que abarca a la totalidad del ordenamiento jurídico (la Consti-
tución Nacional, los tratados internacionales, las leyes sancionadas
por el Congreso, los reglamentos administrativos e, incluso, ciertos

contratos administrativos).

En esta materia, el significado del principio que se viene exponiendo tiene el
rasgo particular de instalar en el ámbito de los contratos públicos la obliga-
ción de estar sujeto a formalidades preestablecidas y contenidos impuestos
por las normas. En este sentido, la Corte Suprema de Justicia también ha sos-
tenido reiteradamente que la validez y la eficacia de un contrato administra-
tivo están supeditadas al cumplimiento de las formalidades exigidas por las
disposiciones legales pertinentes en cuanto a la forma y los procedimientos
de contratación.

36Puede citarse, por ejemplo, el pronunciamiento dictado en el expediente S-2867/92 Superintendencia, autos
51.XXIV, “Naveiro de la Serna de López, Helena María, c. Bauhoffer, Martha Beatriz (recurso de hecho)”,
19/11/1992, “Fallos”, 315-2771.
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En esta línea se inscribe lo dispuesto en la normativa vigente en el tema,37 en
cuanto establece que las contrataciones se regirán por: 
3 las disposiciones del Decreto 1023/01, por su reglamentación (Decreto

436/00) y por las normas que se dicten en su consecuencia;
3 los pliegos de bases y condiciones;
3 el contrato o la orden de compra, según corresponda;
3 la Constitución Nacional;
3 los tratados internacionales;
3 las leyes del Congreso Nacional.

4.2. Razonabilidad del proyecto y eficiencia de la contratación para cumplir con
el interés general comprometido y el resultado esperado 

Como toda la actuación estatal, las contrataciones públicas deben responder
al principio esencial de razonabilidad, entendido, básicamente, como una
adecuación entre los medios escogidos y la finalidad perseguida. 

El respeto del principio de razonabilidad debe plasmarse, en el 
ámbito contractual, especialmente en la proyección del contrato, 
es decir, cuando la Administración decide qué tipo de contrato 
va a celebrar, con qué características, cuál va a ser su duración, 

cuál será su costo, etcétera.

Éstos podrían ser dos ejemplos de contratos irrazonables:

IIrrrraazzoonnaabbllee ppoorr eexxcceessoo

Cuando la prestación que involucra su-
pera, en mucho, las verdaderas necesi-
dades públicas por satisfacer con ese
contrato

No sería razonable adquirir 20.000 lapi-
ceras para un organismo que sólo cuen-
ta con 30 empleados.

IIrrrraazzoonnaabbllee ppoorr ddeeffeeccttoo 

Cuando la prestación que involucra no es suficiente en re-
lación con las verdaderas necesidades públicas por satis-
facer con ese contrato.

Si se advierte la necesidad de adquirir vehículos para las
fuerzas policiales, no sería razonable que se compren roda-
dos antiguos, porque no dotaría a dicha fuerza de seguridad
de móviles adecuados para el desarrollo de su actividad

37Decreto 1023/01, art. 7º, que responde claramente a la garantía del principio de juridicidad.
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La razonabilidad del contrato trae aparejada su eficiencia, es decir, la capaci-
dad del contrato celebrado para cumplir con el interés general comprometi-
do y el resultado esperado, sin desproporciones; en otras palabras, sin que sig-
nifique un uso injustificado de recursos públicos ni un ahorro exagerado que
impida adquirir o contratar el bien o el servicio que realmente se necesita.  

4.3. Promoción de la concurrencia de interesados y de la competencia entre ofe-
rentes.

En las contrataciones públicas debe promoverse la concurrencia de interesados,
es decir, la presentación de la mayor cantidad de personas en los procedimien-
tos de selección del individuo o la empresa que finalmente contratará con la
Administración, de modo tal que ésta tenga una mayor cantidad de opciones
para evaluar y, así, pueda escoger la más conveniente para el interés general. 

La presencia de varios interesados (oferentes) que realizan las presentaciones
correspondientes (ofertas) en los procedimientos de selección que la Admi-
nistración lleva adelante para elegir a su cocontratante obliga a que los inte-
resados compitan entre sí para lograr la mejor oferta posible, con el objeto
de que la Administración los elija para celebrar el contrato. 

La promoción de la concurrencia de interesados trae aparejado el
incentivo de la competencia entre los oferentes, con la finalidad de
alentarlos a fin de que formulen la mejor oferta para el interés ge-

neral, que no es, en todos los casos, la de menor precio.

4.4. Transparencia en los procedimientos

Este punto fue extensamente abordado al comienzo de la Parte II, cuando
se habló de la importancia de la transparencia y la participación ciudadana
en las contrataciones públicas.
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4.5. Publicidad y difusión de las actuaciones.

El principio de publicidad, genéricamente considerado, tiene carácter cons-
titucional, porque la publicidad de los actos de los funcionarios públicos es
una de las características de la forma republicana de gobierno, adoptada por
el artículo 1º de la Constitución Nacional.

La publicidad de los actos de gobierno es un instrumento imprescindi-
ble para hacer efectiva la responsabilidad de los funcionarios públicos.
Es un principio básico de la República, ya que donde hay un poder de

gobierno, cualquiera que éste sea, debe haber una responsabilidad.

En ese sentido, es particularmente destacable que en virtud de la Conven-
ción Interamericana contra la Corrupción38 (CICC), los Estados parte, en-
tre los cuales está la Argentina, convinieron en considerar la aplicabilidad,
en sus ámbitos institucionales, de las medidas destinadas a crear, mantener
y fortalecer sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del
Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.39

A esto se suma la incorporación en la Ley de Ética Pública del deber que
tienen los agentes y funcionarios públicos que intervienen en procedimien-
tos de contrataciones públicas de observar, entre otros, el principio de pu-
blicidad.40 Además, la Ley 25.152 impone el carácter de información públi-
ca a diversa documentación física y financiera producida en el ámbito de la
Administración nacional. Entre esa documentación enuncia las órdenes de
compra y todo tipo de contratos firmados por autoridad competente.41

El carácter público del procedimiento de selección del cocontratante no só-

38La citada convención ha sido aprobada en nuestro país por la Ley 24.759, que en el ordenamiento jurídico
argentino tiene rango inferior a la Constitución y superior a las leyes del Congreso.
39Convención Interamericana contra la Corrupción, art. III, inc. 5.
40Ley Nº 25.188, de Ética Pública, art. 2º, inc. h.
41Ley 25.152, de Convertibilidad Fiscal, art. 8º, incs. b) -en lo pertinente- y m). También, aunque abarcando ya
a la totalidad de la actividad de la Administración Pública, siguen la misma línea el art. 20 del Código de Ética
aprobado por el Decreto 41/99; el art. 3º, inc. a), del Decreto 229/2000 y el Decreto 1172/03, por el que se
aprueba, entre otros, el Reglamento General del Acceso a la Información Pública para el Poder Ejecutivo
Nacional (Anexo VII).
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42Julio Rodolfo Comadira, “El principio de participación ciudadana en la función administrativa (con especial
referencia a la formación de la voluntad de la Administración y a la selección de autoridades públicas”, ED,
suplemento de Derecho Administrativo, serie especial del 29 de abril de 2005, p. 9.
43Decreto 1023/01, art. 8º. Se amplían el concepto, las características y la función de los pliegos de bases y condi-
ciones en el punto 8 del presente trabajo.

lo permitirá la afluencia de interesados –con lo cual se potenciará la concu-
rrencia y mejorarán las contrataciones del Estado–, sino que, además, ase-
gurará la transparencia en el proceso, porque al estar a la vista la actuación
de los funcionarios intervinientes, éstos se esforzarán en actuar correcta-
mente para evitar así la responsabilidad que un obrar negligente o intencio-
nal les pueda deparar. 

La publicidad de las contrataciones públicas es una herramienta 
ineludible para permitir el control de la sociedad civil –sobre todo a
través de las OSC– y para hacer posible la participación ciudadana.42

¿Qué expresan las normas al respecto?

Entre las exigencias concretas de publicidad estipuladas en las normas sobre
contrataciones, puede señalarse aquella que prevé que cuando la complejidad
o el monto de la contratación lo justifique, a juicio de la autoridad compe-
tente, deberá preverse un plazo previo a la publicación de la convocatoria pa-
ra que los interesados formulen observaciones al proyecto de Pliego de Bases
y Condiciones Particulares.43

A su turno, el Decreto 436/00 detalla la forma en que debe realizarse esa pu-
blicidad del proyecto de pliego, mediante la publicación de por lo menos un
anuncio en el Boletín Oficial y su difusión en forma simultánea en el sitio de
Internet de la Oficina Nacional de Contrataciones de la Jefatura de Gabine-
te de la Nación: www.argentinacompra.gov.ar.

Dentro de los tres días de la publicación en el Boletín Oficial, se enviarán co-
municaciones a las asociaciones que nuclean a los productores, fabricantes y
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comerciantes del rubro, y a las asociaciones locales del lugar donde deban
efectuarse las provisiones, para su difusión entre los interesados.

Tanto la publicación en el Boletín Oficial como la difusión por Internet y las
comunicaciones mencionadas en el párrafo anterior deberán contener la si-
guiente información: 

a) Nombre del organismo contratante 
b) Tipo, objeto y número de la contratación 
c) Número de expediente
d) Lugar, día y hora donde pueden retirarse o consultarse los proyec-

tos de pliegos 
e) Fecha de finalización del plazo para formular observaciones al

proyecto de pliego

Se inicia luego un plazo para que los interesados formulen observaciones al
proyecto de Pliego de Bases y Condiciones Particulares, que deberán ser teni-
das en cuenta por la autoridad competente a la hora de confeccionar el plie-
go definitivo para convocar a la licitación o el concurso públicos.44

Una vez desarrollado de manera total se exige que el Pliego Único de Bases y
Condiciones Generales y los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares defi-
nitivos se exhiban en forma obligatoria en carteleras o carpetas ubicadas en luga-
res visibles del organismo contratante, cuyo ingreso sea irrestricto para los intere-
sados en consultarlos, así como difundidos en el sitio de Internet de la Oficina
Nacional de Contrataciones. Estas modalidades no eximen de publicar la infor-
mación correspondiente en el Boletín Oficial en los casos en que ésta se exija.

44Por ser éste un verdadero mecanismo de participación ciudadana en la contratación pública, se lo examina en el
punto 12.

     



149

Las diferencias según la modalidad de contratación de la que se trate son las
siguientes:

Además del empleo obligatorio de los medios antes mencionados, podrán
cursarse invitaciones a firmas que sean proveedoras habituales del organis-
mo o que, por su importancia, se considere conveniente que conozcan la
convocatoria.

Corresponde aclarar aquí que los plazos fijados para la anticipación y la can-
tidad de publicaciones se consideran mínimos y, además, en los casos de
contrataciones que por su importancia, complejidad u otras características lo
hicieran necesario, deberán ampliarse los plazos de antelación fijados. 
También podrán extenderse los días de publicación y los medios de difusión
que van a emplearse, pero en ese caso deberá dejarse debida constancia en el
expediente de las razones que justifiquen los mayores gastos que ello implique.

PPllaazzooss yy eessppaacciiooss ddee ppuubblliicciiddaadd

BBoolleettíínn OOffiicciiaall:: por OCHO (8) días y con
DOCE (12) días de anticipación a la fecha
de la apertura respectiva.
AAvviissooss eenn DDOOSS ((22)) ddiiaarriiooss ddee ggrraann  cciirrccuu --
llaacciióónn nnaacciioonnaall:: por UN (1) día coinciden-
te con el término de publicación en el Bo-
letín Oficial. PPáággiinnaa ooffiicciiaall ddee llaa OONNCC ..

Los días de publicación y anticipación se-
rán de DOS (2) y CUATRO (4), respectiva-
mente. Los días de anticipación se com-
putarán a partir del día hábil inmediato
siguiente al de la última publicación. 
PPáággiinnaa ooffiicciiaall ddee llaa OONNCC..

TTiippoo ddee ccoonnttrraattaacciióónn

LLiicciittaacciióónn yy ccoonn ccuu rrssoo
ppúúbblliiccoo:: varían las con-
diciones de publicidad
según el monto estima-
do de la contratación.

CCaarraacctteerrííssttiiccaass

SSii eell mmoonnttoo eexxcceeddee pprreessuunn--
ttaammeennttee llooss $$55..000000..000000

SSii eell mmoonnttoo nnoo eexxcceeddiieerraa pprree--
ssuunnttaammeennttee llooss $$55..000000 ..0000 00

DDeebbeenn eennvviiaarrssee ccoommuunniiccaacciioonneess aa llaass aassoocciiaacciioonneess qquuee nnuucclleeaann aa llooss pprroo--
dduuccttoo rreess,, ffaabbrriiccaanntteess,, ccoommeerrcciiaanntteess ddeell rruubbrroo yy,, eenn ssuu ccaassoo,, aa llaass aassoocciiaa--
cciioonneess llooccaalleess ddeell lluuggaarr ddoonnddee ddeebbaann eeffeeccttuuaarrssee llaass pprroovviissiioonneess,, ppaarraa eell
ccoonnoocciimmiieennttoo ddee llooss iinntteerreessaaddooss.. EEssttaass ccoommuunniiccaacciioonneess ppooddrráánn ccuurrssaarrssee
ppoorr ccuuaallqquu iieerr mmeeddiioo dduurraannttee eell llaappssoo ddee llaass ppuubblliiccaacciioonneess mmeenncciioonnaaddaass
pprreecceeddeenntteemmeennttee.. 4455

45En su caso, se publicará un aviso, por el mismo lapso y con igual antelación, en el medio de difusión oficial, pro-
vincial o municipal, donde deba cumplirse el contrato que se va a celebrar. En caso de que tales medios no existie-
ren o no fueren de publicación diaria, dicha publicidad se efectuará en uno de los de mayor difusión del lugar.
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Cuando se trate de licitaciones o concursos internacionales, deberán dispo-
nerse publicaciones en los países correspondientes.

Además del empleo obligatorio de los medios antes mencionados, podrán cur-
sarse invitaciones a firmas que sean proveedoras habituales del organismo o que,
por su importancia, se considere conveniente que conozcan la convocatoria.
Los plazos fijados para la anticipación y la cantidad de publicaciones, como
los días de antelación de éstas respecto de la fecha de apertura, pueden am-
pliarse si las circunstancias lo justifican. También en este caso, cuando se tra-
te de licitaciones o concursos internacionales, deberán disponerse publicacio-
nes en los países correspondientes.

PPllaazzooss yy eessppaacciiooss ddee ppuubblliicciiddaadd

Boletín Oficial: se publicará como mínimo un aviso por UN (1)
día con una antelación de DIEZ (10) días a la fecha fijada pa-
ra su realización.
Sitio Web de la ONC.
Medio de difusión oficial, provincial o municipal donde deba
llevarse a cabo el procedimiento: por el mismo lapso y con
igual antelación.

TTiippoo  ddee ccoonnttrraattaacciióónn

RReemmaatteess oo ssuubbaassttaass

46Anexo del Decreto 436/00, art. 15. 

PPllaazzooss yy eessppaacciiooss ddee ppuubblliicciiddaadd

BB oolleettíínn OOffiicciiaall:: DOS (2) días y con CUATRO (4) días de antici-
pación a la fecha de apertura respectiva.
SSiittiioo WWeebb ddee llaa OONNCC..
LLaa ppuubblliiccaacciióónn eenn eell mmeeddiioo ddee ddiiffuussiióónn ooffiicciiaall,, pprroovviinncciiaall oo
mmuunniicciippaall donde deba cumplirse el contrato, o, en su defec-
to, en uno de los medios de mayor difusión del lugar. 
SSee ddeebbeerráánn rreemmiittiirr iinn vviittaacciioonneess ppoorr uunn mmeeddiioo ffeehhaacciieennttee aa,,
ppoo rr lloo mmeennooss,, CCIINNCCOO ((55)) ddee llooss pprriinncciippaalleess pprroodduuccttoorreess,, pprreess--
ttaaddoorreess,, ffaabbrriiccaanntteess oo ccoommeerrcciiaanntteess ddeell rruubbrroo yy aa pprroovveeee --
ddoo rreess aanntteerriioorreess ssii llooss hhuubbiieerree..
DDeebbeenn eennvviiaarrssee ccoo mmuu nniiccaacciioonneess aa llaass aassoocciiaacciioonneess qquuee nnuu --
cclleeaann aa llooss pprreessttaaddoorreess,, pprroodduuccttoorreess,, ffaabbrriiccaanntteess yy ccoommeerr --
cciiaanntteess ddeell rruubbrroo,, ppaarraa ssuu ddiiffuussiióónn eennttrree llooss ppoossiibblleess iinntteerree --
ssaaddooss eenn ppaarrttiicciippaarr.. El envío de estas comunicaciones se po-
drá efectuar por cualquier medio, dejando constancia en el
expediente.

TTiippoo  ddee ccoonnttrraattaacciióónn

LLiicciittaacciióónn yy ccoonnccuurrssoo pprriivvaaddooss46
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¿Qué datos deben figurar en los anuncios de los llamados a 
licitación o concursos públicos y privados?

a) Nombre del organismo contratante 
b) Tipo, objeto y número de la contratación 
c) Número de expediente
d) Base de la contratación, si la hubiere 
e) Lugar, día y hora donde pueden retirarse o consultarse los pliegos
f ) Costo de la impresión del pliego si correspondiese 
g) Lugar, día y hora de presentación de las ofertas y del acto de apertura

de éstas47

Estos plazos pueden ampliarse si fuera conveniente y reducirse en casos de
urgencia.

Las normas reseñadas hasta aquí contemplan la publicidad de las actuaciones
antes de que se celebre el contrato. El artículo 19 del Anexo del Decreto 436/00

PPllaazzooss yy eessppaacciiooss ddee ppuubblliicciiddaadd

Se deberán cursar invitaciones por un medio fehaciente a un mínimo
de TRES (3) proveedores habituales, prestadores, productores, fabri-
cantes, comerciantes o proveedores del rubro. Las invitaciones se en-
viarán simultáneamente a todos los invitados, con una antelación mí-
nima de CINCO (5) días.

Los anuncios deben ser publicados con CINCO (5) días de anticipación
y publicarse durante CINCO (5) días si el presupuesto de la obra no ex-
cede los PESOS CIENTO DIEZ MIL ($110.000); con QUINCE (15) días de an-
ticipación y publicarse durante DIEZ (10) días si el presupuesto de la
obra es mayor a CIENTO DIEZ MIL ($110.000) pero no excede los DOS-
CIENTOS SESENTA MIL ($260.000); con VEINTE (20) días de anticipación
y publicarse durante QUINCE (15) días si el presupuesto de la obra ex-
cede los DOSCIENTOS SESENTA MIL ($260.000).49

TTiippoo ddee ccoonnttrraattaacciióónn

CCoonnttrraattaacciióónn ddiirreeccttaa (son
excepcionales)48

OObbrraa ppúúbblliiccaa (regulado por
la Ley  13.064)

47Anexo del Decreto 436/00, art. 17.
48Sólo proceden cuando el Decreto 1023/01, art. 25, inc. d, lo habilita.
49Según el artículo 10 de la Ley 13064, la licitación pública se anunciará en el Boletín Oficial de la Nación y en el ór-
gano análogo del gobierno provincial o del territorio donde la obra haya de construirse, sin perjuicio de anunciarla en
órganos privados de publicidad o en cualquier otra forma, en el país o en el extranjero, si así se estimara oportuno.
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exige, complementariamente, la publicidad posterior a su perfeccionamiento,
para las contrataciones cuyo monto exceda la suma de PESOS SETENTA Y
CINCO MIL ($75.000), así como las transferencias de contratos que los orga-
nismos autorizaren, las cuales se publicarán por UN (1) día en el Boletín Ofi-
cial. Esa publicidad se efectuará agrupándose en una publicación mensual.

Todas las contrataciones, cualquiera que sea su monto, deberán di-
fundirse en el sitio de Internet de la OFICINA NACIONAL DE

CONTRATACIONES una vez perfeccionado el respectivo contrato.

Quedan exceptuadas de la obligación de publicación las contrata-
ciones de carácter reservado, las cuales deberán ser declaradas 

como tales por el Poder Ejecutivo Nacional, por razones de seguri-
dad o defensa nacional. La facultad para declarar reservada una
operación contractual es excepcional, exclusiva del presidente 

de la Nación y, por lo tanto, indelegable.50

Como puede advertirse, la minuciosidad de la reglamentación reseñada es
una clara demostración de la importancia que la normativa le otorga a la pu-
blicidad de las contrataciones públicas, con los dos objetivos que ya se han se-
ñalado: por un lado, obtener la mayor cantidad de interesados en contratar
para poder contar con más opciones entre las cuales elegir la más convenien-
te para el interés general y, por otro lado, como una herramienta que permi-
te el control y la participación ciudadana en la materia.  

50Decreto 1023/01, art. 25, inc. d (apartado 6).
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4.6. Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, aprue-
ben o gestionen las contrataciones

La responsabilidad de los funcionarios públicos es un principio repu-
blicano esencial, que se sustenta en la idea de que donde hay un po-
der de gobierno, cualquiera que éste sea, debe haber una responsabi-
lidad.En materia de contrataciones, este principio tiene consagración
específica toda vez que la normativa establece que los funcionarios

que autoricen, aprueben o gestionen las contrataciones serán respon-
sables por los daños que por su dolo, culpa o negligencia causaren al

Estado Nacional con motivo del ejercicio de sus funciones.

Es importante destacar, además, que la responsabilidad de los funcionarios
intervinientes no se agota en el supuesto de que por su actuación negligente
o dolosa provoquen un daño patrimonial al Estado. En efecto, la norma tam-
bién prevé una responsabilidad de tipo disciplinaria para acciones tales como
la negativa infundada a dar vista de las actuaciones, cuando corresponda
otorgarla; un acto que siempre debe desarrollarse dentro de los límites y en
los momentos previstos, a favor de toda persona que acredite fehacientemen-
te algún interés.51

También la Ley 25.164, que aprueba el Marco de Regulación del Empleo Pú-
blico Nacional, establece la prohibición, a todos los agentes públicos que se
encuentran alcanzados por su aplicación, de dirigir, administrar, asesorar, pa-
trocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, a personas de exis-
tencia visible (individuos) o jurídica (empresas) que gestionen o exploten
concesiones o privilegios de administración en el orden nacional, provincial
municipal, o que fueran proveedores o contratistas de aquéllas.52 En la mis-
ma línea, prohíbe a esos agentes públicos recibir directa o indirectamente be-
neficios originados en contratos, concesiones o franquicias que celebre u
otorgue la Administración en el orden nacional, provincial o municipal, co-

51Decreto 1023/01 (art. 19). Sobre el derecho a tomar vista de las actuaciones, véase punto 12.
52Ley 25.164, art. 24. 
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mo también prohíbe aceptar dádivas, obsequios u otros beneficios, u obtener
ventajas de cualquier índole con motivo u ocasión del desempeño de sus fun-
ciones; entre ellas, las vinculadas a las contrataciones públicas. La violación de
estas prohibiciones implica la sanción de exoneración, que es la máxima en el
ámbito disciplinario de la Administración Pública.53

A estos dos tipos de responsabilidad –es decir, la patrimonial (o civil) y la dis-
ciplinaria– debe sumarse, desde luego, la responsabilidad penal, cuando la
conducta desarrollada por el agente o funcionario público encuadre en algu-
no de los delitos tipificados en el Código Penal de la Nación; entre ellos, co-
hecho (soborno), tráfico de influencias, malversación de caudales públicos,
negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, etcétera.

El principio de responsabilidad está ligado con la obligación 
de los funcionarios que autoricen, aprueben o gestionen las contra-

taciones de responder por los daños que por su dolo, culpa o 
negligencia causaren al Estado Nacional con motivo del 

ejercicio de sus funciones.

4.7. Igualdad de tratamiento para interesados y para oferentes

Este principio también nace de la propia Constitución Nacional, ya que la igual-
dad ante la ley está asegurada por su artículo 16 a todos los habitantes de la Na-
ción, incluidos los interesados y los oferentes en una licitación pública o en cual-
quier otro procedimiento de selección del cocontratante (véase Glosario).

El trato igualitario debe abarcar todas las etapas del procedimiento de selec-
ción, desde su comienzo hasta la adjudicación y firma del contrato, y man-
tiene su vigencia incluso luego de celebrarse el acuerdo de voluntades, porque
la Administración no podrá durante el desarrollo de la relación contractual
modificar indebidamente las bases licitatorias para favorecer ni para perjudi-

53Ley 25.164, art. 33, inc. d.
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54Este principio se amplía en el punto 7.1.

car al individuo o la empresa con quien contrató.

Si bien el principio de igualdad tiene una importante y variada aplicación du-
rante el procedimiento de selección del cocontratante,54 su vigencia también
es indiscutible durante la ejecución del contrato, es decir, a lo largo de su cum-
plimiento, luego de que el procedimiento de selección ha concluido con la
elección de la oferta más conveniente y se ha celebrado el contrato respectivo. 

Esta circunstancia se traduce, entre otros supuestos, en que la Administración
no puede, durante la ejecución del contrato, otorgar al particular con quien
contrató beneficios que no estaban contemplados en los pliegos que lo rigen.
Tampoco el particular que lo celebró puede pretender que se le reconozcan
derechos o beneficios no previstos. 

Tal prohibición tiene como fundamento que, de haber sabido los demás in-
teresados y oferentes que luego de celebrado el contrato se darían al contra-
tista beneficios distintos y mayores a los que se encontraban previstos en el
pliego, habrían formulado su oferta en otros términos, seguramente mejores
para el interés general, circunstancia que podría haber conducido a que fue-
ran ellos los que presentaran la oferta más conveniente y, por lo tanto, quie-
nes resultaran adjudicatarios del contrato.

Sin embargo, se admiten ciertas variaciones de lo previsto en el pliego, aun-
que beneficien al contratista, decididas luego de celebrado el contrato, cuan-
do éstas responden a causas objetivas de interés general, a punto tal que se
hubiesen realizado independientemente de quién ganase la licitación.

En el próximo apartado se analizará qué actores participan en un proceso de
contratación pública.
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55 Se refiere a las organizaciones privadas que tienen obligación de rendir cuentas, debido a que se les han acorda-
do subsidios o aportes.

QQuuiieenneess ppuueeddeenn ccoonnttrraattaarr

Las personas habilitadas pa-
ra contratar con la Adminis-
tración son aquellas que po-
sean capacidad para obligar-
se (es decir, aquellas perso-
nas mayores de 21 años o ma-
yores de 18 pero emancipa-
das que no hayan sido decla-
rados inhabilitados o incapa-
ces por medio de una senten-
cia judicial), que no se en-
cuentren comprendidas en
las causales de inhabilidad
para contratar. 

QQuuiieenneess NNOO ppuueeddeenn ccoonnttrraattaarr

Están inhabilitados para contratar con la Administración: 
• Las personas físicas (individuos) o jurídicas (sociedades, ciertas

empresas) que estuvieren sancionadas por la Oficina Nacional de
Contrataciones.

• Los agentes y funcionarios del sector público nacional y las em-
presas en las cuales aquéllos tuvieran una participación suficien-
te para formar la voluntad de la sociedad según lo que establece
la Ley de Ética Pública 25.188.

• Los condenados por delitos dolosos por un tiempo igual al doble
de la condena. 

• Las personas que estuvieran procesadas por delitos contra la
propiedad o contra la Administración Pública Nacional, o contra
la fe pública, o por delitos que estuvieran comprendidos en la
Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC). 

• Las personas físicas (individuos) y jurídicas que no hubieran
cumplido sus obligaciones tributarias en término.

• Las personas físicas (individuos) o jurídicas que no hubieran
cumplido en tiempo oportuno con las rendiciones de cuentas a
las que alude el artículo 8º, último párrafo, de la Ley 24.156.55

5. ¿Quiénes pueden y quiénes no pueden contratar con la Administración
Pública Nacional?
5.1. ¿Qué requisitos se necesitan para poder contratar con la Administración?

Para contratar con la Administración es necesario contar con la siguiente do-
cumentación: 

a) Personas físicas (individuos) y apoderados:
3 Nombre completo, fecha de nacimiento, nacionalidad, profesión, domici-

lio real y constituido, estado civil y número de documento de identidad.
3 Número de Código Único de Identificación Tributaria (CUIT).
3 Información sobre los principales clientes del sector público y privado

según monto de facturación, en los últimos TRES (3) años.
b) Personas jurídicas (empresas o sociedades):

3 Razón social, domicilio legal y constituido, lugar y fecha de constitu-
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ción y datos de inscripción registral.
3 Número de Código Único de Identificación Tributaria (CUIT).
3 Nómina de los actuales integrantes de sus órganos de fiscalización y ad-

ministración.
3 Fecha, objeto y duración del contrato social.
3 Fechas de comienzo y finalización de los mandatos de los órganos de

administración y fiscalización.
3 Información sobre los principales clientes del sector público y privado

según monto de facturación, en los últimos TRES (3) años.
c) Personas jurídicas (empresas o sociedades) en formación:

3 Fecha y objeto del contrato constitutivo.
3 Número de expediente y fecha de la constancia de iniciación del trá-

mite de inscripción en el registro correspondiente.
3 Información sobre los principales clientes del sector público y privado

según monto de facturación, en los últimos TRES (3) años.
d) Agrupaciones de Colaboración y Uniones Transitorias de Empresas:

3 Identificación de las personas físicas (individuos) o jurídicas (empresas)
que los integran.

3 Identificación de las personas físicas (individuos) que integran cada
empresa.

3 Fecha del compromiso de constitución y su objeto.
3 Fecha y número de inscripción registral o de la constancia de iniciación

del trámite respectivo. 
3 Declaración de que sus integrantes responden en forma conjunta por

todas las obligaciones emergentes de la presentación de la oferta, de la
adjudicación y de la ejecución del contrato.

3 Información sobre los principales clientes del sector público y privado
según monto de facturación, en los últimos TRES (3) años.

Además, en todos los casos deberá acompañarse con la oferta una declaración
jurada del oferente de que no está afectado por ninguna de las causales de in-
habilidad para contratar con la Administración Pública Nacional. También
deberán denunciar con carácter de declaración jurada si mantienen o no jui-
cios con el Estado Nacional, o sus entidades descentralizadas.
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Esa información se acompañará en un medio de almacenamiento magnético
estándar, en el formato que establezca la Oficina Nacional de Contrataciones,
a los fines de su incorporación a la base de datos del Sistema de Información
de Proveedores (SIPRO).

Asimismo, en esa oportunidad, deberán presentar, en los casos que corres-
ponda, el Certificado Fiscal para Contratar vigente, expedido por la AFIP,
con las formalidades legales del caso y copia de los balances generales de cie-
rre de ejercicio, firmadas por contador público nacional y certificadas por el
Consejo Profesional de Ciencias Económicas, correspondientes a los DOS
(2) últimos ejercicios anteriores a la fecha de presentación de la oferta, con
excepción de aquellos casos en que se acredite la imposibilidad de presentar
esa documentación de acuerdo con la fecha de inicio de sus actividades que
consten en el estatuto social o contrato; en estos casos, sólo deberán presen-
tar los antecedentes que registren.

5.2. ¿Qué es el  Sistema de Información de Proveedores y Oferentes (SIPRO) y qué
se necesita para ser incorporado a él? 

El SIPRO es un sistema informatizado que desarrolla la Oficina Nacional de
Contrataciones y permite llevar el debido control sobre los contratantes de la
Administración. Para estar incorporado en el Sistema de Información de Pro-
veedores y Oferentes (SIPRO) hay que presentar, junto con la oferta, la si-
guiente documentación: 

3 Formularios y declaraciones juradas que pueden ser adquiridos en la
página Web de la Oficina Nacional de Contrataciones. 

3 La restante documentación mencionada en el ítem anterior. 
3 Disquete con el archivo generado luego de cargar sus datos en un progra-

ma que debe ser instalado en la PC particular del proveedor, el cual pue-
de ser adquirido directamente del sitio de la ONC, o en forma personal
si uno concurre a esa oficina con dos disquetes para que se lo graben.

La incorporación no tiene vencimiento, pero en oportunidad de cada pre-
sentación de ofertas en los organismos contratantes, los oferentes deben ac-
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tualizar los datos que se hubieran modificado.

Hay que tener en cuenta que, si bien la incorporación no tiene vencimiento,
la constancia que se puede obtener desde el sitio Web de la Oficina Nacional
de Contrataciones para acreditar la incorporación al sistema tiene una vali-
dez de 10 (diez) días hábiles desde su emisión. 

A continuación, se describirán cuáles son los medios a través de los cuales se
selecciona a los ciudadanos o las empresas que van a contratar con la Admi-
nistración Pública.

6. ¿Cómo se elige al individuo o la empresa que va a contratar con la Ad-
ministración Pública Nacional?

Los procedimientos de selección del individuo o empresa –es decir, del cocon-
tratante o contratista– con quien la Administración celebrará el contrato, pre-
vistos tanto en el Decreto 1023/01 como en el Decreto 436/00, son estos:

3 La licitación pública
3 El concurso público
3 La licitación privada
3 El concurso privado
3 La subasta o remate público 
3 La contratación directa.

A continuación se verán, las características de cada uno de ellos.
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6.1. Licitación o concurso públicos

La licitación o el concurso serán públicos cuando el llamado o la
convocatoria a participar en el procedimiento esté dirigido a una
cantidad indeterminada de posibles oferentes con capacidad para

obligarse (es decir, en condiciones legales para contratar –ver punto
anterior–) y será aplicable cuando el monto estimado de la contra-
tación supere el mínimo que a tal efecto determine la reglamenta-
ción, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que
exijan los pliegos. El monto que, actualmente, fija la reglamenta-

ción56 al efecto es el de PESOS TRESCIENTOS MIL ($300.000).

Superado ese monto, se realizará lo siguiente: 
3 Licitación pública: se realizará cuando el criterio de selección del co-

contratante recaiga primordialmente en factores económicos (por
ejemplo, el precio más bajo, las condiciones más favorables de finan-
ciamiento, etcétera). 

3 Concurso público: se realizará cuando el criterio de selección del cocon-
tratante recaiga primordialmente en factores no económicos, tales como
la capacidad técnico-científica, artística u otras, según corresponda. 

6.2. Licitación o concurso privados

La licitación o el concurso serán privados57 (en algunos casos, tam-
bién se denominan “abreviados”) cuando el llamado o convocatoria
a participar esté dirigido exclusivamente a proveedores que se en-
cuentren inscriptos en la base de datos del SIPRO que administra
la Oficina Nacional de Contrataciones,58 y serán aplicables cuando
el monto estimado de la contratación no supere el que fija la regla-

mentación correspondiente.

56Decreto 436/00, art. 22 del Anexo.
57 Para determinar en qué casos debe realizarse una licitación y en cuáles un concurso, se toman los mismos crite-
rios que los señalados en el punto anterior.
58 Dicha base de datos es el SIPRO, de la que se da cuenta en el punto 5.2.
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Actualmente, la reglamentación determina que deberá realizarse licitación o con-
curso privado cuando el monto de la contratación sea superior a PESOS SE-
TENTA Y CINCO MIL ($75.000) e inferior a PESOS TRESCIENTOS MIL
($300.000).59 Es muy importante destacar que, si bien este procedimiento está
dirigido “exclusivamente” a proveedores que se hallaran inscriptos en la base de
datos que administra la Oficina Nacional de Contrataciones, también serán con-
sideradas las ofertas de quienes no hubiesen sido invitados a participar, pero que
han tomado conocimiento de la existencia de la licitación o del concurso. Al res-
pecto, debe recordarse que el llamado a licitación o concurso privados debe pu-
blicarse en el Boletín Oficial, en la página de Internet de la Oficina Nacional de
Contrataciones y, eventualmente, en otros medios de comunicación.60

6.3. Subasta o remate público

El procedimiento de subasta pública podrá ser aplicado en los si-
guientes casos: a) compra de bienes muebles, inmuebles, semovien-
tes (es decir, animales), incluyendo dentro de los primeros los obje-
tos de arte o de interés histórico, tanto en el país como en el exte-

rior y b) venta de bienes de propiedad del Estado Nacional.

Es importante destacar que este procedimiento debe ser aplicado preferente-
mente al de contratación directa previsto, en los casos en que la subasta sea
viable, es decir, cuando se contrate la realización o adquisición de obras cien-
tíficas, técnicas o artísticas cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas
o especialistas que sean los únicos que puedan llevarlas a cabo.

6.4. Contratación directa

La contratación directa es la que la Administración Pública realiza con deter-
minado individuo o empresa, que ella ha seleccionado discrecionalmente, y
con la cual procurará llegar a un acuerdo conveniente, sobre las bases estable-
cidas para la contratación que va a realizarse.

59 Decreto 436/00, art. 22 del Anexo.
60 Véase lo expuesto en el punto 4.5 de este trabajo.
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En algunos casos, como sucede en la contratación directa por razones de ur-
gencia, el Decreto 436/00 exige que se cursen invitaciones por medio fehacien-
te a un mínimo de tres proveedores habituales, prestadores, productores, fabri-
cantes, comerciantes o proveedores del rubro, con la finalidad de que la Admi-
nistración cuente al menos con esas ofertas (si es que los invitados las presen-
tan, pues no tienen obligación de hacerlo), para elegir la más conveniente al in-
terés general y realizar la contratación en forma directa con ese oferente. 

La selección por contratación directa se utilizará en los siguientes casos:61

a) Cuando de acuerdo con la normativa que se establezca no fuera posible
aplicar otro procedimiento de selección y el monto presunto del contrato no
supere el máximo que fije la reglamentación (actualmente, de PESOS SE-
TENTA Y CINCO MIL $75.000).62

b) La realización o adquisición de obras científicas, técnicas o artísticas
cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o especialistas que sean los
únicos que puedan llevarlas a cabo. Se deberá fundar la necesidad de re-
querir específicamente los servicios del individuo o la empresa respectiva.
Estas contrataciones deberán establecer la responsabilidad propia y exclusiva
del cocontratante, quien actuará inexcusablemente sin relación de depen-
dencia con el Estado Nacional. 

c) La contratación de bienes o servicios cuya venta fuera exclusiva de quie-
nes tengan privilegio para ello o que sólo posea una determinada persona o
empresa, siempre y cuando no hubieran sustitutos convenientes; todo ello
acreditado por el informe técnico correspondiente. Es de destacar que la mar-
ca no constituye de por sí causal de exclusividad, salvo que técnicamente se
demuestre la inexistencia de sustitutos convenientes. 

d) Cuando una licitación o un concurso haya resultado desierto o no se
presentasen ofertas, o si ninguna de las presentadas resultara conveniente pa-
ra el interés general, se deberá efectuar un segundo llamado, modificándose
los pliegos de bases y condiciones particulares. Si este procedimiento fracasa-
ra nuevamente por cualquiera de los motivos antes señalados, podrá utilizar-
se el procedimiento de contratación directa ahora examinado.

61 De acuerdo con lo previsto por el Decreto 1023/01, art. 25, inc. d).
62 Según el Decreto 436/00, art. 22 del Anexo.
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e) Cuando razones de urgencia o emergencia que respondan a circunstan-
cias objetivas impidan la realización de otro procedimiento de selección en
tiempo oportuno, lo cual deberá ser debidamente acreditado en las respecti-
vas actuaciones, y deberá ser aprobado por la máxima autoridad de cada ju-
risdicción o entidad.

f ) Cuando el Poder Ejecutivo Nacional haya declarado secreta la opera-
ción contractual por razones de seguridad o defensa nacional, facultad ésta
excepcional e indelegable. 

g) Cuando se trate de reparaciones de maquinaria, vehículos, equipos o
motores cuyo desarme, traslado o examen previo sea imprescindible para de-
terminar la reparación necesaria y resultara más oneroso en caso de adoptar-
se otro procedimiento de contratación. No podrá utilizarse la contratación
directa para las reparaciones comunes de mantenimiento de tales elementos.

h) Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades del Estado Na-
cional entre sí o con organismos provinciales, municipales o del Gobierno de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como también con las empresas y socieda-
des en las que tenga participación mayoritaria el Estado, siempre que tengan por
objeto la prestación de servicios de seguridad, logística o de salud. En estos ca-
sos, estará expresamente prohibida la subcontratación del objeto del contrato.

i) Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades del Estado Na-
cional con las universidades nacionales.

j) Los contratos que, previo informe al Ministerio de Desarrollo Social, se
celebren con individuos o empresas que se hallaran inscriptas en el Registro
Nacional de Efectores de Desarrollo Local y Economía Social, reciban o no
financiamiento estatal. 

6.5. Conclusión sobre los procedimientos de selección del contratista estatal

Lo desarrollado a lo largo de este apartado configura, en definitiva, el menú
de procedimientos de selección del contratista de la Administración Nacio-
nal. Ésta no puede elegir libremente entre cualquiera de estos procedimien-
tos, sino que cada uno de ellos podrá utilizarse siempre que se den los requi-
sitos normativamente previstos para su procedencia, siendo la licitación o el
concurso públicos la regla general recomendada.63

63 Véase Decreto 1023/01, art. 24.
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7. ¿Cuáles son los principios de la licitación pública?

De acuerdo con lo visto hasta aquí, se puede indicar lo siguiente: 

La licitación pública es un procedimiento de selección de contratis-
tas de organismos del Estado Nacional por medio del cual éstos in-
vitan públicamente a una cantidad indeterminada de posibles inte-
resados para que, con arreglo a los pliegos de bases y condiciones

pertinentes, formulen propuestas (denominadas “ofertas”) de entre
las cuales se seleccionará la más conveniente al interés general.

La licitación pública constituye una secuencia ordenada y metódica, de di-
versas etapas, que culmina –como regla general– en la celebración del contra-
to administrativo, que constituirá el punto de partida de la relación regulada
que se entable entre la Administración y quien haya resultado seleccionado.
La experiencia –ahora expresamente consagrada en el marco de los Decretos
1023/01 y 436/00 y de la Resolución 515/00 de la Secretaría de Hacienda–

64

indica que según las modalidades actuales, las etapas necesarias para el desa-
rrollo del procedimiento licitatorio pueden ascender a más de veinte.

Este procedimiento se desenvuelve sobre la base de tres principios específicos,
principios que según la Corte Suprema de Justicia de la Nación “atañe a la
preservación del interés y del orden públicos”.65

Se trata de estos principios: 
3 Igualdad
3 Concurrencia
3 Publicidad

64 Que aprobó el Manual práctico para la adquisición, enajenación y contratación de bienes y servicios del Estado
Nacional, donde se detallan los distintos pasos del procedimiento. Puede consultarse en www.infoleg.gov.ar y en el
sitio de la Oficina Nacional de Contrataciones, www.argentinacompra.gov.ar 
65 CSJN, 07/12/01, “Chubut, Provincia del c/ Centrales Térmicas Patagónicas S.A. s/sumario”, Fallos: 324-4199,
considerando 7, primer párrafo.
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Si bien ya se han examinado estos principios anteriormente, aquí se desarrolla-
rá la aplicación que éstos tienen, junto con otros, en toda la materia contrac-
tual, es decir, en todos los procedimientos de selección y también en la ejecu-
ción del contrato, especialmente en el procedimiento de la licitación pública.66

7.1. Principio de igualdad

Como ya se indicó, este principio nace de la propia Constitución Nacional,
ya que la igualdad ante la ley está asegurada por el artículo 16 de la norma
fundamental a todos los habitantes de la Nación, incluidos los oferentes en
una licitación pública.

El trato igualitario debe abarcar todas las etapas del procedimiento de selec-
ción, desde su comienzo hasta la adjudicación y firma del contrato, y man-
tiene su vigencia incluso luego de celebrarse el acuerdo de voluntades, por-
que la Administración no podrá, durante el desarrollo de la relación contrac-
tual, modificar indebidamente las bases licitatorias (es decir, los pliegos y las
cláusulas del contrato) para favorecer o para perjudicar a su contraparte.
Las situaciones que pueden resolverse en la licitación por aplicación de la ga-
rantía de igualdad son, ciertamente, muchas y variadas; a título de ejemplo,
se podrían indicar, entre tantas otras, las siguientes.

7.1.1. La igualdad y la elaboración de los pliegos

El contenido igualitario del pliego es decisivo para la transparencia de todo
el procedimiento licitatorio. Bien se ha dicho al respecto que “es en los plie-
gos del llamado donde se cometen las verdaderas tropelías, los grandes costos
del erario público, las grandes bases de la corrupción ulterior: lo demás es me-
ra continuación de lo ya empezado mal”.67

Por tal motivo existen normalmente en los reglamentos de contrataciones, dis-

66 Se sigue aquí la obra de Julio Rodolfo Comadira, La licitación pública…, op. cit., pp.41 y ss.
67 Agustín A. Gordillo, Tratado de Derecho Administrativo, t. 2, 4ª edición, Buenos Aires, Fundación de
Derecho Administrativo, 2000, p. XII-13.
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posiciones específicas orientadas a garantizar ese valor en su elaboración. Por
ejemplo, en la reglamentación aprobada por el Decreto 436/2000,68 se prohí-
be formular especificaciones cuyo cumplimiento sólo sea factible para deter-
minada empresa o determinados productos, ni transcribir detalladamente tex-
tos extraídos de folletos, catálogos o presupuestos informativos. Más aún: en
el Decreto 1023/01 se consigna que si en una licitación se comprueba la in-
serción de cláusulas o especificaciones que sólo pueden ser cumplidas por de-
terminado interesado u oferente, de manera que el llamado esté dirigido a fa-
vorecer situaciones particulares, ello dará lugar a dejar sin efecto de manera in-
mediata el procedimiento en el estado en que se halle (es decir, se deja sin efec-
to) y a la iniciación de las actuaciones sumariales pertinentes.69

Desde luego, este principio, correctamente interpretado, no se opone a que
se puedan consignar categorías objetivas de preferencia para la selección de
ofertas razonablemente fundadas. En esta línea, por ejemplo, se determina
que, en caso de igualdad de precios, la adjudicación debe recaer en la oferta
presentada por una pequeña y mediana empresa que opere, desarrolle su ac-
tividad y tenga la sede principal de sus negocios en el país.70

7.1.2. La igualdad y las aclaraciones al pliego

Toda medida de la Administración en beneficio de un oferente que al mismo
tiempo no favorezca a los restantes atentará contra la igualdad; pero no la
afectarán las aclaraciones que a pedido de cualquier oferente realice el órga-
no de la Administración interviniente, siempre que ello no vaya en desmedro
de los otros oferentes.

La igualdad se debe referir tanto a la posición de los oferentes respecto de la
Administración como a la de cada interesado frente a los restantes; por eso,
toda aclaración que se formule a alguno de ellos se debe extender a los demás,
y cualquier excepción de requisitos de algún requisito no esencial que se efec-

68 Art. 46.
69 Decreto 1023/01, art. 18.
70 Decreto 436/00, art. 81 del Anexo.
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túe respecto de un licitador se debe otorgar también a los otros. No debe ol-
vidarse que los oferentes compiten entre sí, con el objeto de resultar adjudi-
catarios, es decir, “ganar” la licitación y así, celebrar el contrato.

Lo dicho hasta aquí, si bien se refiere a la situación de los oferentes, es igual-
mente aplicable respecto de quienes, aun sin serlo, están interesados en la li-
citación, por encontrarse en condiciones jurídicas de participar en el proce-
dimiento de selección convocado.

En línea con lo expuesto, se dispone que todos los pedidos de aclaración de-
berán presentarse por escrito y, si a criterio del organismo contratante, la con-
sulta es pertinente y contribuye a una mejor comprensión e interpretación del
pliego en cuestión, el citado organismo deberá elaborar una circular aclarato-
ria, y comunicarla en forma fehaciente, con 24 horas como mínimo de anti-
cipación a la fecha de apertura, a todas las personas que hubiesen retirado el
pliego o a las que lo hubiesen comprado en los casos en que corresponda y al
que hubiera efectuado la consulta que origina la circular. Asimismo, deberá ex-
hibirlas en la cartelera para conocimiento de todos los demás interesados e in-
cluirlas como parte integrante del pliego. No se aceptarán consultas telefóni-
cas y no serán contestadas aquellas que se presenten fuera de término.71

7.1.3. La igualdad y la modificación de los pliegos

En principio, los pliegos de la licitación no se pueden modificar después de
la publicación del llamado, y esa modificación se admitirá en la medida en
que con ella no se altere el objeto de la contratación.72

¿Qué sucede cuando la autoridad administrativa decide modificar
las bases del llamado, es decir, el pliego, después de la apertura 
de ofertas, y obtiene, para ello, el acuerdo de los proponentes 

con el fin de lograr la continuidad del procedimiento? 

71 Pliego Único de Bases y Condiciones Generales para la Contratación de Bienes y Servicios del Estado Nacional
(art. 6º), aprobado por la Resolución 834/00 del Ministerio de Economía.
72 Así lo dispone el art. 6º del Pliego Único de Bases y Condiciones Generales para la Contratación de Bienes y
Servicios del Estado Nacional, aprobado por la Resolución 834/00 del Ministerio de Economía.
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¿Es válido este comportamiento?

El caso ha sido considerado por la Procuración del Tesoro de la Nación,73la
cual sostuvo que, en principio, ello no era admisible, porque a su juicio –se-
gún un criterio que compartimos– una adjudicación realizada sobre esas ba-
ses violaría los principios de publicidad, concurrencia e igualdad que deben
regir el procedimiento licitatorio.74

El organismo asesor dejó a salvo, no obstante, la posibilidad de que, sobre la
base de las particularidades de cada contratación, se pueda acreditar, con in-
tervención de los organismos técnicos especializados en la materia correspon-
diente que sólo los proponentes están razonablemente en condiciones de
ajustarse a las exigencias de los pliegos.75

La existencia, entonces, de acuerdos como los referidos no legitima, en mo-
do alguno, la continuidad de procedimientos licitatorios en los cuales se
cambien sus bases.

7.1.4. La igualdad y la necesidad de coherencia entre los pliegos y el contrato que
en definitiva se suscribe con el adjudicatario

Una práctica frecuente es incorporar en el contrato que se firma con quien
“gana” la licitación cláusulas que no estaban previstas en el pliego o contem-
pladas en éste de una determinada forma, lo que concede al contratista bene-

73 La Procuración del Tesoro de la Nación es el máximo organismo de asesoramiento jurídico de la Administra-
ción Pública Nacional. Sus dictámenes no son vinculantes, es decir, no deben ser obligatoriamente seguidos por
las autoridades administrativas que deben tomar las decisiones. No obstante, en general, sus asesoramientos son
respetados y acatados por dichas autoridades, debido a la fuerza de convicción y solvencia jurídica que normal-
mente ostentan. Se trata este importante organismo en el punto 11.   
74 “Dictámenes”, 197-015. Se trataba de un caso en el cual se había llamado a licitación pública para contratar la
prestación de 450.000 servicios de trasporte fluvial de pasajeros por los ríos del Delta durante el término de tres
años. Con posterioridad a la presentación de las ofertas, la autoridad licitante había solicitado y obtenido la con-
formidad de los cuatro oferentes presentados para reducir la prestación a 225.000 viajes, que iban a realizarse en
dieciocho meses.
75 “Dictámenes”, 197-015, y su cita de “Dictámenes”, 154-517.
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ficios que no formaron parte de las reglas del llamado a licitación.76 Este es
un comportamiento irregular que corrompe gravemente el procedimiento de
selección porque lo desvirtúa en su esencia.

Lo dicho no excluye que, en atención a las singularidades de la contratación
de que se trate, los parámetros iniciales del pliego puedan experimentar adap-
taciones, justificadas en la imprevisibilidad de ciertas situaciones.

La eventual variabilidad del pliego se sustenta en circunstancias tales como la
magnitud de la operatoria de que se trate o la alta complejidad técnica de la
contratación. Esto responde, ciertamente, a las exigencias de la realidad: no
es posible que en el pliego todo esté exactamente previsto, motivo por el cual
hay aspectos de la contratación que requieren, ineludiblemente, un desarro-
llo contractual.

No obstante, las variantes no pueden ser nunca irrazonables. La irrazonabili-
dad aparecería como tal si las variaciones fueran de tal envergadura como pa-
ra dar vida a un contrato enteramente ajeno a los pliegos.

7.2. Principio de concurrencia

Como ya se señaló, la concurrencia tiene por objeto lograr que al procedi-
miento licitatorio se presente la mayor cantidad posible de oferentes.77 Faci-
lita la posibilidad de elegir mejor porque a mayor cantidad de oferentes, ma-
yores serán las opciones de escoger, y, por ende, de obtener un elevado nivel
de idoneidad del cocontratante que satisfaga las expectativas del ente que lla-
ma a la compulsa.

Lo dicho anteriormente no implica que en caso de que sólo se reciba una pro-
puesta la licitación no pueda seguir su curso hasta la adjudicación y celebra-
ción del contrato, si aquélla es admisible (es decir, se ajusta al pliego) y conve-

76Véase el documento Contrataciones públicas vulnerables en CD adjunto.
77 El art. 3º del Decreto 1023/01, como se indicó en el punto 4.3, enuncia, en su inc. b), como uno de los prin-
cipios generales a los que deberá ajustarse la gestión de las contrataciones la promoción de la concurrencia de
interesados y de la competencia entre oferentes. 
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niente (o sea, responde al interés general comprometido en la contratación).
El desinterés que demuestran quienes, habiendo podido participar y sabien-
do del llamado no acuden a él, está evidenciando que la oferta obtenida es la
mejor a la cual puede aspirar la Administración.

Esta situación debe distinguirse del caso en que la Administración pone tra-
bas, condicionamientos o limitaciones que restrinjan irrazonablemente la
participación de los interesados. En este caso la concurrencia se encuentra
obstaculizada por el establecimiento de restricciones que no sólo frustran la
competencia, sino que además atentan contra la igualdad que, como ha que-
dado expuesto, constituye otro de los principios específicos del procedimien-
to de selección.

7.3. Principio de publicidad

Como se expuso con anterioridad, este principio es de raíz constitucional,
porque la publicidad de los actos de los funcionarios públicos es una de las
características de la forma republicana de gobierno, adoptada por el artículo
1º de la Carta Magna. Es importante recordar que el carácter público del pro-
cedimiento licitatorio no sólo permite la afluencia de interesados –con lo cual
se potencia la concurrencia y se mejoran las contrataciones del Estado–, sino
que además asegura la corrección en el trámite, porque lo transparenta: la pu-
blicidad no debe restringirse a los participantes directos, sino que debe estar
abierta al público para ser seguida por todos los interesados, lo que implica
que puedan tener amplio acceso a las actuaciones. Este acceso debe exigirse
obviamente en las etapas correspondientes. 

En este sentido, es importante destacar que el hecho de que todo acto admi-
nistrativo deba ser público, en el caso de las contrataciones, no abarca necesa-
riamente el momento de la evaluación de las ofertas. La publicidad en esta
etapa puede no ser pertinente al instalar la posibilidad de debate entre los
oferentes y la Administración Pública Nacional que sólo aporta retrasos in-
debidos al procedimiento de contratación. Es por esto que el amplio acceso a
las actuaciones mencionado no excluye la posibilidad de que en la etapa eva-
luativa de ofertas la Administración declare, respecto de la documentación ati-
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nente a la evaluación y con arreglo a las previsiones normativas vigentes, la re-
serva de ésta con el fin de asegurar la celeridad y eficacia del procedimiento.

7.4. Conclusión

Los tres principios específicos de la licitación pública no son más
que los medios idóneos para llegar a la finalidad perseguida: esco-
ger la oferta más conveniente luego de haber hecho público el lla-
mado a presentar propuestas, de haber permitido la concurrencia
de todos aquellos que reunieron las exigencias normativas de ido-
neidad requeridas por la naturaleza de la obra, el servicio, el sumi-

nistro o la contratación de que se trate, y de haber dispensado igua-
litaria atención a los aspirantes, dando a todos ellos las mismas 

oportunidades en análogas situaciones.

8. ¿Qué son y para qué sirven los pliegos de bases y condiciones, generales
y particulares?

El pliego de bases y condiciones es, genéricamente, el documento
elaborado por la Administración Pública en el cual ésta regula el

procedimiento de selección de su futuro contratista y, asimismo, el
régimen de ejecución del contrato de que se trate.78

Dentro de este concepto deben distinguirse, dos tipos de pliegos que, como
se verá más adelante, están interrelacionados: 

3 El pliego de bases y condiciones generales 
3 El pliego de bases y condiciones particulares

El primero, es decir, el pliego de bases y condiciones generales, contiene las
disposiciones que son comunes o uniformes a todos los contratos que celebra
la Administración Pública, de modo tal que, independientemente del contra-

78 Julio Rodolfo Comadira, La licitación pública (nociones, principios, cuestiones), op. cit., p. 113.
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to específico de que se trate –suministro, locación de servicios, etcétera–, se
presentan de manera idéntica. Por eso, a fin de evitar la innecesaria repetición
de esas cláusulas en cada uno de los contratos que celebra la Administración,
se incluyen en una única norma, aplicable a todos los contratos. En este or-
den, el Ministerio de Economía, mediante la Resolución 834/00, aprobó el
“Pliego Único de Bases y Condiciones Generales para la Contratación de Bie-
nes y Servicios del Estado Nacional”, que se encuentra actualmente vigente y
se aplica a todos los contratos sobre bienes y servicios que celebre el Estado
Nacional, sin importar qué bien o qué servicio se contrata, pues sus disposi-
ciones son igualmente aplicables a todos ellos. 

En cambio, el pliego de bases y condiciones particulares se refiere a un con-
trato en particular, cierto y determinado, respecto del cual fija las condicio-
nes específicas (por ejemplo, el contrato de suministro de víveres para una
unidad militar, para el primer trimestre del año, donde se determinará el ti-
po de víveres a adquirir, la cantidad, el lugar y el plazo de entrega, etcétera).
Por tener un objeto puntual, los pliegos de bases y condiciones particulares
son elaborados por el organismo que va a celebrar ese contrato, pues es el úni-
co que realmente conoce cuáles son las necesidades específicas que intenta sa-
tisfacer con la contratación en cuestión.

Es un principio esencial en materia de contrataciones públicas que
los pliegos de condiciones, tanto generales como particulares, cons-
tituyen la ley de la licitación o ley del contrato, porque es en ellos
donde se especifican el objeto de la contratación y los derechos y

obligaciones del organismo licitante, de los oferentes y del adjudica-
tario. Por lo tanto, deben ser estrictamente cumplidos por todos los

que participan en la licitación y, luego de firmado el contrato, 
por las partes de éste, es decir, por la Administración y 

por el contratista particular.

Ahora bien, debe tenerse especialmente presente que:
3 El pliego de bases y condiciones particulares debe respetar y ajustarse

plenamente a lo dispuesto en el pliego de bases y condiciones genera-
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les; en ningún caso puede contradecirlo.
3 El pliego de bases y condiciones generales debe ser estrictamente respe-

tado por el pliego de bases y condiciones particulares, el cual se debe
limitar, únicamente, a consignar los detalles necesarios para aplicar al
contrato específico que regula aquellas cuestiones que, genéricamente,
están establecidas en el pliego de bases y condiciones generales.

Si el pliego de condiciones particulares contradice el de condiciones genera-
les, será inválido y deberá dejarse sin efecto. 

9. ¿Cuáles son las potestades y derechos de la Administración Pública Na-
cional en un contrato administrativo o público?79

El Decreto 1023/01 enuncia las potestades y los derechos de la autoridad ad-
ministrativa, sin perjuicio de que existan otras previstas en la legislación es-
pecífica, en sus reglamentos, en los pliegos de bases y condiciones generales
y particulares o en la restante documentación contractual.80

A continuación, figuran las potestades y derechos:
3 La potestad de dirección y control.
3 La prerrogativa de interpretar los contratos y resolver las dudas que

ofrezca su cumplimiento.
3 Exigir al cocontratante particular la continuación de la ejecución del

contrato.
3 La prerrogativa de modificar el contrato (principio de mutabilidad).
3 La potestad rescisoria.
3 La potestad de sancionar.

79 Se sigue la obra Derecho Administrativo (2 tomos), dirigida por Julio Rodolfo Comadira, cuyos autores son
Héctor J. Escola y Julio R. Comadira, Lexis Nexis, en prensa.
80 Decreto 1023/01, art. 12.
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9.1. Potestades o prerrogativas

9.1.1. La potestad de dirección y control.

Esta potestad implica que la Administración no puede permanecer ajena a la
manera en que va desarrollándose un contrato administrativo, ni a la forma
en que van cumpliéndose las prestaciones, ya que esas condiciones y circuns-
tancias, por vincularse con el interés general, son de vital importancia.
Por ello, se destaca como prerrogativa estatal la posibilidad de la Administra-
ción de dirigir y controlar la ejecución de los contratos administrativos.

Así, el Decreto 1023/01 otorga a la autoridad administrativa el poder de con-
trolar, inspeccionar y dirigir la respectiva contratación y la facultad de inspec-
cionar las oficinas y los libros que estén obligados a llevar los contratantes.81

Los poderes de dirección y control que tiene la Administración Pública, abar-
can cuatro aspectos, a saber: 

a) Un aspecto material, respecto de los hechos y actos que constituyen la
debida ejecución del contrato.

b) Un aspecto técnico, que se orienta a precisar si esa ejecución se lleva a
cabo con todos los requisitos de ese tipo que debían ser observados.

c) Un aspecto financiero, en el cual se verifican todas las operaciones de
esa clase, como las inversiones, las adquisiciones y acopios, la fijación y
percepción de las tarifas, etc.

d) Un aspecto legal, a fin de precisar si se respetan las condiciones jurídi-
cas impuestas o resultantes del contrato en ejecución.

De lo expuesto surge claramente la extensión de los poderes de dirección y
control, aun cuando su aplicación pueda ser muy distinta en cada tipo de con-
trato administrativo.

81 Decreto 1023/01, art. 12, incs. c) y f ).
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La Administración, en ejercicio de estos poderes, imparte a su cocontratante ór-
denes e instrucciones que éste debe acatar, pues si así no lo hiciera, podrá im-
ponerle las sanciones que estén previstas en el contrato o en las normas.82

9.1.2. La prerrogativa de interpretar los contratos y resolver las dudas que ofrez-
ca su cumplimiento

En los contratos entre privados, ante la falta de transparencia o frente a la du-
da acerca de la interpretación de una cláusula del contrato, si las partes no se
ponen de acuerdo, eventualmente, deberán recurrir para resolver la cuestión
a la decisión de un tercero imparcial, que generalmente es un juez.

En cambio, cuando la Administración es una de las partes, si se trata de un
contrato administrativo, ella misma está facultada para definir cuál es la in-
terpretación correcta83 ante el caso de que las partes no lleguen a un acuerdo.
Se trata de una manifestación del régimen exorbitante.

9.1.3. Exigir al cocontratante particular la continuación de la ejecución del contrato.

La Administración Pública está facultada para exigir a su cocontratante par-
ticular la continuación, en toda circunstancia, de la ejecución del contrato,
de modo que éste, en principio, no se vea interrumpido.

El fundamento de esta prerrogativa reside en lo siguiente: 
3 La finalidad de interés general que es propia de estos contratos.
3 La posición de subordinación que mantiene el cocontratante particu-

lar en la relación establecida con la Administración.

Es como consecuencia de esta potestad de la Administración que el particu-
lar tiene que aportar, salvo contadas excepciones, sus máximos esfuerzos pa-
ra que se logre la finalidad del contrato. Esto sólo puede exceptuarse en caso
de condiciones o situaciones expresamente reconocidas, que obstaculicen o

82 Véase punto 9.1.6.
83 Decreto 1023/01, art. 12, inc. a).
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hagan imposible la ejecución del contrato, o trastornen de manera definitiva
la relación contractual.

En caso de duda, la interpretación siempre deberá tender a la continuidad de
la ejecución y, del mismo modo, cuando las dudas recaigan sobre la extensión
de lo pactado entre las partes, la interpretación deberá estar dirigida en el sen-
tido más favorable a la continuidad de la ejecución de las prestaciones que de-
be cumplir el cocontratante particular, aun cuando en ambos casos se le pue-
dan generar a éste perjuicios.

Fuera de los casos señalados, el cocontratante particular no puede interrum-
pir la ejecución del contrato sin incurrir en una grave inconducta.

Por otro lado, cuando la continuidad es quebrada por el cocontratante parti-
cular, la Administración debe hacer uso de los medios que el Derecho Admi-
nistrativo y el propio contrato le suministren para asegurar esa continuidad,
teniendo en cuenta que lo que interesa es siempre el cumplimiento del con-
trato, y no dejarlo sin efecto, medida extrema que por lo común habrá de per-
judicar el interés general.

9.1.4. La prerrogativa de modificar el contrato (principio de mutabilidad).

Este principio postula que la Administración Pública está facultada para mo-
dificar unilateralmente lo convenido en el contrato, variando las prestaciones
debidas por el contratante particular.

A favor de esto se sostiene que la Administración no puede quedar indefini-
damente obligada a cumplir contratos que se han convertido en inútiles, o
por cláusulas contractuales que se han tornado inadecuadas para satisfacer las
necesidades que se tuvieron en cuenta al celebrar el contrato. Las necesidades
y el interés general deben prevalecer, deben ser convenientemente cubiertas,
y si para ello se hace necesaria la modificación de las previsiones del contrato
celebrado, éstas deben efectuarse.

No obstante, esta posibilidad de modificar el contrato no es ilimitada, pues
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como regla está sujeta al principio de razonabilidad.

Toda modificación que introduzca la APN debe respetar, sobre todo, la sus-
tancia del contrato celebrado, su esencia y la de su objeto, manteniéndose un
equilibrio económico-financiero a favor del cocontratante particular y debe
compensárselo cuando ese equilibrio se rompa, o efectuar los reajustes que
correspondan para evitar que obtenga indebidos beneficios.

Las modificaciones que la Administración está habilitada a introducir en sus
contratos pueden aplicarse sobre su duración, sobre el volumen o cantidad de
las prestaciones y obligaciones del cocontratante particular, o sobre las con-
diciones, forma y modo de ejecución de ellas.

La legislación, al regular ciertos contratos administrativos, suele tratar especial-
mente esta potestad de la Administración, estableciendo sus límites, condicio-
nes y efectos. Así ocurre, por ejemplo, en la Ley Nacional 13.064, de Obras
Públicas o, más recientemente, en el Decreto 1023/01, que le asigna a la au-
toridad administrativa la prerrogativa de modificar el contrato por razones de
interés general; la facultad de aumentar o disminuir hasta un 20% el monto
total del contrato en las condiciones y precios pactados y con la adecuación de
los plazos respectivos, y, asimismo, la facultad de prorrogar, con arreglo a las
condiciones que fija, los contratos de suministros o de prestación de servicios.

No obstante, debe señalarse que la modificación del contrato administrativo
no siempre se puede considerar ligada al ejercicio de la potestad unilateral de
la Administración, pues existen normas que reconocen la posibilidad de rea-
lizar formalmente modificaciones por mutuo acuerdo.

9.1.5. La potestad de rescindir el contrato

La Administración Pública tiene la prerrogativa de disponer, en todo mo-
mento y de manera unilateral, la rescisión, es decir la extinción, de los con-
tratos que suscribe.

La potestad rescisoria se aplica sostenida por razones de oportunidad, mérito
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o conveniencia, o sea, por causas relativas, directamente, al interés general,84

es decir, se trata de la atribución de dejar sin efecto el contrato cuando la Ad-
ministración percibe que la ejecución de ese contrato no responde a las nece-
sidades públicas del momento.

Es necesario destacar que la autoridad pública debe fundar y motivar debi-
damente el acto por el cual disponga la rescisión unilateral de un contrato
administrativo, señalando expresamente las razones tenidas en cuenta y los
motivos que la imponen, exigencias éstas que implican la prohibición de
utilizar esta potestad por mero capricho de los funcionarios de turno o ar-
bitrariamente.

9.1.6. La potestad de sancionar a un oferente

Esta prerrogativa es reconocida para asegurar el cumplimiento de las órdenes
de servicio e instrucciones que la Administración le imparte al contratista
particular en ejercicio de la potestad de regulación y control.

En efecto, de nada serviría que la Administración Pública tuviera ese poder
de dirección si, en forma correlativa, no tuviera también la potestad de san-
cionar las faltas en que incurra el cocontratante particular. En consecuencia,
junto al poder de dirección y control, y aun como una consecuencia necesa-
ria de él, está el de sancionar, que aparece como la expresión máxima del es-
tado de subordinación en que se halla, dentro del contrato administrativo,
quien acepta contratar con la Administración Pública.

La potestad de sancionar puede ser ejercida en forma directa y unilateral por
la Administración, considerando cada caso en sí mismo e imponiendo las
sanciones que a su juicio correspondan, sin que deba recurrir a la interven-
ción de un juez, salvo cuando el cumplimiento de una sanción impuesta exi-
ja actuar sobre el patrimonio del cocontratante particular.

Desde luego que esta atribución, por demás significativa, tiene límites que

84Esta potestad está expresamente prevista en el art. 12 del Decreto 1023/01.
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impiden su uso abusivo, protegiendo así los derechos del particular que con-
trata con la Administración. 
Los límites de la potestad de sancionar, son los siguientes: 

3 Como medida previa a toda sanción, se requiere que la Administración
haya intimado a su cocontratante al correcto cumplimiento de sus
obligaciones, salvo excepcionales circunstancias. 

3 Las sanciones impuestas por la Administración Pública están sujetas al
control del Poder Judicial.

3 La Administración no puede imponer sanciones caprichosas o arbitra-
rias.

El Decreto 1023/01 atribuye a la autoridad administrativa la facultad de im-
poner a los contratantes las penalidades previstas en él cuando incumplieran
sus obligaciones y, asimismo, la prerrogativa de proceder a la ejecución direc-
ta del objeto del contrato cuando el cocontratante no lo hiciera dentro de pla-
zos razonables pudiendo, incluso, disponer de los medios y bienes de éste.85

El decreto referido contempla las penalidades y sanciones que pueden ser im-
puestas a los oferentes o contratantes. Así, enuncia como penalidades la pér-
dida de la garantía de mantenimiento de la oferta o de cumplimiento del
contrato;86 la multa por mora en el cumplimiento de sus obligaciones y la res-
cisión por su culpa, y, como sanciones, el apercibimiento, la suspensión y la
inhabilitación.87

9.2. Derechos de la Administración Pública

Las prerrogativas o potestades enunciadas hasta este punto se complementan
con los siguientes derechos de la Administración.

85 Decreto 1023/01, art. 25, incs. d) y e). Esta prerrogativa significa que en ciertos casos la propia Administración
puede ser la que lleve adelante la actividad en lugar del contratista privado que la venía llevando adelante.
86 Las garantías son requisitos que deben contener las ofertas y son ofrecidas previamente por los participantes en
los procesos de selección.
87 Decreto 1023/01, art. 29.

                 



180

9.2.1. Derecho a exigir la debida ejecución del contrato

La Administración Pública tiene el derecho de exigir a su cocontratante el de-
bido y regular cumplimiento de todas las obligaciones impuestas a éste por el
contrato y por los documentos complementarios que lo integren. El cocon-
tratante debe asumir no sólo las obligaciones que estén formalmente expresa-
das en el contrato, sino también todas aquellas que puedan ser una conse-
cuencia implícita comprendida en él.

El Decreto 1023/01 impone al contratante88 la obligación de ejecutar el
contrato por sí, quedándole prohibida la cesión o subcontratación, salvo
consentimiento expreso de la autoridad administrativa.89

De esto se sigue que, excepto cuando estuviera autorizado para ello por el
propio contrato o por la Administración, el cocontratante debe ejecutar per-
sonalmente sus obligaciones, no pudiendo ceder o transferir el contrato, co-
locando a otro en su lugar, ni tampoco subcontratar, requiriendo la colabo-
ración de un tercero en la realización de las prestaciones,.

9.2.2. Derecho a exigir la ejecución en término

La Administración no sólo tiene el derecho de exigir la debida ejecución del
contrato administrativo, sino que además le corresponde el poder reclamar
que esa ejecución se lleve a cabo dentro de los plazos que hayan sido fijados
para que tenga lugar. Si el cocontratante así no lo hace, incurrirá en una fal-
ta contractual que dará efecto a que se le impongan las sanciones previstas en
el contrato o que correspondan, de manera general.

La aplicación de sanciones no procederá cuando el incumplimiento de los plazos
se deba a circunstancias que no sean jurídicamente imputables al cocontratante
y, por ende, no le puedan ser reprochadas (razones climáticas, por ejemplo).

88 Sin perjuicio de las obligaciones previstas en la legislación específica, en sus reglamentos, en los pliegos de bases
y condiciones o en la restante documentación contractual.
89 Decreto 1023/01, art. 13, inc. b).
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Asimismo se le impone al contratante el deber de cumplir las prestaciones por
sí en todas las circunstancias, salvo caso fortuito o fuerza mayor, ambos de ca-
rácter natural.90

10. ¿Cuáles son los derechos del individuo o empresa que celebra un con-
trato con la Administración Pública Nacional?91

3 Derecho a exigir que la Administración Pública cumpla sus obligaciones.
3 Derecho del cocontratante particular a percibir el precio fijado.
3 Derecho al mantenimiento de la ecuación económico-financiera del con-

trato.
3 Derecho a requerir la rescisión del contrato administrativo.
3 Derecho a ser resarcido por la extinción del contrato.

10.1. Derecho a exigir que la Administración Pública cumpla sus obligaciones

El cocontratante particular tiene el derecho de exigir que la Administración
Pública cumpla las obligaciones que por el contrato haya contraído, lo cual
va más allá del mero hecho de que ésta efectúe los pagos correspondientes, si-
no que implica que las realice correctamente.

Por eso es que el Estado debe cumplir sus prestaciones dentro de los plazos
contractualmente aplicables, y a falta de tales plazos, dentro del término ra-
zonable que para cada caso corresponda.

Asimismo, este derecho prohíbe que la Administración adopte medidas que
estén en contradicción con la debida ejecución de sus obligaciones.

Si el Estado no cumple las obligaciones a su cargo, ese incumplimiento puede
generar diversas consecuencias; entre otras, pueden ir desde una justificación de
una demora o un retardo en el plazo contractual del particular, o aun su sus-
pensión, hasta el pago de intereses o la indemnización de los daños y perjuicios
que se hubieran producido por esa causa al cocontratante particular.

90 Decreto 1023/01, art. 13, inc. c.
91 Cf. Aquí la obra Derecho Administrativo (2 tomos), dirigida por Julio Rodolfo Comadira, cuyos autores son
Héctor J. Escola y Julio R. Comadira, Lexis Nexis, en prensa.
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10.2. Derecho del cocontratante particular a percibir el precio fijado

El derecho del cocontratante particular a percibir el precio establecido en su
favor por el contrato administrativo es, seguramente, el más importante.
En este tipo de contratación, el precio puede adquirir distintas formas y reci-
bir diferentes denominaciones, sin perder su carácter de tal.

Uno de los principios fundamentales que rigen la existencia del precio en la
contratación administrativa es el de su intangibilidad, es decir que no puede
ser variado o alterado sino por medio de un nuevo acuerdo de las partes que
lo concertaron, sin que tenga cabida, a este respecto, el principio de mutabi-
lidad ya explicado existente en favor de la Administración.

La intangibilidad no implica que el precio sea inmodificable, puesto que es
natural que pueda sufrir variaciones, cuando éstas resultan de las mismas
cláusulas del contrato celebrado, o por causas ajenas a las partes; por ejemplo,
cuando el gobierno crea un nuevo impuesto que incrementa los costos.

El precio contractual debe ser pagado en el lugar, tiempo, forma y condiciones
que hayan sido estipuladas, y la observancia de estas circunstancias sirve también
para mantener su real intangibilidad. El retardo de la Administración Pública en
el pago del precio debido habrá de significarle el pago de intereses moratorios.

10.3. Derecho al mantenimiento de la ecuación económico-financiera del contrato

Una vez celebrado, el contrato administrativo implica para el cocontratante
particular una situación general que él tiene en cuenta y que resulta de cierto
equilibrio económico-financiero. Este equilibrio surge de la idea de considerar
el contrato como un todo, en el cual los intereses de las partes se condicionan
entre sí. Estos intereses son, por un lado, la pretensión de la Administración
Pública de satisfacer determinado interés general y, por el otro, la posibilidad
para el cocontratante particular de lograr un beneficio inicialmente calculado.

No obstante, ese equilibrio económico-financiero –la ecuación financiera del
contrato – puede resultar afectado por causas imputables a la Administración

       



183

Pública o por causas no imputables a ésta, imprevistas y, por eso mismo, no
tenidas en cuenta al celebrarse el contrato, lo que se traduce, casi siempre, pa-
ra el cocontratante particular, en una disminución del beneficio calculado.

Cuando esas situaciones se producen, el cocontratante particular tiene dere-
cho a exigir, si se reúnen determinadas condiciones, que tal equilibrio sea res-
tablecido o que los perjuicios ocasionados sean, al menos, atemperados.92

10.4. Derecho a requerir la rescisión del contrato administrativo

El cocontratante particular tiene, asimismo, el derecho a solicitar la rescisión
(extinción o finalización) del contrato administrativo, en ciertos casos. Pero
es importante tener presente que sólo puede solicitarla ante el juez, a dife-
rencia de lo que ocurre cuando la extinción la dispone la Administración,
que puede decidirla por su propia voluntad, por sí y ante sí. En caso de que
el contratista solicite al juez la rescisión, quedará a su cargo, hasta que la res-
cisión sea pronunciada, el cumplimiento regular de las prestaciones debidas,
salvo especiales circunstancias excepcionales. Como toda rescisión, produci-
rá la extinción de la relación contractual hasta entonces existente y dará lu-
gar, eventualmente, al pago de los daños y perjuicios sufridos.

10.5. Derecho a ser resarcido por la extinción del contrato.

Cuando la Administración Pública, en ejercicio de su potestad rescisoria, dis-
pone la extinción de un contrato administrativo, el cocontratante particular
tiene el derecho a ser indemnizado de los daños y perjuicios que le produzca
esta decisión de la Administración.

Un ejemplo sería el supuesto en que se contrate una obra (un puente, una es-
cuela o un hospital) y que antes de su finalización se considere que esa cons-
trucción ya no es necesaria o conveniente para satisfacer el interés general o
que éste puede satisfacerse de una manera diferente.

92Este derecho ha sido expresamente reconocido por el art. 13, inc. a), del Decreto Nº 1023/01.
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11. Organismos estatales que intervienen en las contrataciones públicas: los
que contratan y los que controlan

Por medio de la Resolución 515/2000 de la Secretaría de Hacienda del Minis-
terio de Economía y Producción, se aprobó el Manual práctico para la adquisi-
ción, enajenación y contratación de bienes y servicios del Estado Nacional, el cual
regula todo lo atinente al procedimiento que se desarrolla en el ámbito interno
de la Administración, con motivo de la celebración de un contrato público.

Para entender cómo funciona este sistema, es necesario contar con una resumi-
da noción de cómo esta estructurada internamente la Administración Pública. 

En líneas generales, se puede decir que la Administración está conformada
por lo siguiente:
3 Organismos centralizados que integran una línea jerárquica, cuya cabeza

es el presidente de la Nación (ministerios, secretarías, subsecretarías, direc-
ciones, etcétera).

3 Entes descentralizados o autárquicos, que, si bien son más independien-
tes, también están sujetos a un control por parte de algún órgano de la Ad-
ministración centralizada, según el caso en particular (podrá ser un minis-
terio, la propia presidencia de la Nación, etcétera). 

Dentro de cada uno de estos organismos, funcionan distintas unidades con
tareas específicas para las contrataciones. Así, por ejemplo, deben distinguir-
se las siguientes:

3 Las Unidades Ejecutoras de Programas (UEP) 
3 La Unidad Operativa de Compras (UOC)
3 Las Unidades de Registro Contable (URC)
3 Los Servicios Administrativos Financieros (SAF)

Por otra parte, debe advertirse que el organismo rector del sistema de contra-
taciones es la Oficina Nacional de Contrataciones (ONC), que depende de
la Secretaría de Gestión Pública de la Jefatura de Gabinete de la Nación.
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Todos estos órganos o unidades, participan, de un modo u otro, 
en el procedimiento de celebración del contrato. Son, de alguna

manera, “los que contratan”.

Sin perjuicio de ello, existen otros organismos que intervienen en las cuestio-
nes relativas a las contrataciones públicas, pero que no lo hacen del mismo
modo que los mencionados en el párrafo anterior. Por el contrario, estos orga-
nismos están encargados de controlar lo que han hecho aquéllos, es decir, si
han cumplido con todas las formalidades exigidas por las normas, si han con-
tratado a precios adecuados, si las contrataciones no han sido fraudulentas; en
definitiva, si no han existido irregularidades. A saber, los organismos encarga-
dos de realizar el control interno y externo de la Administración: la Sindicatu-
ra General de la Nación (SIGEN) y, dentro de cada dependencia, las Unida-
des de Auditoría Interna (UAI), a cargo del control interno, y la Auditoría Ge-
neral de la Nación, con competencia para efectuar el control externo.

También debe destacarse el rol de contralor que ejercen en cada organismo,
con carácter previo a la emisión de los actos administrativos principales del
procedimiento, las direcciones de Asuntos Jurídicos correspondientes, que a su
vez dependen de la Procuración del Tesoro de la Nación (PTN), máximo ór-
gano de asesoramiento jurídico de la Administración Pública y cuya doctrina
es de aplicación obligatoria para todos los abogados del cuerpo de abogados
del Estado, es decir, para todas las direcciones de Asuntos Jurídicos referidas.

11.1. Organismos que intervienen en el procedimiento de contratación: “los que
contratan”.

3 Unidades Ejecutoras del Programa (UEP)
3 Unidad Operativa de Compras (UOC)
3 Comisión Evaluadora
3 Servicio de Administración Financiera (SAF)
3 Dirección Nacional de Estandarización y Asistencia Técnica
3 Escribanía General del Gobierno de la Nación
3 Oficina Nacional de Tecnología Informática (ONTI)
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3 Oficina Nacional de Contrataciones (ONC)

11.1.1. Unidades Ejecutoras del Programa (UEP)

Se trata de las unidades requirentes de los bienes o servicios que se van a con-
tratar. Las UEP verifican si el bien o servicio que se pretende contratar está
incluido en un catálogo del Sistema de Identificación de Bienes y Servicios
de Utilización Común”

93
y, en caso de que no lo esté, debe solicitar a la Ofi-

cina Nacional de Contrataciones que le dé el alta correspondiente. A conti-
nuación, la unidad ejecutora deberá confeccionar el pedido mediante una so-
licitud de gastos, que será enviada a la Unidad Operativa de Compras que co-
rresponda. La solicitud mencionada deberá cumplir los siguientes recaudos: 

3 Presentar el pedido por escrito, registrándolo mediante un número de
expediente que le asignará la oficina de Mesa de Entradas, de la juris-
dicción a la que pertenece la UEP.

3 Describir las características de los bienes y/o servicios que se van a con-
tratar, consignando la calidad exigida y, en su caso, las normas cualita-
tivas que deban requerirse, así como si los elementos deben ser nuevos,
usados o reacondicionados, y si se aceptan tolerancias.

3 Dar un precio justo del costo estimado de la prestación con el fin de
registrar la afectación preventiva de recursos (se reserva preventivamen-
te el dinero necesario para pagar la contratación, siempre que se den las
condiciones exigidas para ello). 

3 Determinar si lo requerido cuenta con los términos o condiciones de
comercialización.

3 Fundamentar, si existieran, las razones de urgencia o emergencia que
motivan la solicitud de gastos.

93 El Sistema de Identificación de Bienes y Servicios fue creado por la Decisión Administrativa de Jefatura de Ga-
binete Nº 344/97, con el objeto de establecer criterios uniformes y homogéneos que permitan identificar los re-
querimientos de compras de bienes y servicios, su clasificación y codificación, y también para la Administración,
guarda y custodia de bienes muebles e inmuebles, que gracias a un soporte informático instalado en los distintos
organismos de la Administración Pública Nacional permite la catalogación de bienes y servicios.
Este sistema  permite vincular las etapas de formulación presupuestaria y gestión de las contrataciones de bienes
y servicios, a fin de permitir la rápida y económica obtención de bienes de utilización común que resulten
requeridos por los organismos (por ejemplo, papel y demás útiles de escritorio).
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Además, solicitar a la Unidad Operativa de Compras un aumento del total
adjudicado, de hasta un VEINTE POR CIENTO (20%) o una disminución
de hasta un DIEZ POR CIENTO (10%) de su valor original. 

11.1.2. Unidad Operativa de Compras (UOC)

La función de estas unidades es de suma importancia, ya que son
las encargadas de llevar a cabo la gestión de los procedimientos 

de contrataciones dentro de cada Servicio Administrativo Financie-
ro (SAF) de los organismos que se encuentran dentro del ámbito 

de la Administración Nacional.

Quienes se desempeñan en estas Unidades deben tener conocimientos técni-
cos en la materia. Las funciones de las UOC son las siguientes:

3 Recibir las solicitudes de gastos que le envía la UEP y verificar que es-
tén reunidos todos los requisitos. 

3 Rechazar la solicitud de gastos si se encuentra incompleta. 
3 Agrupar las solicitudes de gastos recibidas correctamente sobre la base de

la identidad o afinidad del rubro comercial para que se realicen en una
sola gestión, evitando incurrir en desdoblamiento (desdoblamiento sig-
nifica realizar dos o más contrataciones con el mismo objeto, de modo
de no superar, en cada una de ellas, los montos que obligan a realizar li-
citación pública o privada, con el fin de realizar contrataciones directas).

3 Requerir la intervención de la Sindicatura General de la Nación cuan-
do sea necesario utilizar el sistema de control de precios testigos. Men-
sualmente se confecciona una lista de todos los llamados que se efec-
tuarán en el próximo mes para los cuales esté previsto, por sus mon-
tos, solicitar a la SIGEN su intervención, conforme el Sistema de Pre-
cios Testigo. 

3 Determinar el tipo de procedimiento de contratación que corresponda
(licitación o concurso público, licitación o concurso privado, contra-
tación directa y trámite simplificado). 

3 Determinar la modalidad con la cual se llevará a cabo la contratación
(con orden de compra abierta, compra informatizada, mediante inicia-
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tiva privada, con precio tope o precio de referencia, contratación con-
solidada, contratación llave en mano).

3 Remitir el expediente para que sea autorizado por el funcionario del or-
ganismo que según la legislación tiene la facultad de autorizar la con-
tratación.94

3 Asignar número de procedimiento a la selección. 
3 Elaborar los pliegos de bases y condiciones particulares (siguiendo los linea-

mientos que establece el Pliego Único de Bases y Condiciones Generales).95

3 Convocar a una etapa previa para recibir observaciones del proyecto de
pliego cuando por la complejidad o el monto de la contratación se hi-
ciese necesario. Para esto debe dar publicidad al pliego mediante la pu-
blicación en el Boletín Oficial, en el sitio de Internet de la ONC, y
además tiene que comunicar a las asociaciones que nuclean a los pro-
ductores, fabricantes y comerciantes del rubro y a las asociaciones lo-
cales del lugar donde deba cumplirse la prestación.

3 Remitir el pliego de bases y condiciones particulares aprobado a la SI-
GEN, para el control de auditoría y veeduría. 

3 Realizar la convocatoria a presentar ofertas y dar publicidad a los pliegos. 
3 Recibir consultas sobre los pliegos y, en su caso, emitir circulares acla-

ratorias o modificatorias. 
3 Evaluar las ofertas presentadas mediante la confección de un cuadro

comparativo de precios. Cuando se trate de contrataciones para cuyo
estudio sean necesarios conocimientos técnicos específicos, podrá de-
signar a un perito experto o solicitar a los organismos estatales o priva-
dos todos los informes que sean necesarios. 

3 Remitir un proyecto de acto a la autoridad que corresponda para que
ésta resuelva la adjudicación o declare desierta o fracasada la licitación
(si no hubo oferentes o si ninguna oferta se ajusta a los pliegos –ofertas
inadmisibles– o ninguna resulta conveniente para el interés general
–ofertas inconvenientes–). 

3 Notificar al adjudicatario y al resto de los oferentes del resultado de la
adjudicación. 

94 La Decisión Administrativa 215/99 dictada por el Jefe de Gabinete de Ministros establece cuáles son las autori-
dades competentes para autorizar las contrataciones, según el monto de éstas. 
95 Aprobado por Resolución del Ministerio de Economía 834/00
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3 Emitir orden de compra y notificársela al adjudicatario, mediante lo
cual se perfecciona el contrato (salvo que el adjudicatario la rechace).

3 Dar publicidad y difundir las contrataciones con posterioridad al per-
feccionamiento del contrato. 

3 Prorrogar los contratos de suministros de cumplimiento sucesivo o de
prestación de servicios, siempre y cuando se encuentre prevista esa fa-
cultad en los pliegos de bases y condiciones particulares, por única vez y
por un plazo igual al del contrato inicial.

11.1.3. Comisión Evaluadora 

Este organismo esta integrado por tres miembros: el responsable de la UOC
que corresponda, el titular de la UEP que quiera contratar y un funcionario
designado por el organismo. 

La función principal de esta comisión es emitir el dictamen de evaluación
que sirve para darle, a la autoridad que tiene la facultad de adjudicar el con-
trato, los fundamentos para que dicte el acto de adjudicación. 
El dictamen no es de seguimiento obligatorio para la autoridad que, en defi-
nitiva, debe decidir quién ha presentado la oferta más conveniente, con el ob-
jeto de firmar con éste el contrato. 

La intervención de la Comisión Evaluadora es obligatoria y, por lo tanto, és-
ta debe emitir su dictamen de evaluación. No obstante, la autoridad que de-
be resolver con quién contratará la Administración no está limitada a celebrar
el contrato con el oferente que, a criterio de la Comisión Evaluadora, ha pre-
sentado la oferta más conveniente. Por el contrario, la autoridad que debe re-
solver puede considerar, fundadamente, que otro oferente ha presentado la
oferta más conveniente y, por lo tanto, celebrar con él el contrato.  

11.1.4. Servicio de Administración Financiera 

A estas unidades les compete lo siguiente: 
3 Verificar si hay crédito presupuestario en la partida que corresponda a

la autoridad que va a contratar, para atender la solicitud de gastos. 
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3 Una vez que el gasto fue aprobado, registrar y certificar el compromiso. 
3 Desafectar el total o el remanente de la adjudicación y comprometerlo

a favor del proveedor al cual ésta se le transfiere, cuando la UOC hu-
biera autorizado la transferencia del contrato a otro adjudicatario.

11.1.5. Dirección Nacional de Estandarización y Asistencia Técnica 

Este organismo debe emitir un dictamen técnico cuando la contratación se
refiera a bienes y servicios de carácter informático.96

11.1.6. Escribanía General del Gobierno de la Nación

Proporciona un escribano para presenciar el acto de apertura de ofertas cuan-
do el titular de la UOC lo solicite. 

11.1.7. Oficina Nacional de Tecnología Informática (ONTI)

Ha elaborado los Estándares Tecnológicos para la Administración Pública,
que constituyen una guía para la redacción de los pliegos de especificaciones,
con el fin de brindar a los organismos públicos una herramienta que les po-
sibilite avanzar en los procesos de racionalización, estandarización y homoge-
neización de las contrataciones de las diversas tecnologías informáticas. 

11.1.8. Oficina Nacional de Contrataciones

Este es el órgano rector del sistema de contrataciones y tiene como objetivo
principal el de proponer las políticas, normas, sistemas y procedimientos re-
lativos a las compras y a las contrataciones de bienes y servicios del sector pú-
blico nacional, en coordinación con los demás órganos rectores del Sistema

96De conformidad con el Decreto 856/1998 y Resolución SFP 77/1999, están excluidas de dicha intervención
las contrataciones de insumos para todo tipo de impresoras, de medios de almacenamiento removibles, repuestos
de equipamiento informático, la actualización de equipamiento existente (ampliaciones de memorias o discos
rígidos), equipos o sistemas electrónicos accesorios que no tienen relación con la informática (videograbadoras,
fax, fotocopiadoras, etc.), adquisición de hardware y software que sean acordes con lo que especifican los
Estándares Tecnológicos para la Administración Pública siempre que el monto no supere los cincuenta mil pesos
en el primer caso, y los mil pesos en el segundo caso. 
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de Administración Nacional. Para esto está facultada para lo siguiente: 
3 Proponer políticas generales y particulares, así como la adopción de

medidas en materia de contrataciones del sector público nacional. 
3 Aprobar las normas destinadas a instrumentar las políticas y las medi-

das definidas en materia de contrataciones y formular propuestas des-
tinadas al mejoramiento de la normativa vigente que tenga vinculación
con el sistema de contrataciones. 

3 Diseñar e instrumentar los sistemas destinados a facilitar la gestión
operativa eficaz y eficiente de las contrataciones; entre ellos, los siste-
mas de información sobre proveedores, precio y normativa. 

3 Organizar el sistema estadístico en materia de contrataciones, para lo
cual requerirá y producirá la información necesaria a tales efectos, in-
teractuando con las contrapartes designadas por las entidades y con las
unidades operativas de contrataciones. 

3 Difundir las políticas, normas, sistemas, procedimientos e instrumen-
tos que van a ser aplicados por el sistema en el ámbito del sector pú-
blico nacional, así como capacitar a las jurisdicciones y entidades en la
utilización de los instrumentos diseñados. 

3 Asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de sus pro-
gramas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información
presupuestaria básica en materia de gastos, y elaborar los formularios,
instructivos y programas informáticos para la programación de las
contrataciones. 

3 Organizar los registros requeridos para el seguimiento y la evaluación
del funcionamiento del sistema, y elaborar los programas que facilita-
rán su consulta y utilización por parte de las jurisdicciones y entidades
comprendidas en el sistema. 

Además, se le asignó la responsabilidad de crear un sitio de Internet de entra-
da principal para el sistema de compras y contrataciones, el cual será de ingre-
so irrestricto para cualquier ciudadano y, además, proveer en un orden lógico
el acceso a la información que se reciba de los organismos, lo cual permitirá la
interconexión y derivación hacia los sitios de Internet de cada jurisdicción y ha-
cia el sitio del programa Cristal de la Subsecretaría de la Gestión Pública. Este
sitio ha sido creado y actualmente su link es www.argentinacompra.gov.ar.

                   



192

Asimismo, dentro de la ONC también funciona la Dirección de Sistemas de
Información y Transparencia, que está facultada para lo siguiente: 

3 Elaborar y mantener el modelo conceptual del Sistema de Contratacio-
nes, realizando la investigación de sitios y sistemas de similares carac-
terísticas a los desarrollados en la Oficina Nacional de Contrataciones. 

3 Generar mecanismos que provean información al ciudadano sobre las
contrataciones del Estado, de manera actualizada y de fácil accesibilidad,
promoviendo la transparencia de los actos de gobierno en esta materia. 

3 Establecer la definición técnica de las herramientas de los sistemas de-
sarrollados y a desarrollar por la Oficina Nacional de Contrataciones,
como también el hardware y software requeridos para un correcto fun-
cionamiento de la oficina. 

La ONC también abarca a la Dirección de Elaboración e Interpretación
Normativa que puede hacer lo siguiente:

3 Elaborar los proyectos de normativa de aplicación en la Administración
Pública Nacional en materia de contrataciones del Estado. 

3 Brindar asesoramiento y soporte permanente a las jurisdicciones y en-
tidades del sector público nacional en materia de contrataciones del
Estado. 

3 Efectuar la elaboración de manuales de procedimientos referentes a la
tramitación de las contrataciones en orden a la normativa vigente. 

3 Elaborar las interpretaciones con alcance general y obligatorio para el
sector público nacional, de las normas legales o reglamentarias que ri-
jan las compras y contrataciones de las jurisdicciones y entidades del
Poder Ejecutivo Nacional. 

3 Dictar cursos de capacitación a entidades y jurisdicciones sobre la apli-
cación de la normativa vigente en materia de contrataciones de la Ad-
ministración Pública Nacional, en coordinación con el Instituto Na-
cional de la Administración Pública. 

3 Integrar las comisiones de Compras Gubernamentales del Mercosur y
del ALCA.

Finalmente, dentro de cada procedimiento particular de contratación, la
ONC tiene como funciones específicas las siguientes: 
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3 Elaborar el catalogo de bienes y servicios que integra el Sistema de
Identificación de Bienes y Servicios de Utilización Común, y dar de al-
ta aquellos que no estuvieran incluidos en él a petición de las UEP. 

3 Diseñar los formularios tipo para la confección de circulares aclarato-
rias y modificatorias. 

3 Recibir las órdenes de compra que remitan las UOC.
3 Imponer sanciones a aquellos proveedores que incumplan sus obliga-

ciones, por lo que quedaran inhabilitados para contratar con la Admi-
nistración en lo sucesivo. 

11.2. Organismos que controlan las contrataciones públicas

Por otro lado y dentro de los organismos que desarrollan tareas primordial-
mente de contralor, existen dos tipos: 

Control interno: 
3 Sindicatura General de la Nación
3 Unidades de Auditora Interna (UAI)
3 Servicios jurídicos permanentes y Procuración del Tesoro de la Nación

Control externo:
3 Auditoría General de la Nación

11.2.1. Sindicatura General de la Nación (SIGEN)97

La SIGEN es un ente creado por la Ley 24.156 de Administración Financie-
ra y de los Sistemas de Control del sector público nacional, dependiente de
Presidencia de la Nación, que está encargado del control interno de las acti-
vidades financieras y administrativas de las entidades que conforman el sec-
tor público. El control que realiza se denomina interno porque la SIGEN in-
tegra la estructura de la Administración Pública.

97 www.sigen.gov.ar
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La SIGEN tiene a su cargo lo siguiente: 
3 El dictado de normas de control y auditoría interna. 
3 La coordinación con las Unidades de Auditoría Interna (UAI) que fun-

cionan en los distintos organismos que integran el sector público (mi-
nisterios, entidades autárquicas, etcétera). 

3 El cumplimiento de las normas técnicas que emite.

El control se desarrolla, en principio, mediante verificaciones 
posteriores a las gestiones administrativas.

En el ámbito específico de las contrataciones, la SIGEN establece las escalas
a partir de las cuales los ministerios, secretarías de la Presidencia de la Nación
y organismos centralizados y descentralizados de la Administración Pública
Nacional deberán someter sus contrataciones al control del Sistema de Pre-
cios Testigo. Este sistema implica que la SIGEN debe emitir un informe que
contendrá elementos de juicio para evaluar cada contratación o, en su defec-
to, las razones por las cuales no se determinó un valor de referencia. La res-
puesta brindada por la SIGEN será incorporada al expediente de compra.

Deben ser obligatoriamente sometidas al Sistema de Precios Testigo:98

3 Las licitaciones públicas cuyo presupuesto oficial o monto estimado de
adquisición sea superior o igual a PESOS SETECIENTOS CIN-
CUENTA MIL ($750.000).

3 Las licitaciones privadas y/o concursos privados de precios cuyo presu-
puesto oficial o monto estimado de adquisición sea superior o igual a
PESOS QUINIENTOS MIL ($500.000).

3 Las contrataciones directas cuyo presupuesto oficial o monto estimado
de adquisición sea superior o igual a PESOS SETENTA Y CINCO
MIL ($75.000).

Además de lo relativo al Sistema de Precios Testigo, la SIGEN está facultada
para controlar las contrataciones específicas que abarquen sus auditorías en

98 Según lo establecido en la Resolución 515/00 de la Secretaría de Hacienda.
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los organismos. Este control se realiza con posterioridad a la celebración e, in-
cluso, ejecución, del contrato y es integral, es decir, abarca los aspectos lega-
les, económicos, financieros, contables y de gestión.

11.2.2. Unidades de Auditoría Interna (UAI)

Estos órganos han sido contemplados por la Ley 24.156 de Administración
Financiera y ejercen en forma conjunta con la SIGEN el control interno de la
Administración. Funcionan en cada organismo de la Administración del cual
dependen jerárquicamente y actúan coordinadas técnicamente por la SIGEN. 

Su objetivo es realizar el examen y la evaluación de los procesos de
planificación, organización y gestión para determinar la existencia o

no de irregularidades. También este control es integral, ya que abarca
los aspectos legales, económicos, financieros, contables y de gestión.

11.2.3. Servicios jurídicos permanentes y Procuración del Tesoro de la Nación99

Como se ha mencionado anteriormente, cada organismo cuenta con un ser-
vicio jurídico permanente (Dirección General de Asuntos Jurídicos o deno-
minación similar), que debe dictaminar obligatoriamente antes de la emisión
del acto administrativo que se trate. En materia de contrataciones es de espe-
cial relevancia la intervención previa que tienen los servicios jurídicos perma-
nentes en lo siguiente: 

3 El dictado de los actos que autorizan la contratación. 
3 El que autoriza el pliego de bases y condiciones particulares. 
3 El acto de adjudicación. 
3 El examen de las oposiciones que fueran planteadas a la adjudicación;

de revocación, entre otros.

Si bien lo que opinen los integrantes de los servicios jurídicos permanentes
no obliga al funcionario que debe emitir el acto a resolver en sentido sugeri-

99 www.ptn.gov.ar 
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do en el dictamen, su intervención está prevista como un medio de control
de legalidad y técnico de los actos que se dictan. Los abogados del Estado
tienen una doble dependencia; por un lado, dependen del órgano en donde
desarrollan sus funciones y, por el otro, tienen una dependencia técnica-jurí-
dica de la Procuración del Tesoro de la Nación (PTN).

La PTN es el órgano máximo de asesoramiento jurídico del Poder Ejecutivo
Nacional y, además, ostenta la dirección del cuerpo de abogados del Estado.
Si bien sus dictámenes tampoco son de seguimiento obligatorio, sí lo es la
doctrina que en ellos se plasme para los integrantes de los servicios jurídicos
permanentes. De igual manera, es importante destacar que lo dictaminado
por la PTN suele tener un alto grado de acatamiento. Sus dictámenes e in-
formes pueden ser consultados en su correspondiente sitio Web.

11.2.4. Auditoría General de la Nación100

La Auditoría General de la Nación (AGN) es el organismo que 
asiste técnicamente al Congreso Nacional en el control del 

estado de las cuentas del sector público.

Como ya se señaló, a diferencia de la SIGEN, la AGN es un organismo de
control externo, ya que no pertenece a la Administración. Su principal obje-
tivo es contribuir a que se adopten decisiones eficaces, económicas y eficien-
tes en materia de gastos e ingresos públicos. 

En ejercicio de sus atribuciones, puede controlar las contrataciones que reali-
za la Administración. Dicho control será integral.

Entre sus principales tareas se encuentran las siguientes: 
3 Verificar el cumplimiento contable, legal y de gestión por parte del Po-

der Ejecutivo Nacional.
3 Controlar la exposición completa, clara y veraz de las cuentas públicas

100 www.agn.gov.ar 
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y analizar la administración de intereses fiscales. 
3 Controlar la cosa pública: para ello debe examinar hechos, actos y do-

cumentos una vez finalizados los ejercicios contables de los entes que
se haya decidido auditar. 

3 Emitir informes de auditoría, que incluyen comentarios, conclusiones
y recomendaciones.

3 Asesorar al Poder Legislativo sobre el desempeño de la Administración
Pública Nacional y la situación de la hacienda pública.

12. ¿Cómo puede participar la ciudadanía en las contrataciones públicas?

Para abordar la temática de la participación ciudadana en la contratación pú-
blica, en primer término se debe efectuar la siguiente distinción:

Aquellos que poseen un interés general, si bien no pueden exhibir
un interés directo en la celebración de ese contrato específico, sí

pueden aspirar –porque tienen ese derecho– a interiorizarse y cono-
cer a fondo lo actuado por la Administración en ese y en todos los
contratos públicos que celebra, debido a que en eso está compro-

metido el interés general que se intenta satisfacer con la celebración
del contrato y, además y específicamente, el erario público.

IInntteerrééss eessppeecciiaall

Los particulares (individuos y empresas) que tienen un inte-
rés especial en el contrato que pretende celebrar la Admi-
nistración, debido a que se dedican a la actividad a la que se
refiere ese contrato (por ejemplo, las empresas constructo-
ras respecto de un contrato de obra pública). En esta cate-
goría, también se puede distinguir entre quienes presentan
su oferta en el procedimiento de selección convocado por la
Administración, recibiendo la calidad de “oferentes”, y quie-
nes, a pesar de estar en condiciones de hacerlo, deciden no
presentarse: a éstos se los puede denominar “potenciales
oferentes autoexcluidos”.

IInntteerrééss ggeenneerraall

Los miembros de la ciudadanía en
general, que no tienen ni pueden te-
ner un interés concreto en celebrar
ese contrato, por no encontrarse en
condiciones técnicas, económicas,
jurídicas, etc. para hacerlo (por
ejemplo, un médico o un obrero in-
dustrial no pueden aspirar a celebrar
con la Administración un contrato de
concesión de obra pública para cons-
truir una autopista). 

PPaarrttiicciippaacciióónn cciiuuddaaddaannaa sseeggúúnn eell iinntteerrééss
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Dejando de lado a la primera categoría ya señalada, lo que sigue se centrará en
el análisis de las normas que permiten, a las personas incluidas en el segundo
grupo, participar de las contrataciones públicas.

Del examen de las disposiciones involucradas surge que existen dos modos de
participación del ciudadano común en esta clase de contrataciones: 

3 Una participación que se puede denominar activa, debido a que está des-
tinada a producir una modificación en la conducta o el criterio adopta-
do por la Administración, aunque ello no necesariamente se logre.

3 Otra participación que puede calificarse como pasiva, al menos en prin-
cipio, toda vez que no tiene, como efecto inmediato buscado, obtener
una reacción de parte de la Administración. No obstante, debe desta-
carse que esa “pasividad”, como se verá enseguida, puede ser el punto
de partida de una participación “activa”.

En este sentido, se pueden señalar diversas instancias en las que se abren opor-
tunidades de generar formas de participación ciudadana en el desarrollo de
una contratación pública.

Los proyectos de pliego

En primer lugar, la normativa prevé la posibilidad de participación ciudadana en
la instancia del proyecto de pliego para el desarrollo de una contratación pública. 

En este caso, se abre la posibilidad de participación de los interesados por me-
dio de la formulación de observaciones al proyecto de pliego de bases y con-
diciones particulares que se aplicará en un determinado contrato. 

Debe entenderse que “interesado” puede ser cualquier persona, sin que
deba acreditar que está, eventualmente, en condiciones de presentarse

en la licitación, pues la norma no exige ningún requisito que deba cum-
plirse para poder efectuar las observaciones. En la misma línea, se en-

tiende que, en este caso, en la categoría de “interesados” también puede
incluirse a las organizaciones de la sociedad civil, quienes podrían efec-

tuar sus observaciones al proyecto de pliego sometido a consulta.
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Este acto se desarrolla a criterio de la autoridad competente, es decir, si lo
considera justificado y necesario, ya sea por la complejidad o el monto de
esa contratación. El organismo contratante puede convocar a reuniones para
recibir observaciones al proyecto de pliego de bases y condiciones particulares
o promover el debate entre los interesados acerca de su contenido, con el ob-
jeto de que cualquier interesado exprese libremente su opinión al respecto.101

De los temas tratados en esas reuniones y de las propuestas recibidas se labra-
rá un acta que firmarán los asistentes que quisieran hacerlo. Las observacio-
nes al proyecto de pliego de bases y condiciones particulares que formulen
por escrito los interesados, así como las actas mencionadas, se agregarán al ex-
pediente. Debe tenerse en cuenta que luego de vencido el plazo para recibir
observaciones al proyecto de pliego de bases y condiciones particulares, no se
admitirán presentaciones.

Es muy importante destacar que está prohibida toda gestión, deba-
te, negociación o intercambio de opiniones entre funcionarios del
organismo contratante e interesados en participar en la contrata-
ción, fuera de los mecanismos expresamente previstos, a los que

tendrán igual acceso todos los interesados. Esta norma tiende a ga-
rantizar, formalmente, la transparencia del procedimiento.102

Una vez culminado el plazo para que el público en general formule sus ob-
servaciones al proyecto de pliego, el organismo contratante elaborará el plie-
go de bases y condiciones particulares definitivo conforme a los criterios téc-
nicos, económicos y jurídicos que a su juicio correspondan, teniendo en
cuenta las opiniones vertidas por los interesados en la medida en que las con-
sidere pertinentes a los fines de obtener un mejor resultado de la contratación
y preservando los principios de igualdad entre interesados, de promoción de
la concurrencia, de la competencia, de la transparencia y de la ética.

101 Decreto 1023/01, art. 8º, complementado con los arts. 10 a 12, inclusive, del Anexo del Decreto 436/00.
102 Decreto 436/00, art. 11, tercer párrafo, del Anexo.
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La exigencia de la norma, que obliga a la autoridad que elaborará el
pliego definitivo a tener en cuenta las opiniones vertidas por los in-
teresados –el público en general–, en la medida en que las considere

pertinentes, permite calificar la participación enmarcada en este
procedimiento de formulación de observaciones como de participa-

ción “activa”, pues si la observación es pertinente y fundada, 
puede producir en la Administración una modificación de criterio,

que se traducirá en la elaboración del pliego de un modo 
distinto al originariamente proyectado.

De todos modos, debe advertirse que la norma no prevé ningún mecanismo
tendiente a limitar a la autoridad que elaborará el pliego a tomar la observa-
ción formulada, ni habilita a impugnar el pliego definitivo con fundamento
en que no se ajuste a la objeción hecha.

La participación ciudadana como derecho de acceso a la información

Fuera del caso examinado en los párrafos precedentes es importante destacar
que la participación ciudadana que admiten las normas de contrataciones pú-
blicas se limita al acceso a las actuaciones y al conocimiento de las ofertas, me-
diante la vista del expediente y, eventualmente, a través de la concurrencia al
acto de apertura de ofertas, que es público. 

En otras palabras, se trataría de una variante del derecho de 
acceso a la información pública, derecho que se agota, precisa-

mente, al acceder a la información y tomar conocimiento de ella.
Por lo demás, se trata de personas que puedan demostrar algún
interés. Por lo tanto, se puede calificar esta participación como

“pasiva”, pues no es idónea, en principio, para generar una 
reacción en la Administración.
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La norma que se refiere a esta posibilidad de acceder a las actuaciones, esta-
blece lo siguiente: 

“toda persona que acredite fehacientemente algún interés podrá
en cualquier momento tomar vista de las actuaciones referidas a
la contratación, con excepción de la información que se encuen-
tre amparada bajo normas de confidencialidad, desde la inicia-
ción de las actuaciones hasta la extinción del contrato, excep-
tuando la etapa de evaluación de las ofertas”.103

Debe advertirse que la norma es muy laxa en cuanto a los requisitos exigidos
para permitir el acceso a las actuaciones, pues sólo requiere que se acredite fe-
hacientemente “algún interés”. 

Por otra parte, restringe el acceso a la información que se encuentre amparada
bajo normas de confidencialidad y a todas las actuaciones cuando se está desa-
rrollando la etapa de evaluación de ofertas, es decir, cuando la Administración
examina y compara cada una de las ofertas presentadas, con el objeto de deter-
minar cuál es la más conveniente al interés general. Los interesados podrán ac-
ceder a las actuaciones antes y después de esa etapa, pero no durante, a fin de
evitar dilaciones inconducentes en el procedimiento de selección. Es importan-
te recordar que la Administración debe contratar con celeridad y en tiempo
oportuno, pues en ello también está comprometido el interés general. 

El derecho de acceso a las actuaciones consagrado en la norma tie-
ne una especial protección, al calificar como falta grave a la negati-
va infundada a dar vista de las actuaciones por parte del funciona-

rio o agente al que corresponda otorgarla.

No obstante, el derecho en cuestión se agota, al menos en el ámbito del pro-
cedimiento licitatorio, en el acceso al expediente, pues la toma de vista en nin-
gún caso dará derecho al particular a efectuar presentaciones en el expediente

103 Decreto 1023/01, art. 19.
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por el que tramita la licitación, ni dará lugar a la suspensión de los trámites o
a demoras en el procedimiento de la contratación. La vista del expediente no
interrumpirá los plazos.104 Por esto puede calificarse a esta forma de participa-
ción, en principio, como “pasiva” respecto del procedimiento licitatorio o en
el contrato, que son los marcos en los cuales se produce la participación. 

Ahora bien, siempre que el particular tenga plena libertad para denunciar, an-
te los órganos y por los carriles correspondientes, cualquier irregularidad que
haya advertido en el trámite de las actuaciones a las que ha accedido se supe-
ra la limitación antes señalada. Si esta acción puede aportar al particular la
información necesaria que posibilite un tipo de participación decididamen-
te activa, como es la denuncia de las irregularidades advertidas, ante las au-
toridades pertinentes, los marcos abiertos por la vista del expediente son
vías que conducen de la participación pasiva respecto de la contratación a
la participación ciudadana activa en lo público en un sentido más amplio

En este sentido, es preferible calificar al derecho de acceso 
a la información pública, no como un modo de participación 

ciudadana propiamente dicha, sino como un modo de 
hacer posible esa participación.105

Idéntica situación se presenta con las numerosas normas de contrataciones
que prevén la publicación por Internet (en especial, en la página Web de la
Oficina Nacional de Contrataciones) de todos los pliegos y de los contratos
celebrados y en ejecución. Esas disposiciones, sin dudas trascendentes desde
el punto de vista de la transparencia del accionar administrativo, sólo permi-
ten a los particulares acceder a esa información, sin que ello se traduzca di-
rectamente en una posibilidad de intervención o participación en el procedi-
miento licitatorio o en el contrato mismo.

104 Así se establece en el art. 63 del Anexo del Decreto 436/00 y en el art. 4º de la Resolución 834/00 del
Ministerio de Economía (Pliego Único de Bases y Condiciones Generales).
105 Julio Rodolfo Comadira, “El principio de participación ciudadana...”, op. cit., p. 9.
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ANEXOS

Anexo I

Convocatoria a audiencia pública. Municipio de Morón
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Anexo II

Pacto de Integridad

Pacto de Integridad entre el Estado y los oferentes de la licitación pública.

Ante la opinión pública provincial, nacional e internacional, en nombre pro-
pio y en representación de todos los funcionarios y asesores que directa o in-
directamente participan en esta licitación pública, hemos acordado suscribir
el presente PACTO DE INTEGRIDAD, por medio del cual se asumen los
siguientes compromisos, en todo de acuerdo con las leyes aplicables:

Las empresas oferentes y el Estado asignan importancia a la presentación de
propuestas en un entorno libre, imparcial, transparente, competitivo y no su-
jeto a abuso. 

A las empresas les complace confirmar que: 
a) No han ofrecido o concedido ni han intentado ofrecer o conceder y no

ofrecerán ni concederán, ni directa ni indirectamente mediante agen-
tes o terceros, ninguna inducción o recompensa a ningún funcionario
o asesor, sus parientes o socios de negocios, con el fin de obtener o re-
tener este contrato u otra ventaja impropia.

b) No han acordado o consensuado, ni acordarán ni consensuarán con
otros oferentes con el fin de perjudicar a otro y/o de limitar indebida-
mente la concurrencia, igualdad y transparencia para este contrato.

c) No ofrecerán premios, comisiones, reconocimientos, obsequios o re-
compensas de ningún tipo a los funcionarios que, de forma directa o
indirecta, puedan afectar el control de la ejecución del contrato.

Las empresas comprenden la importancia material de estos compromisos pa-
ra el Estado y su seriedad. 

1) Los funcionarios o asesores del Estado también confirman que no han pe-
dido ni aceptado, ni pedirán ni aceptarán, de manera directa o a través de
terceros, ningún pago u otro favor por parte de las empresas participan-
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tes a cambio de favorecerlas en la obtención o retención del contrato.
2) Las empresas participantes desarrollarán sus actividades en el marco de

principios éticos de comportamiento y se comprometen a tomar las
medidas necesarias a fin de que este compromiso de no soborno y
cumplimiento de las reglas aplicables sea acatado por todos sus geren-
tes y empleados. Los oferentes invitarán a adherir al Pacto de Integri-
dad a subcontratistas y terceros que trabajan con ellos, sobre los que
recaerá la responsabilidad que les correspondiere por sus acciones.

3) Este compromiso se presenta en nombre de los presidentes/gerentes
generales de las empresas u oferentes. Quienes participan en consorcio
o unión temporal suscriben este pacto en nombre de cada uno de los
presidentes y gerentes generales de las empresas asociadas.

4) Las empresas internacionales que participan en esta licitación asumen
este compromiso en nombre del presidente/gerente general de la casa
matriz de la compañía y este compromiso cobija a los gerentes y em-
pleados de la subsidiaria en la Argentina, cuando ésta existiera.

5) Respecto de la presentación de las propuestas, las empresas participan-
tes se comprometen a preparar una oferta seria, con información fide-
digna, y a no presentar un precio artificialmente bajo con la intención
de buscar, mediante la ejecución del contrato, una compensación del
precio a través del reclamo de pagos adicionales. Se entiende que este
compromiso no limita la posibilidad de acordar adicionales a los con-
tratos por otros conceptos, cuando éstos sean justos y debidamente
sustentables.

6) Al finalizar la ejecución del contrato, el representante legal del adjudi-
catario manifestará en carácter de declaración jurada que para la ob-
tención o retención del contrato no se han quebrantado los compro-
misos asumidos en el presente pacto.

7) A efectos de salvaguardar el contenido de este Pacto de Integridad, an-
te denuncias de incumplimientos de los compromisos asumidos en el
presente pacto por los funcionarios y los oferentes, se pronunciará un
árbitro denominado “Defensor de la Transparencia en la Licitación”.

8) El árbitro intervendrá por requerimiento del Estado, de la Fundación
Poder Ciudadano, o de alguna de las empresas oferentes.

9) Respecto de los pagos relacionados con esta licitación, las empresas
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participantes acuerdan que en caso de presentarse una denuncia sobre
incumplimiento de los compromisos asumidos en el presente pacto y
que el árbitro considere que existan serios indicios de su veracidad, el
oferente involucrado y/o el adjudicatario se comprometen a poner a
disposición del árbitro toda la información que éste solicitara sobre pa-
gos efectuados, relacionados con la preparación de las ofertas y/o con
el contrato y sobre los beneficiarios de esos pagos.  

10) Todos los firmantes del presente pacto se comprometen a poner a dis-
posición del árbitro toda la información a su alcance relacionada con
la licitación pública, incluyendo los estudios efectuados para presentar
la oferta.

11) En la Argentina todas las formas de corrupción son ilegales y el Esta-
do continuará procesando a los infractores. En esta licitación pública,
el Pacto de Integridad está enfocado a combatir toda forma de corrup-
ción que tenga como fin obtener o retener un contrato u otra ventaja que
sea contraria a las normas aplicables, incluyendo la connivencia entre los
oferentes tendiente a limitar la concurrencia, igualdad, publicidad y/o
transparencia.

Esto incluye, entre otras cuestiones, cualquier tipo de pagos u otros favores
ofrecidos o concedidos con el fin de:

i) Lograr la adjudicación del contrato.
ii) Lograr cambios sustanciales en el contrato respecto de los pliegos de

bases y condiciones, ya sea ajustando el precio, las especificaciones, los
plazos o cualquier otro componente importante que afecte los princi-
pios de concurrencia, igualdad o transparencia.

iii) Lograr que sean aprobados por servidores públicos o por el interven-
tor del contrato (o por su personal) resultados por debajo de los pará-
metros propuestos y pactados con el Estado.

iv) Evadir impuestos, derechos, licencias o cualquier otra obligación legal
que se deberá cumplir.

v) Inducir a un funcionario a quebrantar sus deberes oficiales de cual-
quier otra manera.

También incluye la petición o aceptación de cualquier pago u otro favor por par-
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te de un funcionario o asesor del Estado, de manera directa o a través de ter-
ceros, de los oferentes o del adjudicatario, a cambio de:

• Diseñar el proyecto o partes de éste de una manera que ofrezca venta-
jas indebidas a uno o varios oferentes.

• Dar ventajas indebidas a cualquiera de los oferentes en la evaluación y
selección de las ofertas para la adjudicación del contrato.

• Aprobar cambios sustanciales en el contrato respecto de los pliegos de
bases y condiciones, como ajustes en el precio, en las especificaciones,
en los plazos o cualquier otro componente importante que afecte los
principios de concurrencia, igualdad o transparencia.

• Aprobar resultados por debajo de los parámetros propuestos y pacta-
dos con el Estado.

• Abstenerse de monitorear apropiadamente la ejecución del contrato,
de informar sobre violaciones de especificaciones del contrato u otras
formas de incumplimiento o de hacer plenamente responsable al con-
tratista de sus obligaciones legales.

Si un oferente incumple los compromisos asumidos en el presente pacto y,
consecuentemente, es declarado culpable por el árbitro, este último propondrá
que se apliquen las siguientes medidas, que los oferentes aceptan cumplir:

• Rescisión del contrato por culpa del contratista o, en su caso, no firma
del instrumento y exclusión de la licitación pública, con la correspon-
diente pérdida de las garantías ofrecidas.

• Obligación de pago de una suma equivalente al 10% (diez por ciento)
del valor total estimado del contrato, a distribuir en partes iguales en-
tre los demás oferentes que participaron en la licitación, cuando el he-
cho hubiera sucedido en la etapa previa a la firma del contrato.

• Abstenerse de participar en licitaciones públicas en el Estado durante
un período de 5 años.

• Informar a municipios, provincias y a la Oficina Nacional de Contra-
taciones del Gobierno.

Para asegurar la efectividad de estas disposiciones, el Estado incluirá dentro
de las cláusulas del contrato que va a ser suscripto con el licitante elegido una
causal de terminación anticipada del contrato derivada del fallo del árbitro,
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en el cual se compruebe el soborno. En ese caso, el Estado podrá hacer uso
de sus prerrogativas con el fin de asegurar la continuidad de la prestación ob-
jeto del contrato.
Si un funcionario o un asesor con responsabilidades dentro de la licitación
pública en la ejecución del contrato incumple alguno de los compromisos
asumidos por el Estado en el presente pacto, y es declarado culpable por par-
te del árbitro, dará motivo a las siguientes medidas:

• La autoridad pública competente se compromete a arbitrar todas las
medidas tendientes a separarlo del cargo y a iniciar las actuaciones su-
mariales pertinentes en conformidad con las normas aplicables.

• Denuncia pública sobre la violación de los compromisos asumidos a
través del presente pacto.

El Estado ha tomado medidas especiales para fortalecer la transparencia y el
monitoreo adecuados del proceso de selección de contratista y la ejecución
del contrato. Se propició un proceso amplio de discusión pública de pliegos
con todos los interesados en la licitación, con el fin de garantizar la participa-
ción ciudadana y el análisis de todas las posibles observaciones o inquietudes
sobre las reglas del juego, para que éstas no favorezcan indebidamente a nin-
gún participante en particular.

No obstante ello, en caso de que cualquiera de los firmantes del presente de-
tectase irregularidades en los pliegos de bases y condiciones con posterioridad
a la firma del Pacto de Integridad, lo denunciará inmediatamente al árbitro.
Ello sin perjuicio de hacer uso de los medios de impugnaciones previstos en
la normativa aplicable. 

1) Para dar mayor seguridad al manejo de los documentos, los licitantes
y el Estado han acordado establecer, como control adicional a los pre-
vistos, que en el acto de apertura del primer sobre, los sobres con la
propuesta económica de cada proponente serán rubricados por un re-
presentante de los demás oferentes que asistan al acto y por un miem-
bro de la Fundación Poder Ciudadano.

2) Las empresas participantes declaran públicamente que conocen y acep-
tan las reglas del juego establecidas en materia de transparencia en los
documentos de la licitación y en este pacto.
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3) Las empresas participantes aceptan que durante la evaluación de las
propuestas prime el criterio de respetar los aspectos de fondo por en-
cima de los de forma, siempre que se respeten los principios de igual-
dad, concurrencia, publicidad y transparencia.

4) Para garantizar la posibilidad de monitoreo de los firmantes de este
Pacto de Integridad sobre el cumplimiento de los compromisos asumi-
dos, el adjudicatario pondrá a disposición de los demás oferentes una
copia idéntica de sus propuestas técnicas y económicas, una vez que se
adjudique la licitación. Ésta se ubicará en el organismo que llevó ade-
lante la licitación pública durante un plazo de cinco días a partir de la
fecha de firma del contrato.

5) El Estado designa al árbitro con la facultad de servir de canal para la
tramitación de cualquier investigación sobre cualquier forma de extor-
sión o soborno en la contratación pública. Las empresas participantes
se comprometen a denunciar ante este órgano cualquier información
sobre manejos irregulares sobre los que tengan conocimiento en lo re-
ferente a esta licitación pública y a la ejecución del contrato por parte
del eventual adjudicatario.

6) El presente Pacto de Integridad no interfiere, modifica ni sustituye
ninguna norma legal ni la competencia de los funcionarios y órganos
que intervienen en la licitación pública y en la ejecución del contrato.

Por el Estado:

Por los oferentes:

Como testigo:

• Fundación Poder Ciudadano, Capítulo Nacional de Transparencia In-
ternacional. 
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II.. DDAATTOOSS PPEERRSSOONNAALLEESS

APELLIDO Y NOMBRE: DNI:

IIII.. AANNTTEECCEEDDEENNTTEESS AACCAADDÉÉMMIICCOOSS

TÍTULOS                                     INSTITUCIÓN OTORGANTE LUGAR Y FECHA

POSTÍTULOS INSTITUCIÓN OTORGANTE LUGAR Y FECHA

POSGRADOS INSTITUCIÓN OTORGANTE LUGAR Y FECHA

IIIIII.. AANNTTEECCEEDDEENNTTEESS DDOOCCEENNTTEESS ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

INSTITUCIÓN CARGO PERÍODO

IIVV.. AANNTTEECCEEDDEENNTTEESS AACCAADDÉÉMMIICCOOSS OO DDEE IINNVVEESSTTIIGGAACCIIÓÓNN ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

INSTITUCIÓN CARGO / TAREA PERÍODO

Anexo III

Sistema de declaraciones juradas como control de conflictos de
intereses

DECLARACIÓN JURADA 
BASES PARA LA SELECCIÓN DE LIBROS DE TEXTO
1° AÑO DE LA EDUCACIÓN GENERAL BÁSICA
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IIVV .. 11.. CCAARRGGOOSS DDEESSEEMMPPEEÑÑAADDOOSS EENN EELL SSEECCTTOORR PPÚÚBBLLIICCOO NNAACCIIOONNAALL,, PPRROOVVIINNCCIIAALL OO DDEE LLAA CCIIUUDDAADD DDEE 
BB UUEENNOOSS AAIIRREESS ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

ORGANISMO / ENTIDAD CARGO / TAREA PERÍODO

IIVV .. 22.. CCAARRGGOOSS DDEESSEEMMPPEEÑÑAADDOOSS EENN LLAA AACCTTIIVVIIDDAADD PPRRIIVVAADDAA ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

EMPRESA CARGO / TAREA PERÍODO

VV .. PPUUBBLLIICCAACCIIOONNEESS

TÍTULO EDITORIAL / REVISTA LUGAR Y FECHA
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VVII.. RREELLAACCIIOONNEESS LLAABBOORR AALLEESS CCOONN EEDDIITTOORRIIAALLEESS ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

VV II.. 11.. RREELLAACCIIOONNEESS CCOONNTTRRAACCTTUUAALLEESS CCOONN EEDDIITTOORRIIAALLEESS

EMPRESA RELACIÓN PERÍODO

VVII.. 22.. DDEERREECCHHOOSS DDEE AAUUTTOORR PPEERRCCIIBBIIDDOOSS ((úúllttiimmooss ttrreess aaññooss))

TÍTULO EDITORIAL

VVII.. 33.. CCUURRSSOOSS,, EEVVEENNTTOOSS AACCAADDÉÉMMIICCOOSS ((CCOONNGGRREESSOOSS,, JJOORRNNAADDAASS,, CCOONNFFEERREENNCCIIAASS)) AA QQUUEE AASSIISSTTIIÓÓ YY QQUUEE
FFUUEERROONN SSUUBBVVEENNCCIIOONNAADDAASS TTOOTTAALL OO PPAARRCCIIAALLMMEENNTTEE,, UU OOBBTTUUVVOO AALLGGÚÚNN BBEENNEEFFIICCIIOO PPOORR PPAARRTTEE DDEE LLAA
EEDDIITTOORRIIAALL ((PPOORR EEJJEEMMPPLLOO,, PPAAGGOO DDEE LLAA IINNSSCCRRIIPPCCIIÓÓNN))

CURSOS / EVENTOS ACADÉMICOS EMPRESA EDITORIAL LUGAR Y FECHA
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VVII.. 44.. PPAARR TTIICCIIPPAACCIIÓÓNN EECCOONNÓÓMMIICCAA,, AACCCCIIOONNAARR IIAA OO DDEE CCUUAALLQQUUIIEERR ÍÍNNDDOOLLEE EENN EEDDIITTOORRIIAALLEESS OO EEMMPPRR EESSAASS OO
PPEERRSSOONNAASS FFÍÍSSIICCAASS OO JJUURRÍÍDDIICCAASS DDEEDDIICC AADDAASS AA LLAA EEDDIICC IIÓÓNN OO PPUUBBLLIICC AACCIIÓÓNN

TIPO DE PARTICIPACIÓN EMPRESA EDITORIAL 

VV II.. 55.. DDIIRREECCCCIIÓÓNN,, AASSEESSOORRAAMMIIEENNTTOO,, RREEPPRREESSEENNTTAACCIIÓÓNN,, SSEERRVVIICCIIOOSS OO TTRRAABBAAJJOOSS DDEE CC UUAALLQQUUIIEERR FFOORRMMAA
EEFFEECCTTUUAADDOOSS OO PPRREESSTTAADDOOSS PPAARRAA EEMMPPRREESSAASS VVIINNCCUULLAADDAASS AA LLAA AACCTTIIVVIIDDAADD EEDDIITTOORRIIAALL

CARGO / TAREA EMPRESA EDITORIAL 

VV II.. 66.. AADDMMIINNIISSTTRRAACCIIÓÓNN DDEE EEMMPPRREESSAASS VVIINNCCUULLAADDAASS AA LLAA AACCTTIIVV IIDDAADD EEDDIITTOORR IIAALL

EMPRESA EDITORIAL PERÍODO 
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Declaro bajo juramento la veracidad de la información que antecede a todos
los efectos que correspondieren en el marco de esta etapa consultiva. En este
mismo acto me comprometo a guardar estricta reserva respecto de terceros
sobre toda información relativa a la etapa consultiva.

LUGAR Y FECHA FIRMA Y ACLARACIÓN

VVII.. 77.. GGEESSTTIIOONNEESS DDEE CCUUAALLQQUUIIEERR ÍÍNNDDOOLLEE DDEESSEEMMPPEEÑÑAADDAASS EENN OO PPAARRAA EEMMPPRREESSAASS VVIINNCCUULLAADDAASS AA LLAA AACCTTII --
VVIIDDAADD EEDDIITTOORRIIAALL

EMPRESA EDITORIAL GESTIÓN PERÍODO
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Anexo IV

Declaración de Principios Empresariales para la Transparencia

1. Licitaciones transparentes: Las empresas se comprometen a elaborar una
política de especificación para la elaboración de pliegos en las licitaciones
públicas. 

Con el objeto de alcanzar la transparencia en los procesos licitatorios, las em-
presas se comprometen a establecer una política de especificaciones que pue-
dan resultar de utilidad para la elaboración de pliegos en las licitaciones pú-
blicas y privadas que abarquen los temas de precios, calidad y conductas an-
timonopólicas de marcas en los procesos licitatorios. En las contrataciones
públicas y privadas, las empresas aceptarán ser verificadas para que el produc-
to especificado se entregue de acuerdo con las especificaciones contenidas en
los pliegos, evitando dejar espacios de maniobrabilidad al soborno. El precio
de referencia no deberá estar alejado del precio real de mercado, a menos que
exista una variación previsible en los costos. 
A la vez, se impulsarán veedurías técnicas en procesos de contratación pública.

2. Las empresas se comprometen a combatir la corrupción en todas sus for-
mas, incluyendo las distintas modalidades de soborno. 

Se les prohíbe a las empresas ofrecer y/o aceptar propuestas en dinero o espe-
cie para la venta y compra de productos. A la vez, se prohíben los sobornos di-
rectos e indirectos y los pagos de facilitación.

Las contribuciones caritativas y los patrocinios serán transparentes y se registra-
rán con precisión en la contabilidad de cada empresa. Los patrocinios en di-
nero y/o especie están prohibidos para empresas clientes, proveedores y dis-
tribuidoras, cuando con ellos se constituye un subterfugio para sobornar. 
Los gastos de representación y gastos de hospitalidad deben ser racionales, clara-
mente reflejados en los informes contables y estar dirigidos al funcionario y
no a su familia. 
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Las políticas de regalos y gastos se definirán en función a las ya existentes en
cada una de las empresas, teniendo alcance sobre todos los miembros de la
organización, vendedores y comisionistas de ventas. 

La información sobre las políticas de regalos, gastos, contribuciones y patro-
cinios se controlará a través de los informes de auditoría de las empresas. 

3. Las empresas no podrán realizar contribuciones políticas.

Las empresas se comprometen a no financiar campañas políticas y a no con-
tratar a funcionarios públicos cuando exista conflicto de interés. Se utilizará
el mismo mecanismo de control empleado en el punto 2. 

4. Las empresas actuarán para que las relaciones con los intermediarios de
ventas sean claras, transparentes y leales.

Las empresas actuarán en pos de la extensión de este compromiso a los inter-
mediarios de ventas con los que trabajen, incorporando el contenido de estos
puntos para las relaciones comerciales que estén formalizadas por escrito en
una segunda etapa. 

5. Las empresas promoverán la lucha contra la evasión impositiva. 

Las empresas promoverán la lucha contra la evasión impositiva en todas sus
formas, inclusive la laboral, considerando el pago de los impuestos en todas
las operaciones de compraventa. A la vez, no se permitirá la subfacturación
en sus relaciones con privados. 

La presente declaración establece ciertos aspectos operativos que deben tener
en cuenta los firmantes:

Aspectos operativos

1. Establecimiento de controles internos y auditorías
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Las empresas incorporarán el cumplimiento de la política anticorrupción en
los informes anuales basados en informes de auditoría y se comprometen a ha-
cer pública la sección pertinente a la memoria de su balance o bien incorpo-
rar una nota del auditor sobre este tema. La definición de estos criterios con-
tables permite incentivar y mejorar la transparencia de los estados financieros. 

2. Recursos humanos

Las empresas incorporarán la presente política como parte integral del con-
trato de trabajo, incluyendo procesos de capacitación y programas de induc-
ción al personal de todos sus sectores sobre la filosofía propuesta por esta de-
claración, previendo una etapa de internalización de los aspectos menciona-
dos, tal como se establece en las normas ISO 9000. 

Las empresas asegurarán a sus empleados que no serán rebajados de catego-
ría, sancionados ni sufrirán consecuencias adversas por negarse a pagar o re-
cibir dádivas o cualquier otra ventaja con la intención de inducir la realiza-
ción de una acción deshonesta, ilegal o que pudiera ocasionar pérdida de con-
fianza en la conducción de las actividades comerciales empresariales, incluso
si esto redunda en la pérdida de negocios para las empresas.

3. Comunicación interna y externa

Las empresas incluirán la política anticorrupción a sus códigos de gestión inter-
na y la divulgarán a través de sus comunicaciones internas y externas. Por su
parte, impulsarán la realización de campañas sectoriales y gremiales para erra-
dicar las prácticas y prevenir actos de corrupción, así como los efectos penales
de incurrir en comportamientos indebidos según los marcos institucionales. 

Los gerentes generales de las empresas serán los responsables de respaldar los
compromisos adquiridos en razón del acuerdo. Ellos liderarán la implemen-
tación del proyecto, vigilando su cumplimiento y el establecimiento de infor-
mes correctivos. Se informará a los directivos de las empresas sobre los resul-
tados del acuerdo. 
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4. Reportes y consultas

Cada empresa fijará en su interior las garantías institucionales necesarias al
momento de tener que denunciar algún hecho de corrupción dentro de ellas,
actuando como mecanismo de protección de la propia empresa. 

5. Sanciones por incumplimiento del acuerdo

Existirá un sistema de sanciones por incumplimiento del acuerdo, basado en
tres niveles:

• Primer nivel: Notificación a todos los firmantes del acuerdo sobre el in-
cumplimiento cometido por algún representante de la empresa. 

• Segundo nivel: Suspensión, por un tiempo determinado, del uso del
sello o distintivo que identifica a las empresas firmantes de los “Princi-
pios Empresariales para la Transparencia”. 

• Tercer nivel: Expulsión del acuerdo.

6. Comité de Ética

Se conformará un comité que aplicará sanciones éticas dentro del marco defi-
nido por los firmantes según lo establecido en el punto 5 de los aspectos ope-
rativos del presente acuerdo. El mismo resolverá consultas sobre la aplicación
del contendido del acuerdo y la forma en que las empresas lo implementan. 

El Comité será tripartito, conformado por un representante académico, una
institución independiente vinculada al tema y un tercero independiente reco-
nocido por su probidad. Los cargos del Comité de Ética serán ad honórem y
los costos para su funcionamiento serán asumidos por las empresas firman-
tes. Las decisiones tomadas por esta autoridad tendrán carácter vinculante pa-
ra la parte sobre la cual recae la decisión, que será revisada en segunda instan-
cia por las empresas firmantes del acuerdo. 

El Comité denunciará ante las autoridades competentes a aquellas personas
que incurran en conductas punibles y dará intervención a la justicia en caso
de que la denuncia sea de carácter legal. 
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Poder Ciudadano, como capítulo argentino de Transparencia Internacional,
actuará como veedor del proceso y del funcionamiento del comité. 

7. Conformación de un grupo de trabajo promotor del acuerdo

Se conformará un grupo de trabajo del acuerdo que permita realizar un se-
guimiento continuo de la implantación de las distintas estrategias en la apli-
cación del presente acuerdo. Este grupo definirá un plan de acción que esta-
blezca las actividades a realizar, los responsables y los recursos requeridos. Se
establecerán algunos indicadores claves que faciliten las actividades definidas
en el plan de acción. Evaluarán también el cumplimiento de los logros alcan-
zados sobre el acuerdo teniendo en cuenta las opiniones y los comentarios de
actores involucrados con el fin de promover los ajustes necesarios. 

8. Asignación de un presupuesto por empresa

Las empresas firmantes asignarán un presupuesto que garantizará la puesta en
marcha de las estrategias de funcionamiento efectivo del Comité de Ética.
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GLOSARIO

Para indagar en el mundo de las contrataciones públicas, es necesario definir
previamente algunos conceptos clave que servirán de base y sustento para la
comprensión de la temática. 

Acto administrativo: Es uno los medios por los que la Administración mani-
fiesta su voluntad. Se lo puede definir como la declaración que hacen los ór-
ganos del Estado, o entes públicos no estatales, en ejercicio de la función ad-
ministrativa, mediante un régimen exorbitante, que produce efectos directos
e individuales respecto de terceros.106

Adjudicación: Acto administrativo en virtud del cual la Administración Pú-
blica Nacional declara al finalizar una licitación pública o privada cuál es la
oferta o propuesta más conveniente, según criterios establecidos previa-
mente, otorgando la contratación respectiva a la persona o entidad que la
ha formulado. 

Administración Pública: Conjunto de órganos estructurados ya sea en forma
centralizada, dependiendo jerárquicamente del Poder Ejecutivo, o en forma
descentralizada, en este último caso con personería jurídica propia y bajo un
control más atenuado por el Poder Ejecutivo –presidente de la Nación, mi-
nistros y secretarios – y cuya actividad está dirigida a satisfacer las necesida-
des de la sociedad.

Apertura de ofertas: Acto en el cual se dan a conocer las ofertas presentadas
por los distintos oferentes que participan en una licitación o concurso, públi-
cos o privados, pues la presentación de ofertas debe hacerse en sobres cerra-
dos, que no pueden ser abiertos hasta el momento expresamente definido pa-
ra este fin. Por ello, se denomina “acto de apertura” o “acto de apertura de

106 Julio Rodolfo Comadira, Derecho Administrativo. Acto Administrativo. Procedimiento Administrativo. Otros
Estudios, 2ª edición actualizada y ampliada, Buenos Aires, Lexis Nexis, 2003, p. 4.
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ofertas”. Se trata de un acto público, salvo que la contratación haya sido de-
clarada secreta o reservada, en los casos en que normativamente corresponde.

Cocontratante: Persona física (individuo) o jurídica (empresa) que celebra
un contrato con la Administración Pública Nacional.

Colusión: Pacto ilícito en daño de un tercero.

Competencia: Se la define tradicionalmente como la aptitud legal de obrar
que tienen los órganos y personas jurídicas públicas. Ella determina los lími-
tes dentro de los cuales deben moverse unos y otras. La competencia perte-
nece al órgano y no a la persona que ocupa en forma temporaria ese cargo
público y su ejercicio es, al mismo tiempo, un derecho y un deber. 

Competencia desleal: Conductas desviadas o actos nocivos para la compe-
tencia, que atentan contra el interés general económico y/o la libre actividad
de los particulares. La Ley 22.262, en su artículo 1º, establece que los actos
anticompetitivos son aquellos que “limiten, restrinjan o distorsionen la com-
petencia o que constituyan abuso de una posición dominante en un merca-
do” y que puedan resultar perjudiciales para el interés económico general.

Concurrencia de interesados: Se trata de lograr la presentación de la mayor
cantidad de personas en los procedimientos de selección del individuo o em-
presa que contratará con la Administración, para que ésta cuente con una
mayor cantidad de opciones para evaluar y, así, poder escoger la más conve-
niente para el interés general.

Concursos “público” y “privado”: Es el procedimiento de oposición de ofe-
rentes que se lleva a cabo para elegir al cocontratante de la Administración
Pública, atendiendo, principalmente, a la capacidad científica, técnica, cultu-
ral, artística, etcétera, de las personas que se presentan a él, a fin de seleccio-
nar a la que tenga la mayor capacidad en relación con la necesidad que mo-
tiva la contratación. Es “público” cuando la convocatoria está dirigida a un
número indeterminado de interesados. Es “privado” cuando se invita a parti-
cipar a un número determinado de individuos o empresas.
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Contratación directa: Es la que la Administración Pública realiza con deter-
minada persona física (individuo) o jurídica (empresa), que ha seleccionado
discrecionalmente y con la cual procurará llegar a un acuerdo conveniente,
sobre las bases establecidas para la contratación que va a realizarse. En algu-
nos casos, las normas aplicables exigen que la Administración solicite una
cantidad mínima de presupuestos a posibles contratantes, entre los cuales de-
berá escoger a aquel con el que celebrará el contrato.

Contratista: Véase Cocontratante.

Contrato: Acuerdo de voluntades entre dos o más personas –las “partes”– que
tiene por finalidad regir los derechos de éstas. Las “partes” se ponen de acuer-
do acerca de cómo se regulará una determinada relación entre ellas.

Contrato administrativo o público: Es el acuerdo de voluntades en donde se
deben dar las siguientes condiciones fundamentales: a) que una de las partes
sea el “Estado”; b) que la prestación o actividad objeto del contrato tienda a
satisfacer una necesidad de interés general de la ciudadanía, y c) que las nor-
mas jurídicas que regulan la relación contractual sean “especiales”.

Contribuciones caritativas: Como forma de soborno, se entienden los pagos
realizados en beneficio de la sociedad, con fines de caridad, educativos, de
bienestar social o causas conexas, utilizadas como subterfugio para sobornar.

Contribuciones políticas: Como forma de soborno, comprenden toda con-
tribución, en efectivo o en especie, realizada con el propósito de apoyar una
causa política a cambio de obtener ventajas indebidas en las transacciones de
naturaleza comercial. Las contribuciones en especie pueden incluir obsequios
de bienes o servicios, publicidad o actividades de promoción que respalden a
un partido político, la compra de entradas para eventos de recaudación de
fondos y contribuciones a organizaciones de investigación muy vinculadas a
un partido político.

Control social: Participación tanto de los ciudadanos de manera individual
como de la sociedad civil que observe la legalidad, transparencia, eficiencia y
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eficacia de la gestión de la Administración Pública.

Derechos de los particulares: Situaciones jurídicas titularizadas en cabeza de
los individuos o empresas que se relacionan con la Administración y son pro-
tegidas por las normas a través de las garantías y que deben ser respetadas por
aquélla. En el ámbito de las contrataciones públicas existen derechos especí-
ficos en cabeza del cocontratante.

Desdoblamiento: Fraccionamiento de una contratación, en varias de menor
monto, con el objeto de evitar los procedimientos de selección del contratis-
ta establecidos en las normas –que dependen del monto de la contratación –
y así tener mayor libertad para elegir con quién se celebra el contrato. En
principio, es una acción prohibida por las normas.

Encuesta monoetápica: Conjunto de preguntas con el formato de cuestiona-
rio basado en preguntas cerradas –con categorías prefijadas– diseñado para
que el entrevistado pueda responder por cuenta propia las indagatorias sin
necesidad de entrevistador.

Hospitalidad: Entretenimientos, comidas, recepciones, entradas a espectácu-
los, eventos sociales o deportivos, como actividades para iniciar o desarrollar
una relación entre personas de negocios. (Constituye una forma de soborno
cuando se otorgan para recibir un beneficio inapropiado).

Garantías de los particulares: Mecanismos jurídicos de protección y defensa
de los derechos de los particulares –individuos o empresas– que se relacionan
con la Administración Pública, que sirven de freno y contrapeso de las potes-
tades o prerrogativas estatales. Integran, junto con las citadas potestades, el
denominado “régimen jurídico exorbitante”. 

Gastos: Pago por parte de la empresa de viáticos u otros gastos conexos incu-
rridos por el potencial cliente o socio comercial, siempre y cuando ese reem-
bolso no sea parte del acuerdo contractual. Constituye una forma de sobor-
no cuando se otorgan para recibir un beneficio inapropiado.
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Licitante: Ente público que utiliza el procedimiento licitatorio con el objeto
de seleccionar al individuo o la empresa con que celebrará el contrato admi-
nistrativo para satisfacer una necesidad.

Obra pública: Toda construcción o todo trabajo o servicio de industria que
se ejecute con fondos del Tesoro, con la excepción de los que se efectúen con
subsidios que se rigen por leyes especiales y las construcciones militares (Ley
13.064, artículo 1º). 

Oferente: Todo individuo o empresa que presenta una oferta en una licita-
ción pública o privada realizada por la Administración. Es importante seña-
lar que la diferencia conceptual existente entre un “interesado” y un “oferen-
te” radica en que el primero se encuentra en condiciones técnicas, profesio-
nales, comerciales, financieras, jurídicas, etc., de presentar una oferta en una
determinada licitación, concurso o subasta, pero aún no lo ha hecho. En
cambio, “oferente” es el que ha presentado una oferta en un procedimiento
de selección (licitación, concurso, subasta).

Patrocinio: Como forma de soborno se entiende toda transacción comercial
por medio de la cual la empresa realiza un pago, en efectivo o en especie, pa-
ra asociar su nombre a una actividad o a otra organización, a cambio del cual
obtendría derechos y beneficios indebidos.

Pagos de facilitación: Pequeñas cantidades de dinero que se entregan a cam-
bio de asegurar o agilizar el curso de un trámite o acción necesaria sobre la
cual el responsable del pago de facilitación tiene un derecho conferido por ley.

Pliego de bases y condiciones: Genéricamente, documento elaborado por la
Administración Pública en el cual ésta regula el procedimiento de selección
de su futuro contratista y, asimismo, el régimen de ejecución del contrato de
que se trate. 

Pliego de bases y condiciones generales: Especie de pliego de bases y condi-
ciones que contiene las disposiciones que son comunes o uniformes a todos
los contratos que celebra la Administración Pública, de modo tal que, inde-
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pendientemente del contrato específico de que se trate (suministros, locación
de servicios, etc.), se presentan de manera idéntica.

Pliego de bases y condiciones particulares: Especie de pliego de bases y con-
diciones, que se refiere a un contrato en particular, cierto y determinado, res-
pecto del cual fija las condiciones específicas (por ejemplo, si se necesita com-
prar artículos de escritorio, determina los productos, la cantidad, el plazo y
lugar de entrega, etcétera). El pliego de bases y condiciones particulares en
ningún caso puede contradecir lo establecido en el pliego de bases y condi-
ciones generales, porque jurídicamente tiene un rango normativo menor.

Potestades estatales o prerrogativas estatales: Poderes jurídicos que las nor-
mas otorgan a la Administración Pública para poder ejercer sus funciones con
el objeto de satisfacer el interés general. Integran, junto con las garantías de
los particulares, el llamado “régimen jurídico exorbitante”. En el ámbito con-
tractual, existen potestades específicas.

“Principio de legalidad” o “principio de juridicidad”: El Estado, en todas sus
manifestaciones y en todas sus actividades, debe actuar siempre con plena su-
jeción a las normas. Éste es un cimiento fundamental del Estado de Derecho.

Precio de referencia: Valor técnico o indicativo de una unidad del bien en
cuestión, considerando determinadas características del producto.

Proponente: Véase Oferente.

Regalos: Todo tipo de bienes, servicios o préstamo que se ofrezca ostensible-
mente como símbolo de amistad o manifestación de aprecio. Los regalos se
pueden utilizar para expresar un propósito en común y el deseo de futuro éxi-
to y prosperidad comercial. Constituyen una forma de soborno cuando se
otorgan para recibir un beneficio inapropiado.

Régimen jurídico exorbitante: Nombre técnico que recibe el conjunto de
potestades estatales y garantías de los particulares, propias del derecho públi-
co en general, y de los contratos administrativos o públicos en particular, en
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los que el Estado actúa en procura del interés general, configurando así un ré-
gimen jurídico especial, distinto del derecho privado (civil o comercial).

Sistema de Información de Proveedores (SIPRO): Sistema informatizado
que desarrolla la Oficina Nacional de Contrataciones, en el cual se inscriben
los cocontratantes de la Administración.

Sobornos: Ofrecimiento o aceptación de cualquier tipo de regalos, présta-
mos, honorarios, retribución o cualquier otra ventaja prometida y ofrecida
por/a cualquier persona con la intención de inducirla a realizar una acción
deshonesta, ilegal o que pudiera ocasionar pérdida de confianza en la conduc-
ción de las actividades comerciales de la empresa.
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SITIOS DE INTERÉS

• Asociación Argentina de Presupuesto y Administración Financiera 
www.asap.org.ar

• ChileCompra
www.chilecompra.cl

• Corporación Latinoamericana para el Desarrollo
www.cld.org.ec

• FAVIM Acción Ciudadana www.favim.org
• Fundación Poder Ciudadano

www.poderciudadano.org
• Información Legislativa

www.infoleg.gov.ar
• Red Ciudadana Principio del Principio

www.pdelp.com.ar
• Transparencia Mexicana

www.transparenciamexicana.org.mx
• Transparencia por Colombia

www.transparenciacolombia.org.co
• Transparency International

www.transparency.org

Organismos públicos

• Auditoria General de la Nación 
www.agn.gov.ar

• Ministerio de Economía y Producción 
www.mecon.gov.ar

• Oficina Nacional de Contrataciones
www.argentinacompra.gov.ar

• Sindicatura General de la Nación
www.sigen.gov.ar
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